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Siglas y acrónimos

ANLA Autoridad Nacional de Licencias Ambientales de Colombia

ANP Áreas Naturales Protegidas

BID Banco Interamericano de Desarrollo

BNDES Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social

CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos

CLPI Consentimiento libre, previo e informado

Convenio 169 OIT Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la 
Organización Internacional del Trabajo

Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos

COSIPLAN Consejo Suramericano de Infraestructura y Planeamiento 

DAR Derecho, Ambiente y Recursos Naturales

DIA Declaratoria de Impacto Ambiental

EAE Evaluación Ambiental Estratégica

EGASUR Empresa de Generación Eléctrica Amazonas Sur Sociedad Anónima Cerrada

EIA Evaluación de impacto ambiental

EIA-d Estudio de impacto ambiental detallado

EIA-sd Estudio de impacto ambiental semidetallado

EsIA Estudio de impacto ambiental

FUNAI Fundación Nacional del Indio

GEI Gases de Efecto Invernadero

IBAMA Instituto Brasileño del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales 
Renovables

IIRSA Proyecto Integración de la Infraestructura Regional Suramérica

MAE Ministerio del Ambiente, Agua y Transición Ecológica de Ecuador

MADS Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de Colombia

MC Ministerio de Cultura de Perú

MEER Ministerio de Electricidad y Energía Renovable de Ecuador

MINAM Ministerio del Ambiente de Perú
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MINEM Ministerio de Energía y Minas de Perú

MINJUSDH Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de Perú

MMAYA Ministerio de Medio Ambiente y Agua de Bolivia

MTC Ministerio de Transportes y Comunicaciones de Perú

MRNNR Ministerio de Recursos no Renovables de Ecuador

ODEBRECHT Constructora Norberto Odebrecht S.A.

OIT Organización Internacional del Trabajo

OMS Organización Mundial de la Salud

ONU Organización de las Naciones Unidas

PIACI Pueblos Indígenas en Aislamiento y Contacto Inicial

RAISG Red Amazónica de Información Socioambiental Georreferenciada

RIMA Relatorio / Informe de Impacto Ambiental de Brasil

SEIA Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental de Perú

SENACE Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles

SERNANP Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas de Perú

SIAC Sistema de Información Ambiental de Colombia

SINEFA Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental del Perú

SINIA Sistema Nacional de Información Ambiental de Perú

SNGA Sistema Nacional de Gestión Ambiental del Perú

SNIA Sistema Nacional de Información Ambiental de Bolivia

SUIA Sistema Único de Información Ambiental de Ecuador

TdR Términos de Referencia

UNASUR Unión de Naciones Suramericanas

USAID Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (United States 
Agency for International Development)

VMI Viceministerio de Interculturalidad de Perú

WWF Fondo Mundial para la Naturaleza (World Wildlife Fund)
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La Amazonía es un espacio muy atractivo por sus 
riquezas naturales y por los recursos que ofrece 
para su aprovechamiento en determinados secto-
res económicos, los cuales resultan ser el foco para 
las industrias extractivas y para los grandes pro-
yectos de infraestructura, la generación de ener-
gía o habilitación vial. Sin embargo, los impactos 
socioambientales de estos proyectos afectan a los 
ecosistemas y especialmente a las comunidades 
que dependen de estos, lo cual tiene como punto 
de partida la insuficiente aplicación de los proce-
sos de certificación ambiental y las garantías que 
estos procesos de gestión ambiental deben brin-
dar previamente a la implementación de los gran-
des proyectos. 

El presente estudio aborda el análisis de casos 
emblemáticos de megaproyectos de infraestruc-
tura y extractivos en Brasil, Ecuador, Colombia, 
Bolivia y Perú, identifica los impactos que estos 
generan con la finalidad de diagnosticar las de-
bilidades y vacíos institucionales en los procesos 
de certificación ambiental como son la Evalua-
ción de Impacto Ambiental (EIA) y la Evaluación 
Ambiental Estratégica (EAE); de tal forma que se 
puedan brindar recomendaciones para una apli-
cación más efectiva en la región. Para ello, la aso-
ciación civil Derecho, Ambiente y Recursos Natu-
rales (DAR) proporcionó las hipótesis de trabajo 
potenciales en base a los cuales se estructuró la 
investigación. El liderazgo de DAR se fundamenta 
considerando su amplia experiencia en el análisis 
de procesos de certificación ambiental en la Ama-
zonía y en el marco del proyecto “Amazonía indí-
gena: Derechos y Recursos (AIRR)”, por sus siglas 
en inglés, financiado por la Agencia de los Estados 
Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) y 
ejecutado con el Fondo Mundial para la Natura-
leza (WWF) junto a organizaciones indígenas y 
no gubernamentales, cuyo objetivo es aportar a 
la mejora de la participación de los pueblos indí-
genas en el desarrollo económico sostenible de la 
Amazonía, lograr la conservación de la biodiversi-

dad y la reducción de las emisiones por la pérdida 
de bosques. 

El primer eje de investigación del documento está 
basado en el análisis de la gobernanza ambien-
tal, en la cual se analiza la eficacia del gobierno, 
la participación ciudadana, la transparencia y ren-
dición de cuentas. El segundo se refiere a los re-
querimientos técnicos de los Estudios de Impacto 
Ambiental (EsIA) y finalmente a la aplicación de 
las EAE en los países de estudio. 

Se sistematizó y recopiló información de 10 casos 
emblemáticos, siendo estos:  el proyecto Cami-
sea en Perú del rubro hidrocarburos, el proyecto 
Corredor Vial Interoceánica Sur en Perú del ru-
bro infraestructura vial, la EAE de la Nueva Ma-
triz Energética Sostenible para el Perú, la EAE y 
prospectiva del Corredor Vial Interoceánico Sur en 
Perú, el proyecto vial Pasto – Mocoa en Colombia 
del rubro infraestructura vial, el proyecto Rurre-
nabaque-Riberalta en Bolivia del rubro infraes-
tructura vial, el proyecto Inambari en Perú del 
rubro hidroeléctrica, el proyecto Complejo del río 
Madeira en Brasil del rubro hidroeléctrica, el pro-
yecto Belo Monte en Brasil del rubro hidroeléctri-
ca y el proyecto Coca Codo Sinclair en Ecuador del 
rubro hidroeléctrica. 

La metodología aplicada fue del tipo cualitativa, 
la cual consistió en la revisión de fuentes secun-
darias de información de los casos emblemáticos 
ya mencionados, así como entrevistas a repre-
sentantes de Organizaciones no Gubernamenta-
les (ONGs); esta información fue sistematizada 
y analizada en gabinete. El análisis de los casos 
permitió identificar debilidades en la aplicación 
del EIA con sus individualidades en cada país y de 
la EAE como herramienta de gestión ambiental, 
ambos como instrumentos que son necesarios e 
imprescindibles para dimensionar los potenciales 
impactos socioambientales que pueden generar 
los proyectos y para asegurar el diseño de medi-
das adecuadas de prevención, mitigación y com-
pensación. 

Resumen Ejecutivo
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En relación a la eficacia del gobierno se identificó 
que las evaluaciones de impacto ambiental tienen 
un lugar muy tardío en el proceso de toma de de-
cisiones pese a ser un requisito legal que debería 
determinar la viabilidad ambiental. Asimismo, 
la presión económica es uno de los principales 
obstáculos para la implementación efectiva de 
la EIA, ya que en los países de la región se prio-
riza mediante declaratorias de interés nacional o 
también a través del llamado carácter estratégico 
para incentivar las inversiones, con lo cual el EIA 
se termina convirtiendo en un requisito burocráti-
co limitando los procesos efectivos de evaluación 
ambiental y social. 

Esta situación conlleva a proponer varias medi-
das, entre ellas: i) garantizar que la toma real de 
decisiones se produzca después de que se cuente 
con información sobre los costos y beneficios de 
las propuestas para el desarrollo de proyectos de 
infraestructura y extractivos, ii) combatir las prác-
ticas corruptas que afectan al ambiente y a las co-
munidades locales a través de acciones coordina-
das desde la sociedad civil y otros actores como 
los pueblos indígenas, iii) impulsar mecanismos 
para asegurar que los actores que elaboran los 
EsIA no sean contratados directamente por los 
proponentes de los proyectos y iv) un gobierno 
eficaz debería fomentar el cumplimiento de las 
garantías constitucionales y los tratados suscritos 
internacionalmente.

La participación ciudadana es un aspecto clave 
en los procesos de certificación ambiental, sin 
embargo, en los casos estudiados esta es muy 
deficiente, las audiencias o procesos terminaron 
convirtiéndose en un proceso de divulgación de 
información sobre los proyectos, en lugar de ser 
procesos para que el público exprese sus opinio-
nes y ofrezca sus aportes. En muchas ocasiones 
se manifiesta resistencia a la aplicación del dere-
cho a la consulta, principal demanda de los pue-
blos indígenas en la mayoría de los países de la 
cuenca amazónica. 

Se sugiere asegurar que la participación pública 
inicie en las etapas tempranas del proceso de toma 
de decisiones para que las comunidades puedan 
ejercer una real influencia y facilitar recursos y 
asistencia técnica a poblaciones de incidencia di-

recta de los proyectos con el fin de reducir asime-
trías en el proceso de participación, fortalecer el 
rol y la protección de líderes, lideresas, defensores 
y defensoras de los territorios en zonas donde se 
espera se desarrollen proyectos, así como el forta-
lecimiento de la participación de las mujeres.

Otro aspecto del análisis es la transparencia, los 
casos de estudio reflejan importantes limitaciones 
en el acceso y transparencia de la información. Es 
frecuente que la información que legalmente de-
bía ser pública no era accesible a la población, lo 
que conlleva a la desconfianza. Es imprescindible 
asegurar la transparencia activa y garantizar el 
acceso a toda la información relevante en los for-
matos y canales adecuados e implementar cana-
les para exigir que se sustenten los motivos por 
los que cierta información no es publicada por los 
proponentes del proyecto o las entidades que lo 
financian, así como la divulgación de la informa-
ción desde el momento en que un proyecto está 
en evaluación y que se mantenga durante todo su 
ciclo.

Respecto a la aplicación del instrumento EsIA, se 
encontró que estos se limitan a ser descriptivos, 
suelen ser incompletos, técnicamente deficientes 
y no comprenden todos los aspectos necesarios 
para una toma de decisión debidamente informa-
da. Las políticas y regulaciones son a menudo re-
gionales o nacionales y no reconocen la dinámica 
del sistema transfronterizo, por lo que descuidan 
consideraciones importantes, como los derechos, 
los valores sociales y culturales, y el acceso a los 
recursos en ese nivel. 

Se recomienda lo siguiente:

 � Desarrollar los EsIA con el suficiente tiempo 
para proporcionar una evaluación rigurosa 
que tenga la capacidad de detener un pro-
yecto si se considera que este no cuenta con 
las garantías necesarias para no dañar al am-
biente y a la población. 

 � Asegurar que los requisitos formales en los 
EsIA sean más específicos y sólidos, mejo-
rando los términos de referencia (TdR). 

 � Considerar e identificar los impactos indi-
rectos, acumulativos y sinérgicos de manera 
previa al inicio del proyecto. 
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 � Promover que los resultados de los EsIA sean 
revisados por expertos independientes que 
garanticen la imparcialidad de sus aportes 
yopiniones. 

 � Promover una mejor articulación entre ac-
tores para la gestión ambiental a través de 
medidas de monitoreo que involucren a las 
comunidades, los pueblos indígenas y la so-
ciedad civil.

 � Asegurar que las compensaciones a los afec-
tados sean suficientes, diseñar mecanismos 
pertinentes de distribución de beneficios y 
compensaciones, que consideren la afecta-
ción diferenciada de hombres y mujeres, y 
consideren a la población en mayor situación 
de vulnerabilidad.

Finalmente, se analizó la aplicación de la EAE en 
los países de la cuenca amazónica, estas aún no 
han logrado contribuir de forma significativa a 
la generación de consensos ni una visión de de-
sarrollo común, aún son pocos los países que 
han legislado sobre esta herramienta. Se propo-
ne identificar la institución del Estado a cargo de 
dirigir y monitorear el cumplimiento de las reco-
mendaciones planteadas por las EAE para hacer 
cumplir sus recomendaciones multisectorialmen-
te. Además, realizar un estudio sobre el nivel de 
cumplimiento de las EAE por país, para identificar 
su influencia institucional, ambiental y social, así 
como su efectividad como instrumento de gestión 
ambiental.

Las recomendaciones descritas buscan contribuir 
a la mejora de los procesos de certificación am-
biental y fortalecer capacidades de las organiza-
ciones representativas de los pueblos indígenas 
para la defensa de sus derechos e intereses en 
el marco de la implementación de los menciona-
dos proyectos. Mejorar la eficacia de los gobier-
nos, fomentar la participación ciudadana efectiva, 
garantizar la transparencia de información y una 
mejor implementación de los instrumentos de EIA 
y EAE serán necesarios para ello.
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1.1. Contexto y objetivos
Una de las problemáticas actuales que viene 
transformando la región amazónica es la promo-
ción, por los Estados, de políticas de crecimiento 
económico basadas en la explotación a gran es-
cala de recursos naturales. Ello ha devenido en 
un auge, sin precedentes en las últimas décadas, 
de la planificación y operación de megaproyec-
tos de infraestructura y extractivos, incluyendo 
la explotación minera, de petróleo y gas, represas 
hidroeléctricas, carreteras y proyectos de dragado 
de ríos. 

La magnitud de los impactos socioambientales 
generados por estos megaproyectos en la Ama-
zonía es alta. Esta situación viene ocasionando la 
pérdida y degradación de sus bosques y ecosis-
temas. Asimismo, los pueblos indígenas, actores 
clave en los esfuerzos de conservación y gestión 
sostenible de los recursos naturales, están entre 
los grupos sociales más afectados con respecto a 
la garantía de sus derechos individuales y colec-
tivos. 

A pesar de que existe diversa normativa, así como 
mecanismos y herramientas de gestión ambien-
tal con la finalidad de prevenir y mitigar los cita-
dos impactos durante el diseño y operación de los 
proyectos de infraestructura o extractivos, aún 
existen ingentes retos para garantizar su cum-
plimiento efectivo, y con ello, su propósito. Como 
se explicita más adelante, diversos informes dan 
cuenta de la existencia, aún, de distintos vacíos 
y deficiencias en el marco de la implementación 
de los sistemas nacionales de EIA. Esta realidad, 
además de no permitir la garantía de los derechos 
fundamentales de los pueblos indígenas, viene 
generando una creciente falta de credibilidad en 
dichos sistemas y un mayor nivel de conflictivi-
dad social en nuestros países. 

El presente documento está estructurado en cua-
tro secciones. La primera de ellas aborda la intro-
ducción, explicitando los objetivos, el alcance y la 
metodología del estudio —centrado en la revisión 
de información secundaria— así como en entre-
vistas con actores claves. La segunda sección 
presenta una revisión de la literatura con el fin de 
analizar el auge de los megaproyectos de infraes-
tructura o extractivos en Brasil, Ecuador, Colom-
bia, Bolivia y Perú y los impactos que estos gene-
ran. Tras plasmar el contexto general, se incluye 
una revisión de los principales debates existentes 
vinculados con los procesos de la EIA como he-
rramienta para la gestión ambiental y se analiza, 
de manera general, información sobre los avances 
normativos en algunos países de la cuenca ama-
zónica.

La tercera sección incluye el análisis de la investi-
gación a través de tres elementos fundamentales. 
En primer lugar, se analizan cuestiones relaciona-
das con la gobernanza de los recursos naturales 
en el marco de la certificación ambiental, inclu-
yendo la eficacia del gobierno, la voz, la participa-
ción ciudadana, así como la transparencia y rendi-
ción de cuentas. En segundo lugar, se realiza una 
revisión de algunas problemáticas en el marco de 
los requerimientos técnicos de los EsIA. En tercer 
lugar, se examina la EAE en los países de estudio, 
considerando las tendencias y su papel en la re-
gión, así como sus principales limitantes. 

Finalmente, la última sección presenta una serie 
de lecciones aprendidas y recomendaciones iden-
tificadas a partir del análisis, las cuales buscan 
contribuir a la mejora de los procesos de certifica-
ción ambiental, así como al fortalecimiento de ca-
pacidades de las organizaciones representativas 
de los pueblos indígenas para la defensa de sus 
derechos e intereses en el marco de la implemen-
tación de los mencionados proyectos. 

1. Introducción
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1.2. Alcance
Como se ha mencionado, con miras a abordar las 
principales problemáticas identificadas, el pre-
sente estudio tomó como hipótesis las brindadas 
por DAR, en base a las cuáles se recopiló la infor-
mación existente sobre el conjunto de casos em-
blemáticos vinculados con proyectos extractivos 
y de infraestructura en los países de Brasil, Boli-
via, Ecuador, Colombia y Perú. 

Para ello, se establecieron una serie de criterios 
con el fin de definir los proyectos incluidos en el 
análisis. En concreto, se consideraron casos que 
cumplen con lo siguiente:

 � Que sean proyectos de infraestructura o ener-
gía (gas, petróleo o grandes hidroeléctricas).

 � Que sean proyectos que se encuentren ope-
rando, que hayan culminado el proceso de 
certificación ambiental, o que cuenten al me-
nos con un EsIA elaborado.

 � Que sean proyectos que hayan generado o 
puedan generar impactos negativos ambien-
tales o sociales significativos, especialmente, 
en los integrantes de pueblos indígenas y el 
ecosistema amazónico. 

 � Que sean proyectos cuya concepción inicial 
sea de importancia referencial por la atención 
captada en espacios académicos.

Para tal efecto, se utilizan las definiciones de im-
pacto ambiental e impacto social contenidas en la 
“Guía para la identificación y caracterización de 
impactos ambientales”, aprobada mediante Reso-
lución Ministerial N.º 455-2018-MINAM en Perú. 
De esta manera, se entiende como impacto am-
biental a la alteración significativa del ambiente, 
de sus sistemas naturales y transformados y de 
sus recursos provocada por acciones humanas; 
en tanto que el impacto social será aquel que tie-
nen la posibilidad de alterar o modificar directa o 
indirectamente la vida de las personas. En este 
último caso, los impactos pueden ser sociales 
(cambios en la dinámica sociocultural, saturación 
de servicios públicos, cambios en los roles de gé-
nero, etc.), económicos (transferencias de canon, 

ingresos y acceso al empleo, etc.), o socioambien-
tales (cambios en la cantidad de especies de flora 
y fauna usadas por la población, reducción o in-
cremento de la cantidad de agua, etc.) (MINAM, 
2018). Este estudio sirve como un punto de par-
tida para el desarrollo de futuras investigaciones 
más amplias, porque presenta un panorama ge-
neral de los procesos de certificación ambiental 
existentes en la región:
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Cuadro 1. Casos emblemáticos

Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

Proyecto 
Camisea

Hidrocar-
buros

El Programa de Exploración 
y Desarrollo en el Lote 88 
(Proyecto Camisea) se ini-
ció en la década de 1980 y 
comprende la explotación, 
transporte y distribución de 
gas. El Lote 88 se encuentra 
superpuesto a la zona de 
amortiguamiento del Par-
que Nacional del Manu y a 
la Reserva Territorial Kuga-
pakori, Nahua, Nanti y otros, 
ubicada en los distritos de 
Echarate y Sepahua, pro-
vincias de La Convención y 
Atalaya, regiones de Cusco y 
Ucayali. En 2012 el Ministerio 
de Energía y Minas de Perú 
(MINEM) aprobó el EIA para 
la Ampliación del Programa 
Exploración y Desarrollo en 
la Locación San Martín Este 
del Lote 88. En 2014, luego 
de más de un año y con di-
versas críticas, se aprobó el 
EIA para realizar sísmica 2D, 
sísmica 3D, dieciocho pozos 
exploratorios en las locacio-
nes San Martín Norte, Kimaro 
Este, Kimaro Oeste, kimaro 
Centro, Armihuari Sur, Armi-
huari Norte y línea de con-
ducción San Martín Este-San 
Martín 3 (Gamboa, 2014).

Perú. El Lote 
88 se ubica 
en el distrito 
de Echarate, 
provincia de 
La Convención, 
región Cusco.

Actualmente se 
encuentra opera-
tivo.
Los contratos fue-
ron firmados en 
diciembre de 1999 
y las actividades 
de explotación 
empezaron en 
agosto de 2004.

Consorcio Cami-
sea, liderado por 
Pluspetrol Perú 
Corporation con 
participación de 
Hunt Oil Company, 
SK Corporation, 
sucursal peruana 
y Tecpetrol del 
Perú.

En el finan-
c i a m i e n t o 
participó el 
Banco Inte-
ramericano 
de Desarrollo 
(BID).

Entre los principales impactos 
y riesgos ambientales y socia-
les de las actividades de explo-
tación del yacimiento (onshore) 
se encuentran: contaminación 
del agua, ruido, aumento del 
tráfico fluvial, riesgos de ero-
sión del suelo, manejo y dispo-
sición final de residuos tóxicos 
y efluentes industriales; im-
pactos a las comunidades in-
dígenas del Bajo Urubamba, en 
particular a indígenas en aisla-
miento voluntario en la reserva 
de Nahua-Kugapakori, impac-
tos en la salud o cambios en 
el estilo de vida o costumbres; 
falta de adecuada compensa-
ción para impactos por el uso 
de la tierra, posibles conflictos 
sociales entre trabajadores y 
comunidades locales; genera-
ción de polvo y emisiones con-
taminantes por movimiento de 
la tierra, e impactos por el in-
cremento del transporte aéreo 
y fluvial de personal y materia-
les, así como por el aumento de 
la delincuencia, y la generación 
de conflictos entre las propias 
CCNN del área por su parti-
cipación en las actividades o 
recepción de beneficios.
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Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

Proyecto 
Corredor 
Vial In-
teroceá-
nica Sur 
(tramos 
2, 3 y 4).

Infraes-
tructura 
vial

El proyecto Corredor Vial 
Interoceánica Sur (tramos 
2, 3 y 4) consistía en la cons-
trucción y rehabilitación de 
2585,66 km de carretera 
dividida en cinco tramos 
en ocho departamentos del 
macrorregión sur peruana. 
Al tramo 2 le corresponden 
649 km, al tramo 3, 403 km 
y al tramo 4, 306 km.

Perú. Distritos 
de Arequipa, 
Apurímac, 
Ayacucho, 
Cusco, Ica, 
Madre de Dios, 
Moquegua y 
Puno.

En 2005 se suscri-
bieron los contra-
tos de concesión 
(la empresa cons-
truye y financia la 
infraestructura, 
se encarga de 
su operación por 
un tiempo deter-
minado y, final-
mente, entrega la 
infraestructura al 
Estado). Los tra-
mos fueron cons-
truidos entre 2006 
y 2008 (Cueto et 
al., 2010).

Los tramos 2 y 3 
corresponden al 
consorcio Con-
cesionario Inte-
roceánico Sur 
(concesionaria del 
Proyecto Integra-
ción de la Infraes-
tructura Regional 
Suramérica -IIRSA 
Sur) conformado 
por Constructora 
Norberto Odebre-
cht (ODEBRECHT), 
Graña y Montero, 
JJC Contratistas 
Generales (Bravo, 
2013).
Al tramo 4 le 
corresponde el 
Consorcio Inter-
sur, conformado 
por Andrade Gu-
tierrez, Constru-
coes e Comercio 
Camargo Correa, 
C o n s t r u c t o r a 
Queiroz Galvao.

En el finan-
c i a m i e n t o 
participó el 
Banco de 
Desarrollo de 
América La-
tina (CAF).

Los impactos posibles más 
graves son: el impacto sobre 
los pueblos indígenas en ais-
lamiento voluntario que están 
siendo presionados por inva-
sores en territorios cada vez 
menores y superpuestos; el 
avance caótico, ambiental y 
socialmente destructivo de la 
explotación de oro, y el incre-
mento de los conflictos por la 
tierra y su uso (Dourojeanni, 
2006); fragmentación de los 
ecosistemas; aumento del 
riesgo de deforestación para 
fines agropecuarios; tala ilegal; 
pérdida de la biodiversidad; 
aumento de los riesgos de in-
vasión de áreas naturales pro-
tegidas (ANP); incremento de la 
contaminación de los cuerpos 
de agua por aumento de la 
carga de sólidos en suspensión 
(runoff); aumento de procesos 
de erosión a inundaciones y 
las actividades de narcotráfi-
co y tráfico de personas, entre 
otros (Mercedes, 2020).
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Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

EAE de 
la Nueva 
Matriz 
Ener-
gética 
Sosteni-
ble para 
el Perú 
(NUMES).

EAE

La NUMES es una propuesta 
de instrumento de gestión 
ambiental impulsada como 
uno de los pilotos de matriz 
energética en Sudamérica. 
Su finalidad era apoyar al 
MINEM en la formulación 
de políticas sectoriales de 
energía, la adecuación de 
políticas sectoriales, la ade-
cuación del marco regulato-
rio y servir como marco de 
referencia a los actores del 
sector energético. Comple-
mentariamente se consideró 
necesaria la elaboración de 
un instrumento de gestión 
ambiental como la EAE. 
Ambos documentos se pro-
yectaron hasta el año 2040 
(R. García Consultores, Arcan 
Ingeniería y Construcciones 
y Cenergía, 2012).
La NUMES propuso tres 
planes: biocombustibles, 
energía renovable y Plan 
Energético Nacional. La EAE 
de la NUMES se enfocó en 
el Plan Energético Nacional. 
Su objetivo era identificar 
y analizar los potenciales 
impactos socioambientales 
de los diferentes escenarios 
considerados en la matriz 
energética, con la finalidad 
de sustentar la toma de de-
cisiones gubernamentales 
(Alzamora, 2016). 

Nacional, Perú. 

En la NUMES se 
diseñó un esce-
nario energético 
que se distribuía 
en 40 % gas, 40 
% petróleo y 20 % 
energía renovable. 
Bajo ese escena-
rio se formularon 
veinte proyectos, 
de los cuales 
hasta el 2016 solo 
se encontraba en 
ejecución el Pro-
yecto de la Cen-
tral Hidroeléctrica 
Chaglla.
El informe final 
del EAE de la NU-
MES se presentó 
el 2012, pero no ha 
sido aprobado. 

MINEM.
BID y fondos 
del Estado 
peruano. 

El MINEM aprobó los procesos 
de participación ciudadana con 
el visto bueno del BID. Se rea-
lizaron talleres de información 
y validación, pero no se consi-
deró la viabilidad que pudieran 
tener luego de las consultas 
previas. 
Por otro lado, la EAE contenía 
mucha información cuantita-
tiva, pero no desarrollaba las 
acciones a seguir para lograr 
esos resultados. Asimismo, 
si bien el MINEM y el BID ela-
boraron los TdR del concurso 
público internacional y reali-
zaron la convocatoria, no hubo 
TdR donde se establecieran los 
contenidos mínimos de la EAE 
(Alzamora, 2016).
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Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

EAE y 
prospec-
tiva del 
Corredor 
Vial In-
teroceá-
nico Sur. 
Tramos 
2, 3 y 4.

EAE

La EAE y Prospectiva del 
Corredor Vial Interoceánica 
Sur (tramos 2, 3 y 4) tuvo por 
objetivo identificar, anali-
zar y prevenir los impactos 
ambientales y sociales que 
pudiera generar la decisión 
de aprobar o modificar Po-
líticas, Planes y Programas 
(PPP) de carácter nacional, 
regional y local con inciden-
cia en el ámbito geográfico 
del Corredor Vial Interoceá-
nico Sur, así como realizar 
recomendaciones de mejora 
de las actuales PPP de im-
plicancia ambiental y social 
en el ámbito de las regiones 
involucradas.

Perú. Cusco, 
Madre de Dios 
y Puno. Sin 
embargo, las 
recomendacio-
nes de mejora 
presentan un 
alcance 
nacional e 
internacional.

El informe final se 
presentó el 2009, 
pero no ha sido 
aprobado.

Grupo de Estudios 
Ambiente y So-
ciedad / Ministe-
rio del Ambiente 
de Perú (MINAM) 
/ Ministerio de 
Transportes y Co-
municaciones de 
Perú (MTC).

En el finan-
c i a m i e n t o 
participó el 
Banco de 
Desarrollo de 
América La-
tina ( CAF).

Permitió analizar temas de 
políticas y planes asociados al 
proyecto de la Interoceánica 
Sur; sin embargo, una lección 
aprendida es que los EAE de-
ben tener un carácter preven-
tivo y no elaborarse después 
de la aprobación del proyecto 
de desarrollo. Se realizaron dos 
rondas de talleres de consulta, 
validación y capacitación con 
participación de representan-
tes de gobiernos regionales y 
municipalidades, sociedad civil 
y pueblos indígenas. Se centró 
en los impactos indirectos, de-
jando de lado a los impactos 
acumulativos y sinérgicos (Al-
zamora, 2016). 
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Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

Proyecto 
Vial Pas-
to-Mo-
coa

Infraes-
tructura 
vial

La carretera Pasto-Mocoa 
tiene una longitud de 45,6 
km, es uno de los tramos 
del Corredor Intermodal de 
transporte del Amazonas, de 
occidente a oriente, desde el 
municipio de Tumaco, de-
partamento de Nariño (costa 
del océano Pacífico, Colom-
bia) hasta Belén de Pará 
(costa del océano Atlántico, 
Brasil). Se busca mejorar las 
especificaciones técnicas 
de la carretera Pasto-Mo-
coa, a través de pavimentar 
y rectificar la vía actual (de 
la década de 1930) y mejorar 
el alineamiento horizontal y 
vertical, a través de la cons-
trucción de variantes por 
un total de 74 km. Para ello 
se requiere la construcción 
de las variantes San Fran-
cisco-Mocoa, reduciendo la 
longitud de la vía de 78 a 47 
km, Encano-Santiago, redu-
ciendo la longitud de la vía 
de 30 a 27 km y Pasto-Enca-
no, reduciendo la longitud de 
la vía de 20 a 19 km. Las es-
pecificaciones técnicas de 
la vía Pasto-Mocoa incluyen 
la ampliación de la calzada 
a 7,5 m, bermas de 1,8 m y 
la reducción de curvaturas 
para alcanzar velocidades 
de diseño promedio de 60 
km/h (Corredor vial Tuma-
co-Pasto-Mocoa-Puerto 
Asís, s.f.; Corredor Vial Pas-
to-Mocoa variante San Fran-
cisco-Mocoa, 2009).

Colombia, mu-
nicipio Pasto, 
departamento 
Nariño, muni-
cipio Mocoa, 
departamento 
de Putumayo.

Se encuentra ope-
rativa. El tramo 
1: Pasto-Encano, 
inició su ejecución 
en junio de 2008 
y terminó en di-
ciembre de 2009; 
el tramo 2: Enca-
no-Santiago-San 
Francisco, inició 
su ejecución en 
diciembre de 2007 
y concluyó en di-
ciembre de 2010; 
el tramo 3: San 
Francisco- Mocoa, 
inició su ejecución 
en diciembre de 
2007 y concluyó 
en diciembre de 
2010 (Agenda de 
Implementación 
C o n s e n s u a d a 
2005-2010. Infor-
mación básica y 
estratégica para 
apoyar el proceso 
de gestión inten-
siva del proyecto: 
Carretera Pas-
co-Mocoa, 2005).

Consorcio Vial 
del Sur, Integra-
do por: SONACOL, 
CASS Construc-
tores & CIA, CSS 
Const ructores , 
Construcciones El 
Cóndor, LATINCO 
y HB Estructuras 
Metálicas (periódi-
co Kminos, 2013).

C o l o m b i a 
(Corporación 
para el Desa-
rrollo Soste-
nible del Sur 
de la Ama-
zonía - COR-
POAMAZONIA, 
I n s t i t u t o 
nacional de 
Vías - INVIAS 
y el Banco 
Interameri-
cano de De-
sarrollo - BID 
(Corredor Vial 
P a s t o - M o -
coa variante 
San Francis-
c o - M o c o a , 
2009; (Perió-
dico Kminos, 
2013). 

Efectos acumulativos adversos 
sobre la biodiversidad, incre-
mento de los niveles de activi-
dad económica regional, afec-
tación a la Reserva Forestal 
protectora de la cuenca alta del 
río Mocoa, la parte de las cuen-
cas de los ríos Blanco, Pepino, 
Rumiyaco, Titinguará y Caque-
tá previstos en la ampliación 
de la reserva (deforestación, 
fragmentación del ecosistema, 
incremento del uso y ocupa-
ción inadecuada del suelo de 
la reserva, erosión y eventos 
de remoción en masa dada la 
susceptibilidad morfodinámica 
de la zona, contaminación hí-
drica, extracción de especies 
de flora y fauna, aumento de 
las actividades mineras, dete-
rioro de la capacidad de con-
trol y vigilancia de las áreas 
protegidas), aumento de la 
población y de actividades no 
sostenibles en la reserva, ex-
pectativas y conflictos sociales 
en las comunidades a lo largo 
del corredor vial, aumento de 
accidentes viales graves, ahu-
yentar especies en el derecho 
de vía y efecto barrera para la 
fauna terrestre, inestabilidad 
del terreno por la excavación 
de las obras, migración, au-
mento de la accesibilidad a la 
zona de reserva que facilita 
actividades extractivas de los 
recursos de la misma (Corredor 
Vial Pasto-Mocoa variante San 
Francisco-Mocoa, 2009), entre 
otros.



PROYECTO AMAZONÍA INDÍGENA - DERECHOS Y RECURSOS (AIRR)
LECCIONES APRENDIDAS DE PROCESOS EMBLEMÁTICOS DE CERTIFICACIÓN AMBIENTAL (ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL 

Y EVALUACIONES AMBIENTALES ESTRATÉGICAS) EN COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ, BRASIL Y BOLIVIA
17

Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

Proyecto 
Rurre-
naba-
que-Ri-
beralta

Infraes-
tructura 
vial

El tramo Rurrenabaque-Ri-
beralta tiene una longitud 
aproximada de 508,07 km 
(informe del Estado actual 
del proyecto, 2018). 
Forma parte del proyecto 
carretero Corredor Norte, 
que a su vez es parte de la 
cartera de proyectos del 
Consejo Suramericano de In-
fraestructura y Planeamien-
to (COSIPLAN) de la Unión 
de Naciones Suramericanas 
(UNASUR), denominado “Ca-
rretera Guayaramerín-Ri-
beralta/Yucumo-La Paz”. El 
objetivo es permitir la vin-
culación de Bolivia con la red 
de carreteras de Brasil, es-
pecíficamente, con el Estado 
de Rondonia (al norte de Bo-
livia). Se complementa con el 
tramo Patacamaya-Tambo 
Quemado, conformando una 
alternativa de salida al océa-
no Pacífico (puertos de Arica 
e Iquique en Chile); asimis-
mo, forma parte del corredor 
total desde Desaguadero 
(frontera con el Perú) hasta 
Guayaramerín (frontera con 
Brasil) (Ficha de Proyecto 
Carretera Guayaramerín-Ri-
beralta/Yucumo-La Paz, s.f.). 

Bolivia, depar-
tamento Beni, 
provincias 
Vaca Diez, 
Yacuma y 
Ballivian.

El contrato se sus-
cribió en agosto 
de 2014 y tenía una 
duración de 57 
meses (marzo de 
2020). Hasta mayo 
de 2018 oficial-
mente se reporta-
ba como avance 
físico el 13,79 % y 
como avance fi-
nanciero el 40,66 
% (Informe del 
Estado actual del 
proyecto, 2018). En 
diciembre del 2019 
la obra ya llevaba 
cinco años, pero 
solo tenía un 20 % 
de avance físico y 
56 % de avance 
financiero (Amu-
rrio, 2019).

China Railway 
Construction Cor-
poration (Interna-
tional Limited).

E x i m b a n k 
China y Go-
bernación de 
Beni (Bolivia).

Ahora que la empresa ejecu-
tora es china, se cuenta con 
poca información. Cuando 
inicialmente se preveía que se 
trataría de un préstamo del 
BNDES, se identificó que la pro-
puesta de proyecto podría ge-
nerar los siguientes impactos 
socioambientales: expansión 
de la frontera agrícola, inten-
sificación de la explotación de 
recursos maderables, conflic-
tos por titulación pendiente 
de las Tierras Comunitarias de 
Origen (TCO), contaminación 
por minería fluvial, pérdida de 
la castaña, ganadería extensi-
va, conflicto por el cambio de 
uso de suelos, aculturación de 
los pueblos indígenas, coloni-
zación, colonización en áreas 
protegidas Cotapata, Pilón 
Lajas y Madidi, daño a la eco-
nomía local, cacería legal de 
fauna silvestre, deforestación 
(Molina y Gómez, 2014).

Proyecto 
Inambari

Hidroeléc-
trica

El proyecto hidroeléctri-
co Inambari comprende la 
construcción de una repre-
sa de 203 metros de altura, 
una central hidroeléctrica de 
2200 Mw y la construcción 
de una línea de transmisión 
de 500 kv y de 810 km para 
exportar la energía que se 
uniría con hidroeléctricas en 
el río Madeira (Brasil). 

Perú. Su 
ubicación se 
proyectaba en 
los distritos de 
Camanti (Cus-
co), Inambari 
y Huepetue 
(Madre de 
Dios), Ayapata 
y San Gabán 
(Puno).

Actualmente el 
proyecto se en-
cuentra archivado, 
al declararse en 
abandono la eje-
cución de su plan 
de participación 
ciudadana (Reso-
lución Viceminis-
terial Nº 071-2011-
MEM/VME).

Consorcio brasi-
leño de Empresa 
de Generación 
Eléctrica Amazo-
nas Sur Sociedad 
Anónima Cerrada 
(EGASUR), con-
formado por Ele-
trobras, Furnas y 
OAS, que solicitó 
una concesión 
temporal para 
revisarlo y actua-
lizarlo.

El caso está 
enmarcado 
dentro del 
A c u e r d o 
Energé t i co 
Perú-Brasi l 
(que es un 
acuerdo de 
exportación 
de electrici-
dad). Estaría 
f i n a n c i a d o 
por el BNDES 
y CAF. 

Los principales impactos se-
rían el desplazamiento de al 
menos 4000 personas de 65 
poblados a causa de la inun-
dación de más de 350 km2, 
los cambios en los sistemas 
fluviales de la cuenca del río 
Inambari se vinculaban con la 
alteración del régimen del río 
bloqueado por la represa; la 
inundación de una gran exten-
sión de tierras con abundante 
biodiversidad, lo que aumenta-
ría la emisión de GEI (metano y 
dióxido de carbono) generado 
por el embalse y la muerte del 
bosque inundado, entre otros.
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Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

Proyecto 
Complejo 
del río 
Madeira 
(proyec-
to Santo 
Antônio 
y Jirau) 

Hidroeléc-
trica

El Proyecto Complejo del río 
Madeira es un proyecto clave 
del Eje Perú-Brasil-Bolivia de 
la iniciativa para la Integra-
ción del IIRSA. Consiste en la 
construcción de dos grandes 
represas en el río Madeira: la 
Central Hidroeléctrica de Ji-
rau, con una potencia eléc-
trica instalada de hasta 3300 
MW, y la Central Hidroeléctri-
ca de Santo Antônio, de 3150 
MW. El objetivo es generar 
energía para la región y para 
el sistema interconectado 
brasileño.

Brasil, estado 
de Rondonia.

Actualmente se 
encuentran en 
funcionamiento. 
Las centrales de 
Santo Antônio y de 
Jirau concluyeron 
su instalación en 
diciembre y no-
viembre del año 
2016, respectiva-
mente.

Las hidroeléctri-
cas del Complejo 
forman parte 
desde 2007 de las 
mega infraestruc-
turas contempla-
das en el Progra-
ma de Aceleración 
del Crecimiento 
(PAC) de Brasil. 
En diciembre de 
2007, el proyecto 
de Santo Antônio 
fue adjudicado al 
consorcio de la 
empresa Santo 
Antônio Energia 
(SAESA), una filial 
enteramente con-
trolada por Madei-
ra Energia (MESA), 
compuesta por 
ODEBRECHT, Fur-
nas, Andrade Gu-
tierrez, Cemig y 
Fundo de Partici-
pações ( FIP), con 
Santander y Banif 
como accionistas. 
La central hi-
droeléctrica Jirau 
fue desarrollada 
por Energia Sus-
tentável do Brasil, 
entidad formada 
por Gaz de France 
Suez, Mitsui, Ele-
trosul y Chesf.

En diciem-
bre del 2008, 
la directiva 
del BNDES 
aprobó el 
f i n a n c i a -
miento para 
construir la 
Central Hi-
droeléctrica 
de Santo An-
tônio y la de 
Jirau.

Entre las principales afecta-
ciones ambientales destacan 
las alteraciones de la fauna 
acuática del río Madera, Mamo-
ré y tributarios de la margen iz-
quierdo con posible reducción 
o desaparición de diversas 
especies de peces migratorios. 
Asimismo, se observan impac-
tos en la elevación de los nive-
les de los ríos Madera e Abuná, 
a causa de los remansos aca-
rreados por el lago de Jirau 
agravado progresivamente por 
la sedimentación de arena en 
la entrada del reservorio, así 
como el crecimiento de áreas 
cubiertas por agua en territorio 
boliviano, con mayores desbor-
des en las vías fluviales. En el 
aspecto social, existen afecta-
ciones que incluyen la invasión 
de tierras en la franja de fron-
tera como consecuencia de su 
valorización. 
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Nombre 
del pro-

yecto
Tipo Descripción general / 

objetivo Locación Inicio - estatus Proponente Financista Principales impactos /
resultados

Proyecto 
Belo 
Monte

Hidroeléc-
trica

El proyecto hidroeléctrico de 
Belo Monte, situado al mar-
gen del río Xingu, en Brasil, 
con una potencia máxima de 
11 233 megavatios, es el se-
gundo complejo de represas 
hidroeléctricas más grande 
de Brasil y el cuarto más 
grande del mundo por capa-
cidad instalada, detrás de la 
presa de las Tres Gargantas 
y la presa Xiluodu en China y 
la presa brasileño-paragua-
ya de Itaipu. Considerando 
las oscilaciones del caudal 
del río, la generación de ca-
pacidad mínima garantizada 
de la presa de Belo Monte 
sería de 4571 MW, 39 % de su 
capacidad máxima. 

Brasil, estado 
de Pará.

La represa co-
menzó a operar 
en mayo de 2016, 
aunque no en 
toda su capaci-
dad. Se encuentra 
completamente 
operativa desde 
noviembre de 2019 
con la instalación 
de su 18a turbina.

La concesión se 
adjudicó en 2010 
al consorcio Norte 
Energía, inician-
do su construc-
ción en el 2011. El 
contrato para la 
operación de Belo 
Monte tiene una 
duración de 35 
años.
Norte Energia 
es un consorcio 
constructor com-
puesto por Eletro-
norte, Neonergia, 
Cemig, Light, J 
Malucelli Energia, 
Vale y Sinobras.

La financia-
ción se logró, 
por medio de 
un conjunto 
de prés-
tamos del 
BNDES en la 
mayor opera-
ción aproba-
da para una 
sola empresa 
en la historia 
de Brasil.

Para su construcción se ne-
cesitó inundar 478 kilómetros 
cuadrados de selva. A pesar de 
no anegar toda la tierra indíge-
na, causó el desvío de cerca del 
80 % de las aguas del río Xin-
gú, reduciendo drásticamente 
el régimen hidrológico a lo 
largo de aproximadamente 100 
km de Vuelta Grande del Xingú 
(VGX). Como resultado, se creó 
una zona de eterna sequía en 
la VGX que afectó directamente 
a los pueblos indígenas de las 
TI (Tierras Indígenas) Arara de 
Vuelta Grande y Paquiçamba 
así como a los ribereños, pes-
cadores y otras poblaciones 
locales que dependen del río 
para sobrevivir, como resulta-
do de los profundos impactos 
sobre la calidad del agua, la 
pesca, las actividades agroex-
tractivas y las condiciones 
del transporte fluvial. La falta 
de condiciones ambientales 
mínimas de supervivencia im-
plicó el desplazamiento de los 
pueblos indígenas, acción que 
se encuentra prohibida por la 
Constitución Federal. 

Proyecto 
Coca 
Codo 
Sinclair

Hidroeléc-
trica

La Central Hidroeléctrica 
Coca Codo Sinclair aprove-
cha el potencial de los ríos 
Quijos y Salado que forman 
el río Coca. Fue anunciada 
como la más grande central 
hidroeléctrica de Ecuador y 
la principal. Genera 1500 MW, 
lo que representa el 35 % de 
la electricidad del país. 

Ecuador, 
provincias de 
Napo y Sucum-
bíos, cantones 
El Chaco 
y Gonzalo 
Pizarro.

Actualmente se 
encuentra activa. 
Su construcción 
inició en julio de 
2010 y se inauguró 
en noviembre de 
2016.

La obra fue cons-
truida por la em-
presa china Sino-
hydro, fiscalizada 
por un consorcio 
mexicano liderado 
por la Comisión 
Federal de Elec-
tricidad de México 
y actualmente es 
operada por la 
Empresa Pública 
Estratégica Cor-
poración Eléctri-
ca del Ecuador, a 
través de una Uni-
dad de Negocio 
específica para 
el complejo Coca 
Codo Sinclair.

El finan-
c i a m i e n t o 
lo otorgó a 
través de un 
préstamo el 
banco chino 
Eximbank.

Entre los principales impactos 
sociales y ambientales destaca 
la inundación de la tierra para 
formar el embalse, y la altera-
ción del caudal de agua, aguas 
abajo. Estos efectos ejercen 
impactos en los suelos, la ve-
getación, la fauna y las tierras 
silvestres, la pesca, el clima 
y la población humana del 
área. Además, se produjo una 
presión y deterioro de ecosis-
temas hídricos y terrestres, 
incluyendo la afectación a la 
cascada San Rafael, coloniza-
ción por vías de penetración y 
tráfico de tierras en bosque re-
manentes, presión sobre cen-
tros poblados e infraestructura 
para prestación de servicios 
básicos, mano de obra no ca-
lificada, subcontratada y con 
salarios bajos entre otros. 
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1.3. Metodología 
La investigación se realizó entre los meses de ju-
nio y diciembre del año 2020 a través de una me-
todología cualitativa que incluyó: (i) el análisis de 
literatura a partir de fuentes secundarias de infor-
mación, y (ii) entrevistas semiestructuradas a ca-
torce académicos, investigadores y representan-
tes de organizaciones no gubernamentales (ONG) 
de Brasil, Colombia, Ecuador, el Perú y los Estados 
Unidos. Asimismo, desde enero del 2021 a enero 
del 2022 su contenido ha recibido aportes y va-
lidaciones de los socios del proyecto “Amazonía 
Indígena: Derechos y Recursos” (AIRR).

1) Análisis de fuentes secundarias 
de información
El análisis secundario se basó en la investiga-
ción de gabinete (desk research), a través de la 
sistematización y análisis de literatura referen-
te a: (i) (los casos emblemáticos de certificación 
ambiental EIA/EAE seleccionados, y (ii) los sis-
temas nacionales de evaluación ambiental en los 
países previamente mencionados. Esta literatura 
consideró documentos de análisis provenientes 
de organizaciones de sociedad civil; normativa 
y materiales técnicos oficiales de instituciones 
públicas; papers académicos e investigaciones 
de universidades y centros de investigación; así 
como noticias de medios nacionales e internacio-
nales relevantes. 

2) Entrevistas semiestructuradas 
Asimismo, se llevaron a cabo entrevistas semies-
tructuradas a actores clave identificados (ver lis-
tado en el anexo 1), quienes han realizado investi-
gaciones y estudios sobre algunos de los procesos 
emblemáticos seleccionados o sobre los sistemas 
nacionales de evaluación ambiental en el Perú, 
Brasil y Colombia.

Los participantes fueron entrevistados formal-
mente, utilizando una combinación de preguntas 
cerradas y abiertas para profundizar en sus per-
cepciones, expectativas y experiencias.
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La cuenca del Amazonas comprende el bosque 
tropical más grande del mundo, abarca 5,5 mi-
llones de km2 y representa aproximadamente al 
40 % de las selvas tropicales y, posiblemente, al 
40 % de todas las especies existentes (Hansen et 
al., 2013, en Ritter et al., 2017). De esta manera, 
la Amazonía proporciona servicios ambientales 
esenciales, como el mantenimiento de la biodiver-
sidad, el ciclo del agua y las reservas de carbono 
(Fearnside, 2008).

Sin embargo, desde las últimas décadas, la cuen-
ca amazónica está experimentando una fase sin 
precedentes de planificación y construcción de 
grandes obras de infraestructura y extracción de 
recursos naturales que incluye la explotación mi-
nera, petrolera y de gas, represas hidroeléctricas, 
carreteras y proyectos de dragado de ríos. Radcli-
ffe (2007) señala que la mayoría de las priorida-
des y proyectos de inversión en América Latina 
ha sido moldeada por la teoría, interpretación e 
implementación de un modelo de desarrollo enfo-
cado en el crecimiento económico. Así, esta ola de 
megaproyectos ha venido siendo impulsada por 
el sistema capitalista mundial y su búsqueda de 
recursos1. 

La Red Amazónica de Información Socioambien-
tal Georreferenciada (RAISG) señala en sus ma-
pas y estudios que el 68 % de las tierras indígenas 
y Áreas Naturales Protegidas (ANP) en las nueve 
naciones que abarcan la región amazónica2 están 
bajo presión por carreteras, minería, represas, 
perforaciones petroleras, incendios forestales y 
deforestación (RAISG, 2018). De los 6345 territo-
rios indígenas ubicados en los países amazónicos 

1. Al respecto, Little indica que los principales commodities 
globales han experimentado un aumento de 147 % en su precio 
real desde inicios de este siglo (2013, p. 28). En la misma línea, 
de acuerdo con Little (2013), hasta el año 2030, en el mundo 
se podrían alcanzar hasta 3000 millones de consumidores 
generales de clase media adicionales, en su mayoría 
procedentes de China e India. 

2. Brasil, Venezuela, Colombia, Bolivia, Perú, Ecuador, Guyana, 
Surinam y Guyana Francesa.

analizados3, 2042 —es decir el 32 %— están ame-
nazados o presionados por al menos dos tipos de 
actividades vinculadas con proyectos de infraes-
tructura o extractivos, mientras que 2584 (41 %) 
al menos por uno, y únicamente el 8 % está libre 
de amenaza o presión. En la misma línea, hasta el 
año 2018, los gobiernos amazónicos habían cons-
truido más de 136 000 kilómetros de carreteras, 
de los cuales 26 000 se encuentran dentro de 
ANP y 9100 kilómetros en territorios indígenas 
(RAISG, 2018).

Esta superposición de intereses sobre un mismo 
territorio tiene como origen las múltiples fronte-
ras en expansión que han fomentado la transfor-
mación socioeconómica y ambiental de la Ama-
zonía. De esta manera se han ido expandiendo 
las fronteras de la explotación de recursos y la 
llegada de nuevos actores económicos y sociales 
en la región. Little presenta una revisión rápida 
de las fronteras de la Amazonía: la frontera de hi-
drocarburos en Ecuador, Perú y Colombia; la au-
rífera en Madre de Dios, Perú; la de soya en Mato 
Grosso, Brasil; la de la palma dendezeiro en Pará, 
Brasil; la de carbón de leña en Maranhão, Brasil, 
entre otras fronteras mineras, agrícolas, pecua-
rias y pesqueras dispersas en la región amazóni-
ca (2013, p. 28).

Dicha superposición ha venido causando enor-
mes impactos socioambientales en el territorio 
y la población4. Asimismo, tiende a generar con-
flictos sociales fruto del ingreso a territorios por 
grupos externos, y de disputas en torno al acce-
so y explotación de los recursos naturales (Little, 

3. Brasil, Venezuela, Colombia, Bolivia, Perú, Ecuador, Guyana, 
Surinam y Guyana Francesa

4. La Amazonía es un ecosistema frágil, por lo que alteraciones 
relativamente pequeñas pueden generar impactos importantes 
(Brown, 2020; Novoa, 2020). En ese sentido, la magnitud de los 
impactos socioambientales generados por los megaproyectos 
es alta como consecuencia del número, tamaño y alcance de 
este tipo de proyectos, así como la gran inversión de capitales 
en ellos (Little, 2013).

2. Revisión de la literatura
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2013)5. Muchos de estos procesos se desarrollan 
en áreas de difícil acceso donde la presencia del 
Estado es débil, dando lugar a escenarios de vio-
lencia y mayor pobreza. Los pueblos indígenas se 
sitúan entre los grupos que más han sufrido con 
esta expansión de fronteras, que da continuidad 
a procesos históricos de etnocidio e invasión de 
territorios (Little, 2013, p. 28) y de los recursos 
naturales que necesitan para sobrevivir6. Como 
resultado, la premisa extractivista de acumula-
ción y crecimiento económico ha sido y es a me-
nudo cuestionada por la población. 

Así, la cuenca de la Amazonía es un área rele-
vante que enfrenta retos urgentes. Como se ha 
visibilizado, esta incluye a un conjunto de actores 
con dinámicas que interactúan entre sí. Figallo y 
Vergara (2014) destacan que esta interacción, en 
la mayoría de los casos, se desarrolla de forma 
desordenada como respuesta a desafíos y pro-
blemas de corto plazo, sin incluir dinámicas más 
amplias y de largo aliento. Gómez (2002) aler-
ta que este proceso no cuenta con información 
adecuada para saber cuál es la mejor manera de 
manejarse en el espacio, lo que viene dando lu-
gar a un desequilibrio territorial y a un proceso 
de degradación ambiental (Gómez, 2002, en Fi-
gallo y Vergara, 2014, p. 79). Ello destapa un pro-
blema de fondo que refleja la inexistencia de una 
visión conjunta de desarrollo para la Amazonía. 
Por el contrario, existe un desorden de iniciativas 
de “desarrollo” sin que se tenga un consenso de 
qué es lo que se quiere. Como resultado, Figallo 
y Vergara destacan la importancia de ordenar el 
territorio e identificar qué áreas son las que se 

5. Uno de los principales desafíos en la gobernanza de los recursos 
es el conflicto por los activos naturales, que puede expresar 
la existencia de diferentes ontologías políticas. Por ejemplo, 
para ciertas comunidades pertenecientes a pueblos indígenas, 
el valor intrínseco de la naturaleza y sus recursos representa 
un peso más alto en su cosmovisión que el valor económico. 
Así, pueden entrar en disputa no solo formas diversas de 
entender estos problemas, sino también valores contrapuestos 
(Martínez Alier y Roca, 2016). Por ello, los ecologistas políticos 
afirman que los conflictos socioambientales también están 
relacionados con elementos como la ciudadanía, los derechos 
indígenas, el territorio y la identidad (Watts, 2001; Bebbington, 
2009; Perreault, 2013; Valdivia, 2015).

6 Esto se puede abordar a través de una comprensión ampliada 
del concepto de “acumulación por despojo” de David Harvey 
(2003). Este busca explicar la acumulación de riqueza de 
capital y poder en manos de una minoría como resultado del 
despojo o desposesión de tierras o riquezas del público o de la 
mayoría. 

debe proteger, por dónde deben expandirse los 
pueblos indígenas amazónicos, de dónde se de-
ben sacar los recursos y hasta qué punto (2014, 
p. 79). 

2.1. Regulación de los 
procesos de licenciamiento 
ambiental en los países de 
la cuenca amazónica
En los países de la cuenca amazónica ha exis-
tido la tendencia de desarrollar y modificar la 
normativa relativa a la EIA, así como a enmen-
dar y mejorar sus procedimientos con base en 
la práctica. Como ejemplo de ello, se pueden 
mencionar algunos avances nacionales en ma-
teria de reglamentación de la EIA en algunos de 
dichos países. 

En el Perú, el Sistema Nacional de Evaluación del 
Impacto Ambiental (SEIA)7 ha sido objeto de revi-
siones, principalmente en cuanto a las atribucio-
nes normativas y de fiscalización del Ministerio 
del Ambiente (MINAM)8. Según la Ley General del 
Ambiente (artículo 25), los EsIA contienen una 
descripción de la actividad a corto y largo plazo, 
así como una evaluación técnica, y deben indicar 
las medidas necesarias para evitar o reducir el 
daño. 

Desde el año 2005, se vienen modificando regla-
mentos específicos para los EsIA de proyectos de 
los diversos sectores (energía, turismo, vivienda, 
y minería). Posteriormente, a partir de la creación 
del MINAM en el año 2008, y tras una serie de 
conflictos sociales en el país entre los años 2011 y 
2012, se sentaron las bases para virar de un mo-
delo de gestión ambiental “sectorial” hacia un mo-

7 Creado mediante la Ley Nº 27446 como un sistema único 
y coordinado de identificación y prevención de impactos 
ambientales.

8 El MINAM es la autoridad nacional ambiental y el órgano 
rector del sector Ambiente y del Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental (SNGA). Este último se encuentra formado por 
cinco sistemas funcionales, entre los cuales destacan el SEIA 
y el Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
(SINEFA). La dirección de cada sistema funcional está a cargo 
de un ente rector. A manera de ejemplo, los instrumentos 
ambientales para proyectos de inversión son regulados por el 
SEIA y son materia de fiscalización y control por instrumentos 
regulados por el SINEFA. 
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delo “integral y focalizado”, considerando que un 
organismo ambiental independiente y técnico se 
encargue de los principales proyectos transver-
sales (SENACE, 2016). Como resultado, en el año 
2016, mediante la Ley Nº 303279, se creó la certi-
ficación ambiental global que permite la aproba-
ción del estudio de impacto ambiental detallado 
(EIA-d) a través de un solo procedimiento admi-
nistrativo a cargo del Servicio Nacional de Certifi-
cación Ambiental para las Inversiones Sostenibles 
(SENACE). 

De esta manera, desde los años 2015 y 2016, la 
evaluación y aprobación de los EIA-d del sector 
minería, energía y transportes se encuentran 
unificados a cargo del SENACE, y el resto de los 
sectores serán transferidos a esta entidad de ma-
nera gradual. Además, durante el procedimiento 
de revisión de la EIA se puede solicitar opiniones 
técnicas vinculantes o no a otras autoridades 
como al Servicio Nacional de Áreas Protegidas 
del Perú (SERNANP) sobre si el proyecto se su-
perpone con ANP o su zona de amortiguamiento, 
entre otras. 

En Colombia, el fundamento normativo del li-
cenciamiento ambiental para grandes proyectos 
de explotación de recursos naturales e infraes-
tructura se desarrolla en el Título VIII de la Ley 
Nº 99 de 1993. Los reglamentos de 1996 sobre 
la EIA y las licencias ambientales se revisaron 
en el año 2010, no solo clarificando las com-
petencias en los distintos niveles de gobierno, 
sino también estableciendo disposiciones espe-
cíficas para la EIA y las licencias de los sectores 
minero, portuario, eléctrico y de hidrocarburos, 
entre otros. 

En ese sentido, la autoridad encargada de velar 
por su cumplimiento y ejecución es el Ministe-
rio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de Co-
lombia (MADS), ente rector del sector ambiental, 
a través de la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales de Colombia (ANLA). Específica-
mente, con relación a la calidad técnica de la li-

9 Ley de Promoción de las Inversiones para el Crecimiento 
Económico y el Desarrollo Sostenible, de mayo del año 2015.

cencia ambiental, en el año 201510 se detallaron 
los contenidos mínimos que debería incluir dicho 
instrumento. 

Además, en el caso colombiano, el término EIA, 
desde el punto de vista del licenciamiento (certi-
ficación), se refiere a un documento para la toma 
de decisiones sobre proyectos que requieran li-
cencia ambiental y que contiene toda la informa-
ción, caracterización, impactos positivos y negati-
vos, plan de manejo ambiental del proyecto, entre 
otros aspectos. 

En Ecuador, el proceso de EIA se encuentra regu-
lado en la Ley de Gestión Ambiental11 y en el Tex-
to Unificado de Legislación Secundaria de Medio 
Ambiente (Libro VI)12, de los años 2004 y 2003, 
respectivamente. En cuanto a la institucionali-
dad estatal en esta materia, tenemos al Sistema 
Único de Manejo Ambiental (SUMA), creado por 
la Ley de Gestión Ambiental. Cabe precisar que 
esta última normativa se rige por los principios 
de protección, conservación, desarrollo, aprove-
chamiento sustentable, sostenibilidad ambiental, 
restauración, coordinación interinstitucional, par-
ticipación social, responsabilidad objetiva, conta-
minador-pagador y demás referidos en su Cons-
titución.

En la regulación ecuatoriana indicada anterior-
mente, se define a la EIA como el procedimiento 
técnico-administrativo que determina la viabili-
dad ambiental de un proyecto, obra o actividad, 
ya sea de carácter público, mixto o privado. Este 
procedimiento, que inicia en la etapa de prefacti-
bilidad y concluye con el cierre del proyecto, obra 
o actividad, está compuesto por: (i) el EsIA y (ii) la 
Declaratoria de Impacto Ambiental (DIA).

10 En el artículo 2.2.2.3.6.6 del Decreto Nº 1076 del 2015 se 
señalan los contenidos , incluyendo la identificación completa 
del titular del proyecto; su objeto general y localización; las 
consideraciones y motivaciones de orden ambiental, que han 
sido tomadas en cuenta para el otorgamiento de la licencia 
ambiental; la lista de actividades y obras que se autorizan; los 
requisitos, condiciones y obligaciones adicionales al plan de 
manejo ambiental presentado, que debe cumplir el beneficiario 
de la licencia ambiental durante la construcción, operación, 
mantenimiento desmantelamiento y abandono o terminación 
del proyecto, sin perjuicio de que la autoridad ambiental pueda 
incluir otras consideraciones que estime necesarias. 

11 Codificación 19, Registro Oficial Suplemento 418 del 10 de 
septiembre de 2004.

12 Decreto Ejecutivo Nº 3516, Registro Oficial Suplemento 2 del 31 
de marzo de 2003.
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Con relación al primero (el EsIA), este estudio está 
definido por la normativa como una herramienta 
que permite predecir, describir, evaluar e identi-
ficar los potenciales impactos ambientales con 
el fin de determinar las medidas más efectivas 
para prevenir, controlar, mitigar y compensar los 
impactos ambientales negativos en el marco de 
la normativa ambiental aplicable. Por último, con 
respecto al proceso de obtención de la licencia 
ambiental, se tienen en consideración la catego-
rización ambiental nacional y las características 
particulares de los proyectos, obras o actividades, 
así como los impactos y los riesgos ambientales 
que estos generan al ambiente. 

En Bolivia, los EsIA están regulados por la Ley del 
Medio Ambiente (Ley Nº 1333, de 1992) como uno 
de los instrumentos básicos de la planificación 
ambiental. En dicha normativa, se define a la EIA 
como el conjunto de procedimientos administra-
tivos, estudios y sistemas técnicos que permiten 
estimar los efectos que la ejecución de una obra, 
actividad o proyecto puedan causar sobre el me-
dio ambiente.

Con relación a las competencias de la institución 
rectora en este ámbito, el Reglamento General de 
Gestión Ambiental (Decreto Supremo Nº 24176, 
de 1995) establece que el Ministerio del Medio 
Ambiente y Agua de Bolivia (MMAYA) es la en-
tidad encargada de planificar, implementar y ad-
ministrar el Sistema Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Asimismo, dicho reglamento 
dispone que el objetivo del estudio de EIA es iden-
tificar y evaluar los potenciales impactos positivos 
y negativos que pueda causar la implementación, 
operación, mantenimiento y abandono de un pro-
yecto, obra o actividad. Asimismo, en este estudio 
deben establecerse medidas para evitar, mitigar o 
controlar los impactos negativos e incentivar los 
positivos13.

En Brasil, el artículo 225 de su Constitución ga-
rantiza a todos los ciudadanos el derecho a un 
ambiente ecológicamente equilibrado, de uso co-
mún y esencial para mantener una calidad de vida 
saludable. Además, las autoridades y la sociedad 

13 El Reglamento de Prevención y Control Ambiental de la Ley del 
Medio Ambiente, Decreto Supremo Nº 24176, detalla desde el 
artículo 39 hasta el artículo 97 el procedimiento de EIA.

se identifican como responsables de preservar el 
ambiente para las generaciones presentes y fu-
turas. También establece la obligación de que los 
proyectos con el potencial de causar una degrada-
ción ambiental significativa realicen un EsIA antes 
de la implementación (artículo 225, 1, inciso IV).

En ese sentido, la EIA y la Licencia Ambiental 
son los principales instrumentos de la Política 
Ambiental Nacional de Brasil (PNMA) (Ley Nº 
6.938/1981). Las diversas definiciones, respon-
sabilidades, criterios y directrices para la EIA en 
Brasil se establecieron en 1986 mediante la reso-
lución 001/1986 de la Comisión Nacional del Me-
dio Ambiente (CONAMA).

Esta legislación identificó a las agencias ambien-
tales de los ámbitos federal, estatal y municipal 
como responsables de la concesión de licencias 
de proyectos y actividades que pueden causar 
una degradación ambiental efectiva o potencial. 
La concesión de licencias (certificación) se realiza 
en tres pasos14. 

Dependiendo del tipo de proyecto, una licencia 
de operación demora hasta diez años en vencer 
y requiere una renovación obligatoria. El Instituto 
Brasileño del Medio Ambiente y de los Recursos 
Naturales Renovables (IBAMA) es la agencia fe-
deral responsable de la licencia ambiental. 

Las agencias ambientales pueden solicitar es-
tudios complementarios durante el proceso de 
licenciamiento para informar mejor la toma de 
decisiones. La consulta pública también puede 
ser requerida durante el proceso de revisión para 
aprobar licencias previas (paso I). Las licencias 
brasileñas están acompañadas por el Relatorio / 
Informe de Impacto Ambiental (RIMA), documen-
to escrito en un estilo no técnico dirigido a los ac-
tores que no están especializados en el tema.

14 Pasos para aprobación de la certificación ambiental en Brasil: 
(i) licencia previa-preliminar que permite comenzar con 
los preparativos (se otorga después de la aprobación de la 
aceptabilidad ambiental del proyecto, que tiene en cuenta 
su ubicación/diseño); (ii) licencia de instalación que permite 
construir la estructura física, por ejemplo, de una represa, y (iii) 
licencia de operación, después de verificar el cumplimiento de 
las condiciones definidas en los pasos anteriores, que permite, 
por ejemplo, llenar el depósito de una represa.
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2.2. Evaluación de 
impacto ambiental como 
herramienta para la 
gestión ambiental 
Durante las últimas cuatro décadas, la EIA se ha 
consolidado como una herramienta establecida 
y aceptada internacionalmente para la gestión 
ambiental. Por lo general, el propósito y los ob-
jetivos del proceso de la EIA están contenidos en 
las legislaciones nacionales. La EIA es un proce-
dimiento administrativo15 que, apoyado en un do-
cumento técnico denominado estudio de impacto 
ambiental, sustenta la decisión del otorgamiento 
o no de una licencia o certificación ambiental en 
caso de proyectos o actividades específicas. 

 El Banco Mundial (2018, p. 18) define la Evalua-
ción del Impacto Ambiental y Social como un 
instrumento de toma de decisión utilizado para 
determinar la viabilidad ambiental y social de 
una iniciativa, así como para identificar y evaluar 
los potenciales riesgos e impactos ambientales y 
sociales de un proyecto propuesto, evaluar alter-
nativas y diseñar medidas de prevención, mitiga-
ción, gestión y seguimiento adecuadas antes que 
se este se lleva a cabo. A pesar de las diferencias 
entre cada país, el propósito y la declaración de 
objetivos incluye fines instrumentales relaciona-
dos con una toma de decisiones adecuada, y fines 
sustantivos vinculados con la protección del am-
biente y el enfoque de desarrollo sostenible (Aba-
za, Bisset y Sadler, 2004). 

En general, el proceso de EIA es presentado por 
el promotor del proyecto o entidad a cargo. Asi-
mismo, en él participan diversas autoridades y las 
poblaciones locales. Dicha participación se lleva a 
cabo conforme a los procedimientos establecidos 
por las normas ambientales nacionales y secto-
riales. Como resultado, el citado proceso propor-
ciona a quienes toman las decisiones información 

15 El proceso de EIA comprende la consideración de alternativas, 
diseño del proyecto, definición del alcance del proyecto y la 
clasificación en la que se encuentra de acuerdo con la normativa 
de EIA nacional o sectorial, preparación del EsIA, proceso de 
revisión y comentarios, procesos de consulta y participación 
ciudadana, la toma de decisión (aceptación, modificación del 
estudio, o rechazo de la licencia o certificación ambiental). 

basada en análisis técnicos e informa a la opinión 
pública sobre los impactos potenciales de tales 
proyectos. 

Los países de la región no han sido la excepción en 
esta tendencia. Estos disponen desde hace varias 
décadas de sistemas institucionales y normativa 
para la implementación de la EIA. Ello, por ejem-
plo, se visibiliza en el resultado de un trabajo pu-
blicado en el año 2001 por el BID. Allí se analizaron 
los sistemas de EIA en veintiséis países de Améri-
ca Latina y el Caribe y se concluyó que el 96 % de 
los casos estudiados incluían criterios ambien-
tales en la elaboración, revisión y aprobación de 
proyectos de desarrollo (Espinoza y Alzina, 2001). 

De esta manera, se sabe que el proceso de EIA y 
las recomendaciones derivadas de los EsIA bus-
can ser un insumo importante para el diseño de 
proyectos, mejorando la calidad de las decisiones 
que involucran y, en consecuencia, asegurando 
condiciones más estrictas para otorgar permisos. 

Por otro lado, si bien es cierto que los países de 
la cuenca amazónica cuentan con un marco nor-
mativo amplio para la gestión ambiental, existen 
numerosos estudios académicos como el de Bra-
gagnolo, Carvalho Lemos, Ladle y Pellin (2017) 
que señalan que aún la calidad de la EIA es muy 
variable, la capacidad institucional es baja, la par-
ticipación pública es a menudo débil, los poten-
ciales impactos sociales generalmente no se con-
sideran y las medidas de mitigación prescritas a 
menudo se descuidan. 

Asimismo, se ha determinado que subsisten im-
portantes deficiencias respecto a la calidad de los 
EsIA, particularmente en la capacidad de predic-
ción, análisis y manejo de impactos negativos. De 
hecho, la investigación sobre los sistemas de EIA 
desarrollada por el BID en el año 2001 señalaba 
que de doscientos EsIA revisados en la región lati-
noamericana, el 41 % se consideraba técnicamente 
deficiente, el 53 % estaba incompleto y, solamente 
6 % podría ser considerado de calidad adecuada 
para la protección del ambiente (Espinoza y Alzi-
na, 2001, p. 14). 

Estas deficiencias se han materializado en una 
creciente falta de credibilidad hacia los procesos 
de EIA o en disputas entre actores sobre su legiti-
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midad como elemento útil de gestión ambiental. A 
menudo existen disputas entre los defensores del 
desarrollo económico convencional que promue-
ven proyectos de inversión y los defensores am-
bientales y sociales descontentos con la dirección 
de la política pública16. 

En el marco de lo anterior, cada vez gana más 
atención el análisis de la eficacia de la EIA en 
cuanto a garantizar que las decisiones ambienta-
les estén de acuerdo con los principios de cuidado 
del ambiente y el desarrollo sostenible (Cashmo-
re, Gwilliam, Morgan, Cobb y Bond, 2004; Jay, Jo-
nes, Slinn y Wood, 2007; Wood, 2003). Diversos 
investigadores ya han sostenido que la influencia 
de la EIA sobre las decisiones de desarrollo es aún 
limitada y no alcanzaría todo su potencial (Jay, Jo-
nes, Slinn y Wood, 2007; Wood, 2003)17. 

Esta realidad existe no solo en la cuenca amazó-
nica, sino que trasciende fronteras. En una revi-
sión comparativa de siete sistemas de EIA en el 

16 En ese sentido, políticos y empresarios suelen sostener que 
las salvaguardas y el proceso de EIA adoptado durante las 
últimas décadas han conducido a una mejora cualitativa en 
el diseño y ejecución de proyectos de inversión. Por su lado, 
críticos ambientales suelen sostener que estos instrumentos 
son, por el contrario, una forma de green wash, en donde se 
protegen los intereses de los inversores en lugar de evaluar 
si los proyectos forman parte de una estrategia coherente de 
desarrollo sostenible a largo plazo (Killen, 2020). Por su parte, 
si bien académicos, formuladores de políticas ambientales y 
activistas suelen reconocer los inconvenientes del sistema 
actual, conciben la legislación sobre licenciamiento ambiental 
como una línea de defensa frente a intereses políticos y 
económicos que beneficien a grupos reducidos (Fonseca, 
Sánchez y Ribeiro, 2017; Bragagnolo, Carvalho Lemos, Ladle y 
Pellin, 2017).

17 Algunos autores ya han relacionado esta limitada influencia 
de la EIA sobre las decisiones vinculadas al “desarrollo” con 
el mismo origen del concepto de este mecanismo. Este se 
remonta a una época en la que prevalecía el pensamiento 
racionalista, lineal y centrado en lo técnico, mediante el cual 
quienes tomaban las decisiones buscaban consideraciones 
objetivas a los temas, tomando en cuenta las posibles 
alternativas evaluadas con base en la información técnica 
disponible. Se asumía, entonces, que una decisión en esos 
términos daría lugar al mejor interés de la sociedad en su 
conjunto (Jay, Jones, Slinn y Wood, 2007). Sin embargo, esta 
comprensión sobre la toma de decisiones y el lugar de la EIA 
dentro de este proceso ha sido cuestionada. No solo se han 
puesto en duda los supuestos de objetividad libre de valores en 
la propia EIA, sino también que la toma de decisiones se realice 
a través de un uso imparcial de la información presentada. 
Por el contrario, autores han ya señalado que la toma de 
decisiones se materializa a través de un entretejido de valores 
(Bebbington, 2020), por lo que, en ese sentido, las decisiones 
tomadas dependen de intereses subyacentes, lo que refleja 
normas y valores de los tomadores de decisiones que operan 
dentro de la arena política (Jay, Jones, Slinn y Wood, 2007).

mundo18, Wood (2003) concluyó que, si bien la 
EIA ejerce cierta influencia en las decisiones so-
bre desarrollo, es común que sus hallazgos sean 
relegados en favor de intereses no ambientales. 
Wood halló que, en los siete procesos formales de 
EIA analizados, los estudios de EIA dieron lugar a 
modificaciones en el diseño de los proyectos, pero 
estos fueron cambios menores, centrados espe-
cialmente en mitigar efectos negativos de los pro-
yectos. Asimismo, el autor identificó que ninguno 
de los procesos examinados hizo un uso adecua-
do de los hallazgos de la EIA durante la toma de 
decisiones (Wood, 2003).

La cuestión de la “eficacia” de la EIA y la limita-
da influencia ha estimulado la discusión sobre los 
mejores medios para mejorar su proceso. Como 
resultado, se han propuesto diferentes enfoques 
para optimizarla con el fin de hacerla más útil, só-
lida y eficiente. Algunas respuestas ponen énfasis 
en fortalecer la práctica y los procedimientos exis-
tentes. Los ejemplos incluyen orientación sobre 
mejores prácticas y alternativas, monitoreo am-
biental regular, fortalecimiento de capacidades, 
entre otros (Abaza, Bisset y Sadler, 2004; Toro, 
Requena y Zamorano, 2010; Jay, Jones, Slinn y 
Wood, 2007). 

Recientemente, existen también respuestas que 
ponen el énfasis sobre el lugar que debería ocupar 
la EIA dentro de procesos más amplios de toma 
de decisiones (Richardson, 2005). Rojas (2020) 
señala que una de las lecciones aprendidas más 
relevantes relacionadas con los procesos de cer-
tificación ambiental de grandes proyectos de 
infraestructura y extractivos se refiere a la com-
presión de las limitaciones del propio proceso de 
EIA y de la necesidad de entender esas grandes 
inversiones en la cuenca amazónica como un ciclo 
de proyectos más amplios donde el licenciamien-
to ambiental actualmente es una fase muy tardía 
del proceso de toma de decisiones19. 

18 Estos sistemas incluyeron Reino Unido, Estados Unidos, 
California, Holanda, Canadá, Australia y Nueva Zelanda.

19 Generalmente la EIA se desarrolla cuando ya se ha otorgado 
un derecho de aprovechamiento o se ha suscrito un contrato. 
Por lo tanto, en caso de que no se apruebe la EIA no se afecta la 
inversión, puesto que puede volverse a presentar la EIA.
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2.3. La Evaluación 
Ambiental Estratégica 
(EAE) como herramienta 
vinculante
Desde principios de este siglo, la EAE se ha veni-
do consolidando como una herramienta necesaria 
para los sistemas de gestión ambiental en los ám-
bitos nacional e internacional. Esto tiene sus orí-
genes en Europa, con la Directiva de EAE, aproba-
da en junio de 2001 por la Directiva 2001/42/CEE. 
Esta tiene por objeto:

[…] conseguir un elevado nivel de protec-
ción del medio ambiente y contribuir a la 
integración de aspectos medioambientales 
en la preparación y adopción de planes y 
programas con el fin de promover un de-
sarrollo sostenible, garantizando la realiza-
ción, de conformidad con las disposiciones 
de la presente Directiva, de una evaluación 
medioambiental de determinados planes y 
programas que puedan tener efectos signi-
ficativos en el medio ambiente (art. 1, resal-
tado agregado).

De este modo, la EAE ha sido definida como un 
instrumento de gestión ambiental, preventivo y 
orientado básicamente a integrar la protección del 
medio ambiente en el proceso de formulación de 
políticas, planes y programas (PPP). En concreto, 
esta integración consiste en “incorporar sensibi-
lidad, criterio, conocimiento y compromiso am-
biental al proceso de elaboración de los PPP, con 
el fin de que la decisión pública al respecto sea lo 
más acertada posible” (Gómez y Gómez, 2011). 

Cabe precisar que la EAE parte de la lógica de los 
EsIA, como una forma de contribuir a la “planifica-
ción biofísica y el análisis de políticas” (Partidario, 
2007, p. 22). En los últimos años, la doctrina ha 
coincidido en señalar que: (i) se trata de un pro-
ceso en sí mismo e independiente de los EIA; (ii) 
es un proceso estratégico; (iii) se aplica a políticas, 
planes y programas; (iv) se realiza durante la ela-
boración de los PPP, y (v) incorpora los compo-
nentes ambiental, social y económico en la toma 
de decisiones (Abaza et al., 2004; Partidario, 

2006; Barandiarán, 2008; Glasson, 2012; Lobos 
et al., 2013; Massuela-Calenga et al., 2019; Biehl, 
2019)20. Del mismo modo, el Centro de Estudios 
de Desarrollo de Chile (CED) ha planteado algunas 
condiciones para una buena aplicación de la EAE 
(CED, 2014, pp. 21-22):

 � Definir objetivos ambientales y de sostenibi-
lidad para los sectores que desarrollen EAE. 
Estos son un marco de referencia para la pla-
nificación, evaluación de las alternativas y las 
estratégicas existentes.

 � Informar a los tomadores de decisiones sobre 
el alcance de la EAE, brindándoles su apoyo y 
facilitando las condiciones políticas e institu-
cionales para su éxito.

 � Crear las condiciones materiales, técnicas y 
financieras en las instituciones implicadas 
con el fin de que estas pueden facilitar su 
práctica. Por ejemplo: poseer información ca-
lificada, capacitar al personal encargado de 
evaluar y planificar la decisión, asegurar el 
correcto seguimiento de los resultados y re-
comendaciones, entre otros.

 � Generar canales de comunicación apropiados 
y buenos niveles de participación entre todos 
los agentes involucrados en el proceso y así 
generar un trabajo colaborativo institucional.

 � Poner en funcionamiento mecanismos que 
aseguren la producción y sistematización de 
información en un nivel de especialización y 
escala adecuado para tomar decisiones es-
tratégicas, considerando que la información 
usada para la EAE es diferente a la que se usa 
en la EIA. 

Debido al origen y al impacto de esta herramien-
ta, es común que se intente definir a la EAE como 
“el EIA de las políticas, planes y programas” (Lo-

20 De esta forma, la EAE representa un proceso sistemático 
y continuo para evaluar, en la etapa más temprana, las 
consecuencias de distintas alternativas de desarrollo 
que aseguren la integración plena de factores biofísicos, 
económicos, sociales y políticos pertinentes y una toma de 
decisiones públicas responsable (Partidario, 2000). Si bien 
se puede coincidir en la identificación de algunos elementos 
para conceptualizar la EAE, es relevante recordar que la 
existencia de varias conceptualizaciones de la EAE responde 
al contexto en el que esta se desarrolle. Cada país construye 
la EAE de acuerdo con sus características socioculturales, las 
particularidades de sus instituciones ambientales y su propia 
agenda de desarrollo (Flores, 2005). 
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bos et al., 2014), aunque esto no es tan exacto del 
todo21. Técnicamente, la EAE no busca evaluar los 
impactos o potenciales impactos de políticas, pla-
nes y programas, sino más bien “evaluar visiones 
alternativas e intenciones de desarrollo incorpo-
radas en políticas, planes o programas, en forma 
tal que asegure la plena integración de las consi-
deraciones biofísicas, económicas, sociales y polí-
ticas relevantes” (Partidario, 2013, p. 22, resaltado 
agregado)22. Algunas diferencias con la EAE y el 
EIA pueden visualizarse en el cuadro 2.

21 En un rastreo histórico acerca del surgimiento del término 
“evaluación ambiental estratégica” o de los usos, procesos 
o instrumentos a los que se aplicó, se sabe que desde el año 
1969 se realizaba la evaluación previa de impactos ambientales 
indistintamente a proyectos, políticas, planes y programas 
en Estados Unidos. Luego en la década de 1990, se realizó la 
diferenciación entre EIA y EAE. Finalmente, a mediados de la 
década de 2000, con el surgimiento del concepto de desarrollo 
sostenible, se incluyó no solo lo ambiental, sino también la 
dimensión social y económica de la evaluación (Partidario, 
2008; Abaza et al., 2004).

22 Para ello, la EAE no realiza una evaluación directa de los 
efectos ambientales (en agua, aire, suelo, etc.) de las políticas, 
planes y programas, sino una evaluación de las condiciones de 
desarrollo (institucionales, políticas, económicas y sociales) 
con el objetivo de crear mejores contextos y resultados en 
las decisiones que sean adoptadas (Partidario, 2012). La 
evaluación es estratégica y por ello es necesario considerar el 
“patrón estructural” existente detrás de la visión —o visiones— 
que sea desea alcanzar o evitar (Jiliberto et al., 2009, p. 17).

En Latinoamérica, a la EAE se le dio mayor impor-
tancia cuando se consideraba que a través de ella 
podía influirse en el planeamiento de las decisio-
nes estatales. Esto se ve reflejado en la normativa 
de cada país que es objeto de análisis en el pre-
sente documento. Así, en el Perú, desde 2001 se 
cuenta con la Ley Nº 27446, que regula el SEIA, 
cuyo objetivo es la prevención de los impactos 
ambientales negativos derivados de las acciones 
humanas a través de los proyectos de inversión, 
así como de las políticas, planes y programas. Si 
bien en esta norma se regula la EAE (modificatoria 
de 2008), su obligatoriedad fue establecida por la 
Resolución Ministerial Nº 175-2016-MINAM, que 
aprobó los criterios y mecanismos para la imple-
mentación del proceso de EAE en el marco del 
SEIA23 (MINAM, 2016).

Por su parte, en Bolivia se cuenta con el Regla-
mento General de Gestión Ambiental y también 
con el Reglamento de Prevención y Control Am-
biental. En ambos casos, se reglamenta la Ley Nº 
1333 (Ley del Medio Ambiente, de 1992) y se es-
tablece que el “Estudio de Evaluación de Impacto 
Ambiental Estratégico” posee menos profundidad 

23 Un análisis más detallado de la normativa ambiental peruana 
sobre EAE se puede encontrar en Biehl et al. (2019). 

Cuadro 2. Diferencias entre la EAE y el EIA

Tipo EAE EIA

Naturaleza de la acción Estrategia, visiones y planes Construcción/operación de actividades

Escala de impactos Macro: global, nacional y regional Micro: local

Duración Largo o mediano plazo Mediano o corto plazo

Información Principalmente descriptiva pero mezclada con 
información cuantificable y susceptible de ser 
mapeado

Principalmente cuantificable y susceptible de ser mapeada

Alternativas Medidas fiscales, económicas, sociales o es-
trategias de salud, tecnología y balance espa-
cial de ubicación

Ubicación alternativa específica, limitada y diseñada

Evaluaciones comparativas Criterios sustentables y objetivos Restricciones legales y buenas prácticas

Riguroso/incierto Menos riguroso, más incierto Más riguroso, menos incierto

Resultados General Detallado

Fuente: Glasson et al., 2012, p. 301.
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y detalle técnico que un Estudio de Evaluación de 
Impacto Ambiental de proyectos, obras o activi-
dades, aunque formalmente ambas tienen el mis-
mo contenido (art. 7-b).

Asimismo, en Colombia existe una norma espe-
cífica que establece la elaboración y presentación 
de los EsIA (la Ley Nº 99 de 1993); sin embargo, 
esta no menciona a la EAE (Jiliberto et al., 2008). 
En cambio, la EAE es mencionada en otros ins-
trumentos de gestión, como la Estrategia para el 
Mejoramiento de la Gestión Ambiental del Sector 
Eléctrico y el Plan Nacional de Desarrollo 2002-
200624. En el caso de Brasil, hasta el momento no 
se cuenta con un marco legal federal de la EAE; 
sin embargo, las provincias brasileñas de Bahía, 
Minas Gerais y Sao Paulo sí han incluido la EAE en 
sus políticas ambientales (Biehl et al., 2019). Así 
también, a la fecha de elaboración del presente 
documento, Ecuador tampoco cuenta con nor-
mativa específica que regule la EAE (Menéndez, 
2017). 

Por otro lado, con relación a la aplicación de la 
normativa de la EAE en los países de la cuenca 
amazónica se identifican ciertos problemas es-
tructurales que podrían estar limitando su imple-
mentación. Algunas de estas son las debilidades 
institucionales y la ausencia de procesos de plani-
ficación de largo plazo. Desde principios de siglo, 
Dala-Clayton y Sadler advirtieron algunas razo-
nes por las que la EAE podría no funcionar en un 
contexto específico (Flores, 2005, p. 163):

24 En Colombia, también de acuerdo con Jaramillo (2008), la 
EAE es mencionada en la Estrategia para el Mejoramiento 
de la Gestión Ambiental del Sector Eléctrico, al señalar que 
el Ministerio del Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial 
en coordinación con el Ministerio de Minas y Energía, deben 
definir el alcance y los lineamientos para la aplicación de las 
evaluaciones ambientales estratégicas del sistema eléctrico, 
reconociendo que estas EAE facilitarán el proceso de planeación 
ambiental y de expansión de sistema eléctrico. Una mención 
similar también la realizó el Plan Nacional de Desarrollo 2002-
2006, al señalar reiteradamente la necesidad de realizar 
EAE. Con base en dicho mandato, se elaboró una propuesta 
conceptual y metodológica para la aplicación y realización de 
las evaluaciones ambientales estratégicas en Colombia, siendo 
la base para las demás EAE realizadas a dicho país. Algunos 
documentos conceptuales y metodológicos en los sectores 
de minería, agroindustrial, salud ambiental y combustibles en 
Colombia se pueden encontrar en https://www.minambiente.
gov.co/index.php/component/content/article/159-

 � Falta de voluntad política e institucional.

 � Pocas habilidades y capacidades.

 � Restricciones burocráticas.

 � Antagonismo por intereses velados.

 � Corrupción.

 � Estructuras organizativas sectoriales.

 � Falta de objetivos ambientales y metas claras. 
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3.1. La gobernanza de los 
recursos naturales en el 
marco de los procesos de 
certificación ambiental en 
la Amazonía 
Lo ambiental es un concepto que comprende el 
proceso mediante el cual las sociedades (acto-
res estatales, no estatales, corporativos y cívi-
cos) determinan y actúan sobre los objetivos y 
prioridades de la gestión de los recursos natu-
rales (Bulkeley, 2003; Mercedes, 2016). El nuevo 
régimen “extractivo” y de grandes proyectos de 
infraestructura de transporte y de generación de 
energía en América Latina ha surgido para crear 
“un buen clima empresarial” para estos proyec-
tos. El resultado ha sido la expansión de espacios 
desregulados que Jessop (2009, p. 199) descri-
be como la “desestatización del sistema político”. 
Estos cambios han dado lugar a dinámicas com-
plejas, donde “múltiples y superpuestos sistemas 
organizacionales, institucionales y epistemológi-
cos están definiendo cómo se regula y negocia el 
acceso a los recursos naturales” (Himley, 2008; 
Mercedes, 2016).

Un estudio del Natural Resource Governance Ins-
titute (2017) concluye que la gobernanza de los 
recursos naturales es importante para el ambiente 
y la población. Asimismo, señala que las empre-
sas de infraestructura y extractivas en países con 
una fuerte gobernanza ambiental causan relati-
vamente menores impactos en el ambiente. Por el 
contrario, concluye que, en países con deficiencias 
en la gobernanza, las empresas suelen ser débi-
les en sus esfuerzos de protección del ambiente 
y las comunidades. Como resultado, gran parte 
de la deforestación de la Amazonía y los daños 
medioambientales son causados —por lo menos 

parcialmente— por empresas deficientemente re-
guladas dedicadas a extraer recursos naturales.

Por lo tanto, algunas entidades, como la Comi-
sión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), remarcan que la buena gobernanza está 
destinada a convertirse en el principal instrumen-
to para cambiar la orientación del manejo econó-
mico y fiscal de los recursos naturales y avanzar 
en el camino de la sostenibilidad, los derechos hu-
manos y la protección de la naturaleza y del am-
biente (Andrade, 2011).

Considerando lo anterior, es relevante analizar los 
procesos de gobernanza de los recursos naturales 
en el marco de los procesos de licenciamiento am-
biental en proyectos de infraestructura y activida-
des extractivas en la cuenca amazónica, con el fin 
de identificar lecciones aprendidas y elementos 
en común. Por ello, esta parte del análisis conside-
ra algunas condiciones generales de gobernabili-
dad, tomando como referencia tres dimensiones 
que corresponden con algunos de los Indicadores 
Mundiales de Gobernanza presentados por el Na-
tural Resource Governance Institute y el World 
Bank Development Research Group, incluyendo: 
(i) eficacia del gobierno; (ii) voz y participación 
ciudadana, y (iii) transparencia y rendición de 
cuentas (Kaufmann et al., 2011).

3.1.1. Eficacia del gobierno
La eficacia en este contexto se refiere a la calidad 
del servicio civil y al grado de independencia de 
las presiones políticas, así como a la calidad de la 
formulación, la implementación y la credibilidad 
del compromiso del gobierno con tales políticas 
(Kaufmann et al., 2011). Para el presente análisis, 
el alcance se centra en el papel que cumplen las 
entidades estatales que tienen la responsabilidad 
de otorgar la certificación ambiental. Compren-
den, además, su interacción con otros agentes con 
intereses vinculados con la gestión ambiental, in-
cluyendo actores gubernamentales, grupos de in-

3. Análisis
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terés económico, empresas que desean operar el 
proyecto o la sociedad civil. 

En ese sentido, se han identificado tres elementos 
principales en común en los diferentes casos ana-
lizados en la presente investigación: 

1) La decisión ya está dada y se basa en los inte-
reses de determinados grupos de poder o ac-
tores en particular. 

2) Las decisiones benefician a algunos grupos re-
ducidos de actores que no siempre coinciden 
con los intereses generales de la población lo-
cal.

3) Esta situación está influenciada por conflictos 
de intereses entre la empresa u organización 
que desea operar el proyecto y las consultoras 
ambientales encargadas del desarrollo de los 
EsIA. 

De manera complementaria, se hace referencia al 
caso de Brasil como un ejemplo de un proceso que 
se identifica en el resto de la región de América 
Latina25, en el que existe una preocupante flexibi-
lización en la otorgación de las licencias ambien-
tales que ha prendido las alarmas entre los dife-
rentes actores vinculados con la gobernanza de 
los recursos naturales.

A) La toma de decisiones ya está dada, 
¿bajo qué intereses? 

Uno de los elementos más recurrentes en los 
grandes proyectos de infraestructura y extracti-
vos es, en general, que el proceso de licenciamien-
to (certificación) ambiental en la práctica no forma 
parte de la toma de decisiones a pesar de ser un 
requerimiento establecido en la normativa para 
determinar la viabilidad ambiental de un proyecto 
(Killeen, 2020; Fearnside, 2020). En ese sentido, 
las EIA tienen un lugar cuando las decisiones de 
llevar a cabo un proyecto ya han sido tomadas —
es decir, tarde en el proceso de toma de decisio-
nes— y no incorporan todos los aspectos de los 
proyectos, incluyendo un análisis exhaustivo de 
los riesgos, análisis de impactos acumulativos y 
sinérgicos, entre otros.

25 Ver Dammert, Juan Luis y Arellano, Javier (2020)..

Esta situación es notable en el caso de Brasil, pero 
no exclusiva de dicho país. Al respecto, Fearnside 
(2018b) indica que la decisión real sobre construir 
un proyecto de infraestructura o no es tomada 
por algunos funcionarios del gobierno mucho 
antes de que los EsIA se desarrollen, las audien-
cias públicas se completen, y la agencia ambiental 
designada analice la información recopilada. El 
autor remarca que el proceso de concesión de li-
cencias en muchas ocasiones ha estado sujeto a 
irregularidades26 que resultan en su aprobación 
sin considerar grandes impactos e injusticias para 
la población afectada (Fearnside, 2018b). Como 
resultado, existe el riesgo de que el proceso de 
licenciamiento se convierta en un mero trámite 
burocrático para legalizar las decisiones que ya se 
han tomado. 

Los casos emblemáticos analizados muestran 
este problema. En la hidroeléctrica de Belo 
Monte, en Brasil, la participación política de la 
entonces presidenta Dilma Rousseff fue deter-
minante en favor de la aprobación de la licencia 
ambiental (Fearnside, 2014b; Magalhães, 2011; 
Killen, 2020; Rojas, 2020). Diferentes acadé-
micos y representantes de la sociedad civil se-
ñalan que el EsIA realizado para esta hidroeléc-
trica presenta múltiples fallos. Dos opiniones 
técnicas por un total de 366 páginas que se 
oponían a la licencia preliminar fueron anuladas 
al cambiar el jefe del departamento de licencias, 
y el jefe del IBAMA (Fearnside, 2019; Ortúzar 
Greene, Fuentes Riaño et al., 2018). Es más, en 
el caso de Belo Monte se conformó un lobby en-
tre Norte Energía, las constructoras privadas 
del país y el gobierno de Brasilia, realizando una 
fuerte presión para que no se pusieran trabas 
ambientales al proyecto, lo que incluyó situa-
ciones de acoso a los técnicos ambientales del 
IBAMA por los interesados en su rápida aproba-
ción (Uharte Pozas, 2016). 

26 Irregularidades como la interferencia política y la presión de 
determinados grupos económicos, como las grandes empresas 
constructoras, para la aprobación de la licencia ambiental sin 
considerar las recomendaciones y opiniones técnicas de los 
especialistas de gobierno encargados de la otorgación de la 
certificación ambiental.
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Lo ocurrido en las represas brasileñas de Jirau 
y San Antonio en el Río Madeira no es diferente. 
Durante su proceso de aprobación, la interferen-
cia política alcanzó proporciones sin precedentes 
(Fearnside, 2014b) y la presión directa sobre la 
ministra del Ambiente fue evidente. El personal 
técnico se opuso al licenciamiento de las represas 
con base en los EsIA que habían sido entregados, 
y exigía que se desarrollaran nuevos estudios. 
Las opiniones técnicas formales de 121 páginas 
—“pareceres técnicos”— fueron denegadas por 
funcionarios de alto nivel en el IBAMA después de 
la sustitución de personas claves en el proceso de 
aprobación (Fearnside, 2014b).

En Ecuador se manifiestan situaciones similares. 
Durante la polémica construcción de la hidroeléctri-
ca de Coca Codo Sinclair, la interferencia del enton-
ces presidente Rafael Correa fue clara. Su intención 
de impulsar este proyecto fue anunciada incluso 
en su discurso de posesión el 15 de enero de 2007, 
donde consideraba el megaproyecto como priori-
tario y de alto interés nacional (López, 2008). Es 
más, su construcción comenzó sin contar con EsIA, 
ni estudios de ingeniería para justificar la potencia 
instalada (Ramos de Mora, 2017, p. 12). Diferen-
tes autores (Ramos de Mora, 2017; López, 2008) 
mencionan que el papel que ocupó Correa redujo 
cualquier oposición al proyecto mediante la firma 
de convenios marco y específicos con gobiernos 
municipales a través del Ministerio de Electricidad 
y Energía Renovable de Ecuador (MEER), que, has-
ta el inicio de obras, en abril de 2008, se responsa-
bilizó de la promoción local del proyecto.

Asimismo, está el caso de la central hidroeléc-
trica de Inambari en el Perú, en el que, a pesar 
de las críticas de la sociedad civil sobre el pro-
ceso de negociaciones, el 16 de junio de 2010, 
el entonces presidente Alan García suscribió un 
polémico Acuerdo Energético entre el Perú y 
Brasil (que no fue ratificado en el Congreso de la 
República peruano), para exportar electricidad 
al país vecino y que incluía la construcción de 
grandes hidroeléctricas en los ríos amazónicos 
peruanos. 

El interés y la presión de Alan García se manifes-
tó no solo por esta firma, sino porque a los pocos 

meses, el 24 de septiembre de 2010, presentó el 
polémico Proyecto de Ley Nº 4335-2010-PE ante 
el Congreso del Perú: “Ley que modifica el mar-
co jurídico eléctrico y autoriza a elaborar el texto 
único ordenado de las normas que regulan las 
actividades eléctricas”. Esta tenía como objetivo 
principal eliminar la concesión temporal y requisi-
tos financieros y ambientales, incluyendo la apro-
bación de un EsIA (Cueto, 2011). Dicha propuesta 
normativa, además, especificaba que las modifi-
catorias se aplicarían a aquellos procedimientos 
en trámite, incluyendo el proyecto de Inambari 
(Dammert Bello, 2018). La gran oposición logró 
que finalmente el proyecto de ley fuera retirado 
de la Comisión de Energía y Minas del Congreso 
de la República. 

En cuanto a proyectos de hidrocarburos en Perú, 
se puede mencionar el contexto en el que se pro-
dujo la segunda ampliación del lote 88 (Proyecto 
Camisea). A fines del año 2012, la empresa Plus-
petrol presentó un EsIA para la ampliación del 
Lote 88 que incluía: realizar sísmica 2D, sísmica 
3D, dieciocho pozos exploratorios en las locacio-
nes San Martín Norte, Kimaro Este, Kimaro Oeste, 
Kimaro Centro, Armihuari Sur y Armihuari Norte, 
y línea de conducción San Martín Este-San Martín 
3 (Gamboa, 2014, p. 97). En esa época, en mayo 
de 2013, el CEO de la compañía minera Antamina 
calificó a la legislación ambiental del Perú como 
“una de las más agresivas del mundo” cuestio-
nando la demora de los procesos administrati-
vos ambientales (Calle, 2013). Poco después de 
dicha declaración, se emitió el Decreto Supremo 
Nº 054-2013- PCM con disposiciones que sim-
plificaron los procedimientos administrativos 
vinculados con proyectos de inversión. A los po-
cos días, el presidente de la República anunciaba 
públicamente medidas adicionales para fortalecer 
las inversiones en el país, y por último se emitió el 
Decreto Supremo Nº 060-2013-PCM con dispo-
siciones específicas para la aprobación de EsIA en 
el sector Energía y Minas (Calle, 2013). 

En ese contexto, con la simplificación de proce-
dimientos administrativos establecidos por los 
cambios normativos recientes, se aceleró la emi-
sión de las opiniones técnicas vinculantes tanto 
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del Viceministerio de Interculturalidad ( VMI)27 del 
Ministerio de Cultura (MC) —sobre la superposición 
con la Reserva Territorial Kugapakori Nahua Nanti 
y otros Pueblos Indígenas en Aislamiento y Con-
tacto Inicial (PIACI), como del SERNANP28 (ads-
crito al MINAM) —sobre la protección de la zona de 
amortiguamiento del Parque Nacional del Manu—, 
lográndose finalmente la aprobación del EsIA que 
ampliaba el Lote 88 del proyecto Camisea.

Situación similar sucede en el caso de la carretera 
interoceánica Sur, tramos 2, 3 y 4, pues al pare-
cer lo que se intentaba lograr con el desarrollo de 
ese proyecto era recuperar la popularidad del pre-
sidente peruano Alejandro Toledo. Para ello, tal 
como describe Marc Dourojeanni, todos los pro-

27 En el caso del VMI, el 27 de mayo de 2013, el MINEM 
amparándose en el Decreto Supremo Nº 060-2013-PCM, 
le envió un ultimátum para que emita su opinión técnica 
vinculante al EIA en un plazo de siete días hábiles. Ante ello, 
el VMI responde que necesita más tiempo para elaborar su 
respuesta técnica, pues debe realizar trabajo de campo que 
considere la vulnerabilidad de los PIACI que habitan la Reserva 
Territorial Kugapakori Nahua Nanti y otros (RTKNN). El 15 
de julio de 2013, a través de la Resolución Viceministerial Nº 
005-2013-VMI-MC, emitió su opinión técnica vinculante con 
83 observaciones; sin embargo, fue retirada de su página web 
al día siguiente. El 7 de agosto de 2013, el presidente del Consejo 
de Ministros brindó declaraciones sobre este tema señalando 
que la Resolución Viceministerial Nº 005-2013-VMI-MC había 
sido dejada sin efecto, pues no se revisó adecuadamente toda 
la información presentada por Pluspetrol. En el mismo sentido, 
el 8 de agosto de 2013 el VMI informó que el 19 de julio de 2013, 
mediante la Resolución Viceministerial Nº 007-2013-VMI-
MC, se dejó sin efecto la Resolución Viceministerial Nº 
005-2013-VMI-MC, pues no se había revisado adecuadamente 
toda la documentación de Pluspetrol enviada por el MINEM, 
el mismo 19 de julio. (Gamboa, 2014). Al día siguiente, el 9 de 
agosto de 2013, el ministro de Energía y Minas declaró que en el 
área del Lote 88, solicitada en ampliación, no existían pueblos 
indígenas contactados, por lo que no tenía que realizarse 
consulta previa, y que esperaba la opinión del VMI para que 
Pluspetrol pudiera continuar con sus obras, lo que evidenciaría 
“que ya se ha decidido el futuro de dicho EIA, antes que un real 
análisis de los impactos” (Gamboa, 2013, p. 17). Finalmente, 
el 22 de enero de 2014, el VMI emitió su opinión técnica 
favorable al EsIA a través de la Resolución Viceministerial Nº 
003-2014-VMI-MC.

28 En el caso de SERNANP, el 1 de julio de 2013 el MINEM le envió 
el último levantamiento de las observaciones planteadas al 
EsIA realizado por Pluspetrol, indicando que con base en el 
D.S. Nº 060-2013-PCM, tiene un plazo de diez días hábiles 
para emitir su opinión técnica vinculante. Frente a ello el 11 de 
julio de 2013 SERNANP emite su opinión afirmando que para 
tener la opinión técnica favorable al EsIA, deben levantarse 
aún tres observaciones (observación 2, 45 y 50); sin embargo, 
sorpresivamente el 12 de julio de 2013 (al día siguiente) 
SERNANP emite una nueva opinión técnica en la que aprueba 
el EsIA, no emite observaciones, sino diecisiete compromisos 
y tres recomendaciones que la empresa debe cumplir para 
proteger la zona de amortiguamiento del Parque Nacional del 
Manu. Asimismo, afirma que la opinión técnica anterior fue 
enviada por error y debe ser desestimada (Gamboa, 2014). 

cedimientos adquirieron gran rapidez: en 2003 
se elaboraron los estudios de prefactibilidad, en 
2004 los estudios de factibilidad y mediante la 
Ley Nº 28214 se declaró de necesidad pública, in-
terés nacional y ejecución preferente la construc-
ción y asfaltado del proyecto Corredor Vial Intero-
céanico Perú-Brasil. También en 2004 se aprobó 
el estudio de factibilidad y se realizó la licitación 
de la obra de PROINVERSIÓN. En 2005, mediante 
Decreto Supremo Nº 022-2005-EF se exoneró al 
proyecto del sometimiento al Sistema Nacional de 
Inversión Pública, se otorgaron las concesiones, 
se ejecutaron y aprobaron los EsIA parciales y se 
iniciaron las obras. Con el objetivo de terminar la 
obra durante el gobierno de Alejandro Toledo, las 
intervenciones de instituciones como el Consejo 
Nacional del Ambiente (CONAM) y el Instituto Na-
cional de Recursos Naturales (INRENA) no fueron 
consideradas o fueron políticamente esquivadas 
(Dourojeanni, 2006). 

B) Entonces, ¿quién se beneficia?

Lo descrito en los casos emblemáticos coincide 
con lo señalado por Killen (2020), quien remar-
ca que las autoridades ambientales a menudo se 
ponen del lado de las partes interesadas que pre-
sentan mayor poder. Por su parte, Martínez Alier 
(2002) indica que los gobiernos frecuentemente 
asumen una posición antiambiental, como resul-
tado de un patrón de cooperación común entre 
diferentes niveles políticos y empresas para la ex-
plotación de recursos naturales. De la entrevista a 
Novoa (2020), se rescata la siguiente cita literal:

Entre los diferentes gobiernos brasileños, 
independientemente de la tendencia políti-
ca, vas a identificar ministros de agricultura 
de los mismos grupos de presión: las orga-
nizaciones representativas de la cadena de 
soja y de ganado que tienen interés en la 
Amazonía. Esto también ocurre en el sector 
energía: los mismos actores que controlan 
el Ministerio de Energía y Minas se mantie-
nen desde los gobiernos militares. En tér-
minos políticos, eso se traduce en una pauta 
de desregulación creciente y de relajación 
ambiental en el proceso de licenciamiento 
ambiental que es cada vez más notable.
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Esta situación refleja lo que Durand (2019) define 
como la “captura del Estado”, un mecanismo me-
diante el cual los actores del sector privado buscan 
controlar el poder político, ejerciendo una influen-
cia extrema que sesga las decisiones políticas en 
favor de las élites económicas privilegiadas. Con 
frecuencia, las élites económicas forman parte de 
la “puerta revolvente” en la que individuos clave en 
las esferas de poder económico o político ejercen 
influencia en las decisiones de gobierno. Tanaka 
(2010) y Sawyer y Gómez (2012) concuerdan en 
que el gobierno ve afectada su capacidad de de-
cisión por la presión de instituciones financieras 
internacionales (IFI), corporaciones multinaciona-
les que financian campañas políticas y colocan a 
personas clave en las altas esferas de gobierno. 

Urteaga Crovetto (2012) describe el problema 
como una fluidez de individuos clave que tienen 
altos puestos en empresas y luego toman posi-
ciones en IFI y en ministerios, creando alianzas 
estratégicas entre estas entidades del gobierno, 
empresas privadas y organismos financieros y 
facilitando de esta manera la aprobación de licen-
cias ambientales. Esta “puerta revolvente” de indi-
viduos clave difumina las fronteras de los secto-
res público, privado y financiero, desconectando 
de esta forma al Estado de la teórica “neutralidad” 
en sus decisiones. Un ejemplo de esto es el caso 
del expresidente del Perú, Pedro Pablo Kuczynski, 
quien ejerció el cargo de primer ministro del Perú 
(2005-2006), fue ministro de Energía y Minas en 
la década de 1980, ejerció un alto cargo en el BID 
(2002-2004) cuando se decidió un préstamo a 
Transportador de Gas del Perú (TGP), la empresa 
a cargo del ducto de transporte de gas de Cami-
sea, y al mismo tiempo fue asesor financiero de 
Ray Hunt, presidente de Hunt Oil, socio del con-
sorcio TGP (Mercedes, 2016).

Este aspecto se observa en otros países de la re-
gión amazónica. De acuerdo con Fearnside (2014b), 
el Tribunal Electoral Superior de Brasil señala que 
los cuatro mayores contribuyentes en las campa-
ñas políticas en Brasil desde el año 2002 son las 
empresas constructoras de grandes proyectos de 
infraestructura. Así, los tomadores de decisiones y 
sus partidos políticos reciben apoyo financiero de 
los contratistas interesados en los proyectos a tra-
vés de diversas modalidades: donaciones políticas 

legales, donaciones ilegales a fondos clandestinos 
(caixas dois), o incluso a través de sobornos direc-
tos a políticos clave. Por ejemplo, Fearnside (2017a) 
relata que, en marzo de 2016, el exlíder del Partido 
de los Trabajadores en el Senado realizó una confe-
sión jurada de 254 páginas a los fiscales federales 
en el marco de las investigaciones por corrupción 
del caso Lava Jato, donde se señala sobornos en el 
caso de Belo Monte.

Considerando lo anterior, no sorprende que la idea 
de fondo que se manifestó en la construcción de 
la represa de Belo Monte fue de carácter mercan-
tilista y se expresa en un plan de producción ma-
siva de energía eléctrica que permite suministrar 
al complejo empresarial minero-metalúrgico en la 
cuenca amazónica del Brasil (Moran et al., 2018). 
Como resultado, Uharte Pozas (2016) destaca que 
la política energética nacional de Brasil se diseña 
tomando como punto de partida los intereses del 
mercado y no las necesidades de la ciudadanía, 
a pesar de que se presente como un “plan nacio-
nal”. Así, la electricidad producida por las represas 
proyectadas en la Amazonía sirve para abaste-
cer al complejo minero-metalúrgico ubicado en 
la región, incluyendo procesadoras de aluminio, 
bauxita y otros minerales (Uharte Pozas, 2016), 
situación que se repite en el resto de los casos vin-
culados con el sector energético (Novoa, 2020). 

En el caso de la represa de Inambari en el Perú, 
el consorcio EGASUR hizo los estudios de facti-
bilidad y de impacto ambiental del proyecto. Esos 
estudios proponen la construcción de una central 
hidroeléctrica con una potencia instalada de 2200 
MW, lo que suponía un tercio de toda la capaci-
dad instalada en el Perú en aquel momento. Se-
rra (2012) realizó un análisis costo beneficio-fi-
nanciero que concluyó que el proyecto resultaba 
muy rentable para la compañía promotora, con un 
valor actual neto (VAN) positivo que oscila entre 
US$ 527 y US$ 1245 millones, pero que, por el 
contrario, era muy negativo para la sociedad pe-
ruana (Serra Vega et al., 2012)

El proyecto Camisea en el Perú fue concebido 
para satisfacer las necesidades energéticas del 
país. El contrato fue firmado el año 2000; sin em-
bargo, desde 2003 se realizaron modificaciones 
normativas destinadas a “sacrificar la seguridad 
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energética del mercado interno en beneficio del 
proyecto de exportación de PERÚ LNG” (Dávila 
et al., 2012, p. 22), eliminándose la garantía inicial 
de abastecimiento del mercado interno peruano 
por un periodo mínimo fijo de veinte años. De 
esta forma, en 2003 se modificó el Reglamento 
de la Ley de Promoción del Desarrollo de la In-
dustria del Gas, en 2005 se modificó la Ley de 
Promoción del Desarrollo de la Industria del Gas 
y en 2006 se modificó la cláusula 5.11 del contra-
to del Lote 88. Adicionalmente, con la emisión de 
la Ley de Promoción de la Inversión en Plantas 
de Procesamiento de Gas Natural, Ley Nº 28176, 
del año 2004, se otorgó la facultad de exportar el 
gas de Camisea sin pagar tributos y se exoneró 
el pago de tributos por la importación de bienes 
y servicios (Dávila, et al., 2012). Adicionalmen-
te, en 2006 el Estado peruano firmó con PERÚ 
LNG un convenio de inversión que otorga a sus 
accionistas garantías de estabilidad tributaria, 
brindando seguridad jurídica al proyecto —ya 
que tiene una vigencia de cuarenta años—, per-
mitiéndole además la instalación y operación de 
una planta de licuefacción de gas natural, un ga-
soducto y la exportación de productos de PERÚ 
LNG (Dávila et al., 2012).

Por su parte, en la represa ecuatoriana de Coca 
Codo Sinclair, el tipo de contrato definido (Engi-
neering, Procurement and Construction) permi-
tió que los costos de la implementación fuesen 
definidos por la empresa china Sinohydro (ac-
tualmente llamada Power China) con base en su 
propio análisis. De esta manera, los costos am-
bientales no fueron considerados en el proceso de 
toma de decisiones ni difundidos por el gobierno 
central (López, 2008). Como resultado, el cos-
to por MW instalado resultó ser casi el doble del 
precio referencial identificado durante el proceso 
de licenciamiento ambiental (López, 2008). El 
financiamiento se estructuró con deuda e inver-
sión nacional, en este caso, el 85 % proveniente 
del endeudamiento con China, a través del Export 
Import Bank of China, el cual concedió un crédito 
en condiciones negativas para Ecuador: 7 % de in-
terés a lo largo de quince años. Tan solo en intere-
ses, Ecuador debía pagar US$ 125 millones al año; 
como resultado, la gran beneficiaria fue China, en 
detrimento del interés ecuatoriano. 

En ese sentido, Novoa (2020) plantea que la pre-
gunta de fondo está relacionada con la forma de 
entender el desarrollo. En el caso del sector energé-
tico, la tendencia en la región ha sido a que no exis-
ta un proceso de planificación que internalice los 
costos ambientales y sociales, así como la ausencia 
de un balance energético aplicable y que permita 
identificar las demandas y reservas para un uso 
más eficiente, sostenible y equitativo de la energía 
(Carhuatocto Sandoval, 2011; Novoa, 2020). 

En síntesis, uno de los mayores impactos que pre-
senta la construcción de este tipo de megaproyec-
tos es la disposición a socavar las instituciones 
democráticas en sus diferentes fases, incluyendo 
el proceso de otorgamiento de la licencia ambien-
tal y beneficiando a unos pocos actores. 

C) El conflicto de intereses: ¿quién contrata 
a las empresas que realizan los estudios 
de impacto ambiental?

Estas situaciones, en las que la toma de decisio-
nes se basa en los intereses de determinados ac-
tores, está reforzada, además, por conflictos de 
intereses en el proceso de licenciamiento ambien-
tal. En concreto, la formulación de los EsIA y otros 
requerimientos relacionados con el proceso se 
basan en un sistema donde el titular del proyec-
to —es decir, la empresa u organización que desea 
operar el proyecto— paga a una consultora am-
biental por el desarrollo de estos estudios. Estas 
consultoras citan el número de EsIA aprobados en 
sus propagandas para atraer clientes, es decir, que 
cuantos más proyectos a su cargo son aprobados, 
tendrán mayores beneficios económicos. 

Al elaborar el EsIA, la consultora es responsable 
de cumplir con el contenido de acuerdo con los 
Términos de Referencia (TdR) establecidos por la 
autoridad a cargo de expedir la licencia ambiental 
y la calidad del contenido del estudio. Igualmente, 
en teoría, la consultora es responsable de definir 
las medidas de prevención, control y mitigación 
ambiental y social del estudio sean los mínimos 
necesarios para asegurar la eficiencia del proyec-
to y eliminar posibles impactos ambientales. Por 
su parte, la empresa que desea operar el proyec-
to hace comentarios sobre los informes y sugiere 
cambios según sus intereses, ante los EsIA pre-
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sentados a las autoridades. Como resultado, estos 
instrumentos, por lo general, son faltos de objeti-
vidad, muy sesgados en favor del contratante de 
la consultora y altamente favorables a los proyec-
tos propuestos, minimizando sus impactos nega-
tivos y exagerando sus beneficios. 

Así, la empresa consultora o los consultores indi-
viduales que producen los informes son muy in-
fluenciados en favor del proyecto en cuestión. Las 
consultoras y consultores individuales desean, 
con ello, aumentar las posibilidades de ser con-
tratados nuevamente en futuros proyectos. Killen 
(2020) señala que todas las consultoras ambien-
tales que ofrecen este tipo de estudios comer-
cializan sus servicios citando su capacidad para 
guiar el proceso de EIA a una conclusión exitosa 
con la entrega de la licencia ambiental. Asimismo, 
generalmente la última entrega del pago se hace 
solo si el informe es recibido favorablemente por 
la agencia de gobierno encargada de otorgar el li-
cenciamiento ambiental (Fearnside, 2018b). Esta 
situación es común en todos los países de la re-
gión amazónica y se repite en los casos de estu-
dio analizados: las represas de Santo Antônio/de 
Jirau, Belo Monte, Inambari y Coca Codo Sinclair 
(Fearnside, 2020; Serra. 2020; Roja, 2020; Killen, 
2020, Ortúzar Greene et al., 2018).

También existen numerosos ejemplos de sobre-
facturación en megaproyectos de infraestructura 
en la cuenca amazónica. En el caso de la Carretera 
Interoceánica Sur en el Perú (tramos 2, 3 y 4), el 
costo final por kilómetro de vía asfaltada supera-
ría en 79,11 % al costo por kilómetro promedio de 
obras ubicadas en geografías similares, evaluadas 
por la Contraloría General de la República de Perú 
(Congreso, 2008). Inicialmente el costo se había 
estimado en US$ 940 millones; sin embargo, al 
ejecutarse los estudios definitivos se llegó a casi 
US$ 2000 millones, justificados en fallas geológi-
cas no previstas (Alberti et al., 2018). Sin embar-
go, se habrían realizado veintidós adendas que, 
con el aumento del presupuesto, beneficiaron a 
compañías que protagonizaron el escándalo Lava 
Jato: en el tramo 2, ODEBRECHT subió el costo en 
207 %; en el tramo 3, ODEBRECHT subió el costo 
en 105 %, y en el tramo 4, la compañía Andrade 
Gutierrez, Camargo Correa y Quiroz Galvao au-
mentó el costo en 237 % (Salazar, 2015). 

El presupuesto para la hidroeléctrica de Belo Mon-
te, inicialmente fijado en 4,5 billones de reales en 
2005, pasó a 19 billones de reales (US$ 5 billones) 
en la época de la licitación y, finalmente, se elevó 
hasta los 32 billones de reales (US$ 8750 millo-
nes) (Movimento Xingu Vivo Para Sempre , 2012). 
Esto revela un incremento del 711 % respecto de la 
cifra inicial. El Banco Nacional de Desarrollo Eco-
nómico y Social (BNDES) financió la construcción 
de la represa, concediendo a Norte Energía 25,4 
billones de reales (aproximadamente US$ 10,16 
billones), lo que supone su mayor inversión en la 
historia del banco, legalmente responsable por los 
impactos sociales y ambientales de Belo Monte 
(Ortúzar Greene et al., 2018).

Las represas en el río Madeira también sobrepa-
saron costos: Santo Antônio se incrementó de 14 
300 millones de reales (US$ 3800 millones) a 
un costo de 19 200 millones de reales (US$ 5100 
millones) y Jirau, que contaba con un presupues-
to inicial de 9600 millones de reales (US$ 2500 
millones) aumentó hasta los 16 600 millones de 
reales (US$ 4400 millones). El procedimiento en 
este caso puso en tela de juicio la demarcación en-
tre los ámbitos público y privado. No solo los ma-
yores inversionistas del proyecto, ODEBRECHT 
y Furnas, desarrollaron los EsIA, sino que los es-
tudios sobre los impactos de sedimentación de la 
represa de Santo Antônio fueron financiados por 
el BN en apoyo al Ministerio de Minas y Energía 
(Kopas y Puentes Riaño, 2009). No obstante, su 
información no se compartió con la sociedad civil 
en ningún momento del proceso (Kopas y Puen-
tes Riaño, 2009).

En el caso de la represa ecuatoriana de Coca Codo 
Sinclair, la aprobación de los estudios y el monto 
para la inversión fijó el costo en US$ 1590 millo-
nes con un aporte nacional (correspondiente al 
70 %) de US$ 1113 millones. Sin embargo, el costo 
final real ascendió a más de US$ 2245 millones 
(López, 2008). 

Este conflicto de interés influye en la toma de de-
cisiones, lo que plantea cuestiones sobre la defi-
ciencia de mecanismos adecuados que garanticen 
la imparcialidad de las consultoras ambientales. 
Rojas (2020) señala que la forma de contrarrestar 
este conflicto está relacionada con la garantía de 
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la autonomía técnica del cuerpo licenciador, inde-
pendencia para poder evaluar, verificar y fiscalizar 
los estudios, y además, autonomía y competencia 
suficiente para acompañar la implementación de 
medidas de mitigación y de compensación. Sin 
embargo, de la entrevista a Rojas (2020) para el 
presente estudio, se alerta que es allí donde el di-
seño en el caso brasileño falla:

En el Brasil no se tiene ninguna capacidad 
técnica de autonomía para la evaluación, 
fiscalización y acompañamiento de las de-
cisiones ambientales. Los órganos ambien-
tales dependen casi exclusivamente de los 
informes que son hechos por las propias 
empresas. Por lo tanto, no tienen fuentes 
primarias sobre lo que está ocurriendo con 
los proyectos. Es más, no tienen acceso a 
los estudios, control sobre los mismos, ni 
capacidad técnica suficiente para evaluar 
con calidad. Esto se debe, en parte, a que 
los equipos son pequeños y no contemplan 
toda la diversidad de disciplinas y especia-
lidades que necesitarían. Están presos de 
los conceptos técnicos que las empresas 
presentan y no cuentan con la capacidad de 
acompañar en campo las obras.

D) La presión política y la flexibilización de 
las licencias ambientales

Los casos de estudio abren el debate sobre las 
facilidades con las que se logra la aprobación de 
la licencia ambiental, especialmente en Brasil. Al 
respecto, Rojas (2020) menciona que, si bien la 
inclusión de la figura de licencia previa en la nor-
mativa brasileña fue una conquista en términos 
de simetría29 —puesto que anteriormente los pro-
yectos presentados para concesión no requerían, 
en su mayoría, ningún tipo de análisis ambien-
tal—, supuso a su vez un aumento de las interfe-
rencias políticas sobre los equipos técnicos de los 

29 Desde el año 2007, la licencia previa se convirtió en la 
fase principal del licenciamiento para hidroeléctricas, al 
requerir la evaluación del EsIA y validación técnica de la 
viabilidad ambiental del proyecto para iniciar los preparativos 
relacionados. Desde 2018, este requerimiento se extendió para 
carreteras y ferrovías (Rojas, 2020). En ese sentido, a pesar 
de que en Brasil la licencia ambiental se otorga en tres fases 
diferenciadas, la más relevante es la licencia previa, que define 
la viabilidad.

órganos de licenciamiento ambiental. En la misma 
línea, Novoa (2020) alerta de que la obtención de 
la licencia previa es una primera barrera que se 
tiene que cruzar, a partir de la cual no hay marcha 
atrás para que se desarrolle un proyecto debido a 
que las presiones económicas son determinantes. 

Como resultado, la presión que se ejerce sobre 
los técnicos y las resistencias que estos presen-
tan para otorgar licencias, sin contar con estudios 
sólidos, dan lugar al uso de una figura normativa 
que data de la época de la dictadura: las “licencias 
ambientales intermedias”, conocidas como “con-
diciones previas” (Rojas, 2020). Esta figura se 
ha utilizado desde el año 2003 y representa una 
característica cada vez más común del proceso 
de licenciamiento, pues permite que los grandes 
megaproyectos puedan avanzar sin cumplir con 
todos los requerimientos ambientales (Fearnside, 
2019). 

Estas situaciones se han reflejado tanto en el caso 
de la hidroeléctrica de Belo Monte como en las 
del Río Madeira, dejando alarmantes preceden-
tes para que otros proyectos se completen sin 
satisfacer las demandas de licencia establecidas 
por el IBAMA. Por un lado, en la represa de Belo 
Monte, la empresa constructora fue autorizada 
para comenzar la preparación de la zona de cons-
trucción antes de haber aprobado el EsIA. Esto se 
materializó mediante la emisión de una “licencia 
parcial” de la obra (Fearnside, 2014b). La licencia 
preliminar fue otorgada con cuarenta condiciones 
previas del IBAMA, además de otras veintiséis 
señaladas por la Fundación Nacional del Indio 
(FUNAI). Por su parte, la licencia de instalación 
se aprobó anulando una opinión técnica de 252 
páginas que señalaba que únicamente once de 
las cuarenta condicionalidades del IBAMA habían 
sido solucionadas, y tras producirse nuevamente 
el cambio del titular de la institución. Finalmente, 
Belo Monte estableció un nefasto precedente en 
el año 2015, cuando se otorgó la licencia de fun-
cionamiento, anulando una opinión de 242 pági-
nas, y a pesar de que la mayoría de las condicio-
nes previas establecidas por IBAMA no se habían 
cumplido (Fearnside, 2018b).

El caso de las represas del río Madeira siguió el 
mismo patrón. Las empresas constructoras fue-
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ron autorizadas para comenzar la preparación de 
la zona de construcción de la represa sin haber 
aprobado el EsIA, a través de la emisión de una “li-
cencia parcial” de la obra a pesar de que no había 
informes de impacto ambiental preparados sepa-
radamente para las zonas de las construcciones 
(canteiros de obra) (Fearnside, 2014b).

Tanto Belo Monte como Madeira reflejan que, a 
pesar de que las condicionantes son vinculantes 
y obligatorias, en la práctica no se cumplen. No-
voa (2020) menciona que en estos casos existe 
una suerte de “maniobra interpretativa”, porque se 
justifica que algunas de estas condicionantes es-
tán en proceso de cumplimiento, dando una elas-
ticidad que no corresponde a la norma. Por ejem-
plo, las represas del río Madeira siguen sin cumplir 
condicionantes fundamentales relacionadas con 
el correcto funcionamiento del ecosistema y la 
migración de los peces. En concreto, el sistema de 
transposición en la actualidad sigue sin funcionar. 
Novoa (2020) remarca que, para justificar, la em-
presa cría en cautiverio y después introduce los 
peces en el río, realizando una línea de compensa-
ción cuando debería, por lo contrario, garantizar la 
migración río arriba. 

3.1.2. La participación ciudadana 
en el uso de recursos naturales: 
descripción, avances en la 
normativa de países de la cuenca 
amazónica y cuellos de botella 
La participación ciudadana es fundamental en 
el marco de la gobernanza de los recursos na-
turales. Esta constituye una herramienta clave 
para que las opiniones de la población sean in-
cluidas de forma efectiva en el proceso de toma 
de decisiones, garantizando su derecho a ser 
escuchada. Una participación significativa debe 
brindar oportunidades para aprender de la ex-
periencia, los conocimientos y las inquietudes 
de las partes interesadas, permitiendo gestio-
nar sus expectativas mediante la especificación 
del alcance de las responsabilidades y los re-
cursos durante todo el ciclo del proyecto (Banco 
Mundial, 2018a, p. 2). 

Asimismo, la participación responde a un aspecto 
esencial de la buena gestión de los proyectos de 
inversión. Esta posibilita una mejor planificación e 
identificación de las opciones de prevención y mi-
tigación de impactos, puesto que genera espacios 
para que los actores compartan información y cri-
terios sobre posibles efectos y cómo solucionar-
los o gestionarlos (Kopas y Puentes Riaño, 2009). 

La participación ciudadana es un derecho reco-
nocido internacionalmente. El artículo 2330 de la 
Convención Americana, así como en el artículo 25 
del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos (PIDCP)31 establecen la protección de los 
derechos para la realización de procesos adecua-
dos que garanticen la consulta y la participación 
efectiva en asuntos públicos. Con relación a los 
proyectos de desarrollo; asimismo, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) re-
conoce el derecho a participar en la toma de deci-
siones de los procesos que los afectan y a expre-
sar libremente su opinión sobre estos32. 

Además, la Declaración de Río, en su Principio 
1033, dispone que la mejor manera de tratar las 
cuestiones ambientales es a través de la parti-
cipación de toda la población involucrada, ga-
rantizando el acceso a la información sobre el 
ambiente, así como a la justicia cuando esto no 
suceda. Con relación a ello, el Acuerdo de Escazú 

30 Convención Americana, supra nota 72, art. 23: “1. Todos 
los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos 
públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos”. Carta Democrática Interamericana, art. 
6, vigésimo octavo período extraordinario de sesiones, 11 de 
septiembre de 2001: “La participación de la ciudadanía en las 
decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una 
responsabilidad. Es también una condición necesaria para el 
pleno y efectivo ejercicio de la democracia”. 

31 PIDCP, supra nota 97, art. 25: “Todos los ciudadanos gozarán, 
sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 
2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y 
oportunidades: (a) Participar en la dirección de los asuntos 
públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos”.

32 CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en 
Ecuador 1997, supra nota 95, ch. VIII.

33 La Declaración de Río, en su Principio 10: “El mejor modo 
de tratar las cuestiones ambientales es con la participación 
de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que 
corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener 
[…] la oportunidad de participar en los procesos de adopción 
de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la 
sensibilización y la participación de la población poniendo la 
información a disposición de todos”. 
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es el primer tratado en materia de derechos hu-
manos ambientales para la región de América 
Latina y el Caribe que desarrolla el citado princi-
pio. Este acuerdo mejorará el acceso a la informa-
ción, participación y justicia en temas ambienta-
les, a la par que establecerá mecanismos para la 
protección de las y los defensores ambientales 
cuyos derechos están siendo vulnerados. A la 
fecha lo han ratificado once países34. Finalmen-
te, cabe resaltar que los diferentes países de la 
cuenca amazónica han establecido en las últimas

34 Antigua y Barbuda, Bolivia, Ecuador, Guyana, Nicaragua, 
Panamá, San Vicente y las Granadinas, Saint Kitts y Nevis, 
Uruguay, Argentina y México.

décadas disposiciones específicas que promue-
ven —al menos en el papel— la garantía del ejerci-
cio pleno del derecho a participar en los procesos 
de EIA. En ese sentido, el cuadro 3 presenta una 
sistematización de la normativa más relevante en 
la temática. La revisión revela que todos los paí-
ses estudiados tienen normas relacionadas con la 
participación en este tipo de procesos, aun cuan-
do en ocasiones su aplicación está sujeta a la en-
vergadura del proyecto o a su potencial impacto 
sobre el ambiente. 

Cuadro 3. Normativa sobre participación ciudadana en el proceso de EIA

País Disposiciones sobre participación Difusión de información y oportunidades 
para la participación

Obligaciones de la autoridad 
respecto a las observaciones del 

proceso participativo

Brasil

El reglamento federal menciona la in-
clusión de un período para que los inte-
resados formulen comentarios a la EIA. 
Asimismo, indica la posibilidad de, en 
tanto se considere necesario, se realice 
una audiencia pública. 
Normas:

 y Ley Nº 6938 (1981, modificada median-
te la Ley Nº 140/2011).

 y Resolución Nº 001 (1986).
 y Resolución Nº 237 (1997.

Regulado por cada estado. Regulado por cada estado.

Bolivia

La Ley de Participación y Control So-
cial dispone que el derecho a la par-
ticipación y control social se efectúa 
mediante la participación en la gestión 
ambiental, y el derecho a ser consultado 
e informado previamente sobre decisio-
nes que pudieran afectar la calidad del 
medio ambiente y la conservación de los 
ecosistemas.
Normas:

 y Ley Nº 1333, Ley del Medio Ambiente 
(1992)

 y Decreto Supremo Nº 24176, Reglamen-
to General de Prevención y Control 
Ambiental

 y Ley de Participación y Control Social 
Nº 341 de 2013

 y D.S. Nº 28.168 de 2005.

La Ley del Medio Ambiente señala que toda 
persona tiene derecho a obtener información 
sobre el medio ambiente a través de una soli-
citud escrita dirigida a la autoridad ambiental 
competente o pública sectorial. Incluye entre 
los objetivos del Sistema Nacional de Informa-
ción Ambiental de Bolivia (SNIA) la necesidad de 
articular la información del Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental.
El Reglamento de Prevención y Control Am-
biental señala que durante los procedimientos 
administrativos de EIA toda persona podrá 
tener acceso a información. En las fases de 
categorización y realización del estudio de EIA, 
el público podrá tomar contacto con el equipo 
profesional encargado de dichas taras para re-
querir o brindar informaciones y datos sobre el 
medio ambiente afectado por el proyecto, obra 
o actividad, excepto cuando sea información 
sujeta a reserva en virtud de derecho de pro-
piedad industrial o intereses lícitos mercantiles.

El Reglamento de Prevención y Control 
Ambiental, al regular sobre la partici-
pación ciudadana en los procesos de 
decisión particular, señala que aquellos 
procesos de decisión particular relati-
vos a proyectos, obras o actividades se 
realizarán por conducto de las organiza-
ciones territoriales de base. 
El mismo reglamento establece en 
cuanto a las audiencias públicas que 
estas son presididas por un comité 
técnico integrado por sectores involu-
crados en la temática a tratar, el cual 
emitirá un informe, previo análisis de 
opiniones y sugerencias dadas durante 
la audiencia. Sin embargo, las opiniones 
dadas en la audiencia pública solo tie-
nen carácter consultivo, por lo que es 
potestad de la autoridad ambiental y del 
comité técnico tenerlas en cuenta par-
cial o totalmente, así como modificarlas 
o desestimarlas. 
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País Disposiciones sobre participación Difusión de información y oportunidades 
para la participación

Obligaciones de la autoridad 
respecto a las observaciones del 

proceso participativo

Colombia

La ley establece el derecho de cualquier 
persona a participar en el proceso de 
expedición, modificación o cancelación 
de permisos y licencias. 
El plazo contemplado en la norma para 
el desarrollo de todo el procedimiento 
de licenciamiento ambiental es de apro-
ximadamente 4,5 meses. En el caso de 
que se otorgue la licencia, será válida 
hasta la finalización del proyecto y con-
templa un único trámite.
Sin embargo, el proceso de licencia-
miento no estipula una etapa específica 
para el desarrollo de la participación 
ciudadana, por ello su participación 
es facultativa en todo el proceso. Úni-
camente, la normativa señala que la 
consulta previa es obligatoria para pro-
yectos en territorios de comunidades 
indígenas y afrodescendientes. 
Se estipula que durante la participación 
de las comunidades se deberá informar 
sobre el alcance del proyecto, con énfa-
sis en los efectos y las medidas de ma-
nejo propuestas. 
Normas:

 y Ley Nº 99 (1993).
 y Decreto Nº 1076 (2015). 

La autoridad competente informará en el bo-
letín oficial cuando se inicie el proceso y su 
decisión. 
La normativa establece el derecho a solicitar 
información ambiental. Asimismo, cualquier 
persona puede solicitar por escrito sobre las 
decisiones adoptadas y será correspondiente-
mente informada. 
La Ley Nº 99 de 1993 proporciona como me-
canismos de participación ambiental la figura 
del tercero interviniente como un derecho, que 
participa en los procedimientos administrativos 
ambientales, el derecho de petición ambiental y 
las audiencias públicas ambientales. 
Todos estos instrumentos serán solicitados por 
la comunidad afectada o los interesados en el 
proyecto frente a la autoridad ambiental. En el 
caso de las audiencias, serán solicitadas por 
determinadas autoridades, tres organizaciones 
sin fines de lucro o cien personas naturales. Las 
audiencias públicas tienen un reglamento espe-
cial (Decreto Nº 330 de 2007). 
Cuando se solicite la audiencia pública, el pos-
tulante de la licencia pondrá́ a disposición de 
los interesados para su consulta el EsIA, al me-
nos veinte días antes de su celebración. 

El reglamento menciona que se deberá 
valorar e incorporar los aportes recibi-
dos durante el proceso de EIA en el EsIA, 
en caso se consideren pertinentes. 
En concreto, en referencia a las opinio-
nes, informaciones y documentos que 
se reciban en la audiencia pública, se 
señala que deberá evaluarse si se con-
sideran pertinentes en el momento de 
la toma de decisiones por la autoridad 
competente. 
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País Disposiciones sobre participación Difusión de información y oportunidades 
para la participación

Obligaciones de la autoridad 
respecto a las observaciones del 

proceso participativo

Ecuador

La participación social es de cumpli-
miento obligatorio como parte de la ob-
tención de la licencia ambiental requeri-
da para proyectos, obras o actividades 
que conforman las categorías II, III y IV. 
Este derecho está dirigido prioritaria-
mente a la comunidad dentro del área 
de influencia directa donde se llevará a 
cabo la actividad o proyecto que cause 
impacto ambiental. Esta es delimitada 
previamente por la autoridad compe-
tente.
Asimismo, debe considerarse la partici-
pación de: 
Las autoridades de los gobiernos sec-
cionales, de ser el caso. Las autoridades 
de las juntas parroquiales existentes. 
Las organizaciones indígenas, afro-
ecuatorianas o comunitarias legalmente 
existentes y debidamente representa-
das. 
Las personas que habiten en el área de 
influencia directa. 
Normas:

 y Ley de Gestión Ambiental Nº 37 (1999).
 y Texto Unificado de Legislación Se-

cundaria de Medio Ambiente, Decreto 
Ejecutivo Nº 3516 (2003, modificado 
en 2015). 

 y Decreto Ejecutivo Nº 1040 (2008).

La autoridad competente tiene el deber de in-
formar a la población de la realización de ac-
tividades o proyectos y de sus posibles efectos 
socioambientales. 
Los mecanismos de participación se definirán 
considerando el impacto que genera el proyec-
to. 
La convocatoria a las instancias de participa-
ción social se hará por uno o varios medios de 
amplia difusión. No podrá darse inicio a estas 
instancias sin que la información relevante para 
cada caso esté disponible para el público. 
La Ley de Gestión Ambiental, a través del Decre-
to Ejecutivo Nº 1040, reconoce mecanismos de 
participación específicos.
Los mecanismos de participación social deben 
desarrollarse en un plazo máximo de treinta 
días, contados desde la fecha de la publicación 
de la convocatoria y deben cumplir con la difu-
sión de información de la actividad o proyecto 
que genere impacto ambiental, la recepción de 
criterios y la sistematización de la información 
obtenida. 

Los resultados de los mecanismos de 
participación deberán sistematizarse y 
presentarse en un “informe de sistema-
tización” junto con el EsIA para que la 
autoridad los revise. 
El informe de sistematización de crite-
rios deberá especificar: 

 y Las actividades más relevantes del 
proceso de participación social.

 y Las alternativas identificadas y la re-
comendación concreta para acoger 
una o más de ellas, o para mantener 
la versión original del EsIA, con los 
correspondientes sustentos técni-
cos, económicos, jurídicos y sociales, 
debidamente desarrollados. 

 y El análisis de posibles conflictos so-
cioambientales evidenciados y las 
respectivas soluciones a los mismos, 
en caso de haberlos. 

La normativa indica que, en caso de que 
algunos actores no ejerzan su derecho 
de participación habiendo sido debi-
damente convocados o se opongan a 
su realización, no constituirá causal de 
nulidad del proceso de participación 
social y no suspenderá su continuación. 
El promotor deberá presentar el informe 
de sistematización de criterios de ma-
nera obligatoria. 
Asimismo, si realizada la participación 
social, actores se opusieran a la activi-
dad o proyecto que genere impacto am-
biental, esta no podrá llevarse a cabo, 
a menos que la autoridad competente 
insista en su realización, lo cual será 
resuelto por la instancia superior. 
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País Disposiciones sobre participación Difusión de información y oportunidades 
para la participación

Obligaciones de la autoridad 
respecto a las observaciones del 

proceso participativo

Perú

La ley establece la EIA como un proce-
so participativo, garantizando espacios 
formales e informales para la participa-
ción ciudadana. 
La autoridad responsable debe realizar 
una consulta formal para los EIA-d y los 
estudio de impacto ambiental semideta-
llado (EIA-sd). 
Los proponentes deben consultar con 
el público durante la preparación de los 
estudios. 
Se establecen audiencias públicas obli-
gatorias para los EIA-d y opcionales para 
los EIA-sd.
El Estado salvaguarda los derechos de 
las comunidades campesinas y nativas 
reconocidas en la Constitución y pro-
mueve su participación. 
Normativa: 

 y Ley General del Ambiente Nº 28611 
(2005). 

 y Ley Nº 27446 (2001, ultima enmienda 
en 2008). 

 y Decreto Supremo Nº 019-2009. 
 y Decreto Supremo Nº 002-2009. 
 y Resolución Ministerial Nº 157-2011.
 y Ley Nº 29968 (2012).
 y Resolución Suprema Nº 016-2015.

La autoridad competente debe difundir una vez 
admitida a trámite la solicitud de clasificación 
de un proyecto, procurando establecer espacios 
y plazos adecuados para que las partes intere-
sadas puedan tomar conocimiento de su conte-
nido y hacer observaciones. 
Los EsIA deben estar disponibles públicamente 
e incluir un resumen ejecutivo de fácil com-
prensión. De ser requerido por la autoridad, el 
resumen ejecutivo también deberá redactarse 
en el idioma o la lengua predominante en la 
localidad donde se planee ejecutar el proyecto. 
El titular del proyecto de inversión debe de pre-
sentar el plan de participación ciudadana (PPC), 
que será́ aprobado por la autoridad competen-
te. El PPC establecerá́ los mecanismos de par-
ticipación ciudadana que se aplicarán durante 
el proceso de evaluación ambiental, tomando 
en cuenta el área de influencia del proyecto y 
las de las poblaciones, las particularidades del 
proyecto, entre otros. 
Los mecanismos de participación ciudadana 
han sido previstos por cada sector. La imple-
mentación de dichos mecanismos se sujetará 
a los plazos previstos para la evaluación de 
impacto ambiental, según lo dispuesto en las 
normas vigentes. 
Actualmente, el SENACE cuenta con una “Herra-
mienta de Gestión Social para la Certificación 
Ambiental”, guía que contiene acciones y pro-
tocolos que orientan a los representantes del 
SENACE durante sus labores en campo, a los 
titulares de proyectos de inversión respecto de 
su relacionamiento con las poblaciones y a los 
actores de la sociedad civil. 

Finalizada la revisión de la EIA, la auto-
ridad competente debe emitir la reso-
lución acompañada de un informe que 
sustente lo resuelto, el cual tiene carác-
ter público. El informe debe compren-
der, entre otros elementos, un resumen 
de las opiniones técnicas de otras au-
toridades competentes y del proceso de 
participación ciudadana. 
Si bien se deben cumplir los acuerdos 
adoptados entre las partes involucradas 
e incorporar las observaciones de la po-
blación; no constituyen derecho a veto, 
por lo que la decisión final es adoptada 
por el Estado con base en sustentos 
técnicos y legales.

Fuente: CEPAL (2018), Calle, Ryan (2016), CEPAL (2020). Elaboración propia.
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A pesar de la jurisprudencia ampliamente desa-
rrollada, aún existen desafíos para su aplicación. 
En relación con lo primero, si bien las normativas 
expuestas presentan diferentes mecanismos e 
instancias de participación, estas no están espe-
cificadas y normadas en protocolos específicos 
de manera uniforme; por ejemplo, en el caso del 
Perú, los mecanismos de participación ciudadana 
han sido establecidos por cada sector. Asimismo, 
aún existen deficiencias a nivel normativo. Un in-
forme reciente de la Defensoría del Pueblo (2020) 
alerta que apenas dos de los trece sectores rela-
cionados con el proceso de EIA cuentan con un 
Reglamento de Participación Ciudadana actua-
lizado o aprobado en concordancia con el marco 
normativo vigente, y que, en los casos en los que 
se ha regulado este derecho, se han incluido me-
canismos de carácter informativo como si fueran 
mecanismos de participación ciudadana. 

Con relación a lo segundo, aún persisten desa-
fíos de diversa índole que pueden vincularse con 
el surgimiento o agudización de conflictos socia-
les. Al respecto, la Defensoría del Pueblo del Perú 
(2016) subraya que las causas más comunes de 
los conflictos socioambientales son: el riesgo a 
una posible afectación ambiental; los problemas 
de relacionamiento, y la propiedad y posesión de 
la tierra. Alineado a ello, un reciente informe de 
la misma institución indica que las primeras dos 
causas están directamente vinculadas con la im-
plementación de los mecanismos de participación 
ciudadana antes, durante y después del proceso 
de evaluación del impacto ambiental (Defensoría 
del Pueblo, 2020, p. 26). 

A pesar de la reconocida importancia de la parti-
cipación en el marco de los proyectos de infraes-
tructura y extractivos, según diversos informes, 
generalmente no se realiza un proceso de partici-
pación ciudadana apropiado con las comunidades 
y poblaciones afectadas, ni tampoco se permite 
una participación pública real y efectiva (Kopas 
y Puentes Riaño, 2009; Ortúzar Greene, et al. 
2018)35. Por ejemplo, un estudio de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CE-

35 Al respecto, un estudio de la CEPAL (2018) señala que el 
proceso y progreso de la participación en la evaluación o 
licenciamiento ambiental en la región de América Latina y el 
Caribe no ha sido lineal. 

PAL, 2018) indica que, en ocasiones, se han redu-
cido los plazos establecidos para la participación 
pública en procesos de certificación ambiental o 
se han tomado medidas para facilitar los procesos 
para impulsar la actividad económica, afectando 
de esta forma el ejercicio efectivo del derecho a la 
participación. 

A ello se suma evidencia en algunos de los países 
del estudio que da cuenta de las brechas aún exis-
tentes para una participación efectiva, y en igual-
dad de condiciones, de las mujeres en espacios de 
participación y toma de decisión sobre la gestión 
ambiental. En Colombia, por ejemplo, un informe 
realizado por la Red Nacional de Mujeres confir-
maba que su participación en estos contextos 
aún seguía siendo precaria (DAR, 2019, p. 103). De 
igual manera, en el Perú, el SENACE ha reconoci-
do la limitada participación de las mujeres en los 
procesos de elaboración y evaluación de los EsIA 
(DAR, 2019, p. 151; SENACE, 2017, p. 11). Ello debi-
do a múltiples factores; entre ellos, las brechas de 
género en torno al acceso a la información, el uso 
único de la lengua predominante, utilizado usual-
mente por población masculina, y la falta de un 
lenguaje inclusivo en las distintas etapas del pro-
ceso de participación ciudadana (SENACE, 2017, 
pp. 11-13)36.

Además, también se observan algunos patro-
nes relevantes que podrían tener implicancias 
en el desarrollo de los procesos participativos. 
Por un lado, la información contenida en los 
EsIA es de carácter técnico, de difícil compren-
sión y por lo general muy extensa. A ello debe 
sumarse que los plazos para acceder a los estu-
dios y formular observaciones son muy cortos, 
lo que afecta la posibilidad de una participación 
efectiva (CEPAL, 2018). 

36 En el marco de este diagnóstico, el SENACE publicó, mediante 
R.J. Nº 066-2017-SENACE/J, los “Lineamientos para promover 
la participación de la mujer en el proceso de certificación 
ambiental”. A pesar de ello, como resaltan las autoras del 
Informe regional de género e industrias extractivas en América 
Latina, al no tener esta herramienta de gestión un carácter 
vinculante, se viene manteniendo como algo declaratorio y no 
necesariamente se aplica a los actuales procesos (DAR, 2019, 
p. 152). Cabe mencionar que no se encontró vasta información 
sobre el tema de participación de las mujeres en los espacios 
ciudadanos referidos a los casos emblemáticos seleccionados, 
lo que da cuenta de la necesidad de incluir esta temática en 
estudios de diversa índole.
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Aunado a lo anterior, cabe destacar que las obser-
vaciones emitidas durante el proceso de partici-
pación ciudadana en la EIA no son vinculantes en 
los países analizados y, de esta forma, la autoridad 
tiene la potestad de incorporarlas o no. Si bien la 
normativa determina que estas formarán parte de 
las informaciones a ser consideradas para apro-
bar o rechazar el estudio, no especifica bajo qué 
criterio o cómo deberán ponderarse los comenta-
rios de la ciudadanía y si estas son o no absueltas 
satisfactoriamente. A esto se suma que la reali-
zación de audiencias públicas en el marco de la 
EIA es, en general, prerrogativa de la autoridad y 
la implementación de estas audiencias se evalúa 
caso a caso.

Los casos emblemáticos analizados revelan es-
tas deficiencias y ejemplifican las debilidades en 
la normativa de los países de la cuenca amazóni-
ca. Así, si se considera, por ejemplo, el Estándar 
Ambiental y Social 10 del BN (2018a, p. 7) que 
reconoce que la participación debe basarse en 
“la divulgación previa y oportuna de información 
pertinente, transparente, objetiva, significativa y 
de fácil acceso en un plazo que permite llevar a 
cabo consultas significativas a las partes intere-
sadas”, se pueden identificar algunas fallas y au-
sencias de estos elementos en el desarrollo de los 
procesos que se repiten en los casos de análisis. 

En el caso de los proyectos de grandes hidroeléc-
tricas, las carencias son notables. En el caso de la 
hidroeléctrica de Belo Monte, el EsIA del proyec-
to, de más de 20 000 páginas, fue puesto a dis-
posición de los afectados apenas dos días antes 
de las audiencias públicas, lo que impidió la par-
ticipación efectiva y un adecuado acceso a la in-
formación en ellas (Ortúzar Greene et al., 2018). 
Dichas audiencias se realizaron con anterioridad 
a la finalización del EIA, por lo que no se informó 
sobre la totalidad de los impactos del proyecto 
(AIDA, 2018). De esta manera, en estas reuniones 
se discutió un EsIA incompleto y distorsionado de 
la realidad (DAR, 2014b)37. Sumado a ello, las au-
diencias fueron insuficientes y se produjeron de 
forma irregular en lugares alejados, inaccesibles 
para la mayoría de los afectados y otros actores 

37 Se debe resaltar que, en el caso de Belo Monte, las personas 
que vivían aguas abajo no fueron consideradas como 
“directamente” afectadas por la obra (Fearnside, 2019).

(Ortúzar Greene et al., 2018)38. Por último, no se 
tomaron en cuenta las observaciones de las co-
munidades (AIDA, 2018). 

Por su lado, en el caso de la gran represa ecua-
toriana Coca Codo Sinclair, la sección II del EIAD 
señala que el proceso de participación ciudadana 
realizado para el borrador del EsIA definitivo in-
cluyó: dos centros de información pública (CIP), 
una audiencia con actores claves y el uso de la pá-
gina web. Con relación a los CIP, estos funciona-
ron únicamente durante quince días, tiempo muy 
limitado y menor al sugerido originalmente en el 
“subprograma de difusión, información y comuni-
cación” contenido en el Plan de Manejo Ambiental 
del proyecto. Asimismo, para la realización de la 
audiencia pública, la población local no fue infor-
mada con la anticipación suficiente, al anunciarse 
en el semanario el mismo día en que la reunión 
iba a llevarse a cabo (DAR, 2014a). Para este caso, 
cabe mencionar que, si bien la entidad financiera 
del proyecto —el China Exim Bank— reconoce la 
necesidad de que los proyectos con grandes im-
pactos ambientales deben ser consultados con las 
partes interesadas de manera acorde a las leyes 
nacionales, no define ni el alcance ni la calidad 
de la información para asegurar que sea efectiva 
(DAR, 2014a). 

Con respecto al proyecto de la central hidroeléc-
trica de Inambari, este también se caracterizó por 
una limitada participación ciudadana en el proce-
so de elaboración del EsIA. No se realizaron entre-
vistas ni grupos focales con la población que sería 
reubicada, así como con otros pobladores, y tam-
poco se hicieron diagnósticos rurales participati-
vos para completar la información social y cultu-
ral del área de influencia (DAR, 2013). Es más, no 
se analizaron las percepciones para conocer las 
opiniones y expectativas sobre los impactos, las 
medidas de mitigación, entre otros temas (DAR, 
2013). 

Finalmente, el último taller informativo se de-
sarrolló en una localidad despoblada del área de 

38 Cabe mencionar que el IBAMA no solo no proporcionó 
transporte o alojamiento a quienes requerían movilizarse para 
participar, sino que las reuniones contaron con la presencia de 
miembros armados de la fuerza pública, limitando el ingreso 
de personas y periodistas con interés en informarse sobre el 
proyecto (Ortúzar Greene et al., 2018).
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influencia del proyecto, a pesar de que no era el 
lugar oportuno para garantizar el derecho de par-
ticipación ciudadana de la población afectada. 
Con este hecho, se contravino el 7º artículo de la 
Resolución Ministerial Nº 223-2010-MEM-DM, 
donde se señala que “los mecanismos a utilizarse 
en el proceso de consulta y participación ciudada-
na para las actividades eléctricas deben realizar-
se en el área de influencia directa del proyecto; se 
entiende con la población afectada” (Carhuatocto 
Sandoval, 2011, p. 24). 

En el caso de las represas del río Madeira, duran-
te el proceso de EIA se desarrollaron únicamente 
cuatro audiencias públicas que se caracterizaron 
por la falta de garantía en la participación e infor-
mación (Kopas y Puentes Riaño, 2009). Durante 
estas se dieron explicaciones técnicas sin pro-
porcionar una oportunidad adecuada para que 
los asistentes expresaran sus opiniones sobre el 
proyecto (ídem). Cabe mencionar que el EsIA de 
dicho proyecto no consideró a toda la población 
afectada. Este documento no contiene informa-
ción sobre la localización de los pueblos indígenas 
aislados que viven en el área afectada y tampoco 
especifica la población que puede afectarse direc-
ta o indirectamente por las represas, con excep-
ción de las personas a desplazarse (ídem). 

De igual modo se han observado deficiencias en 
los procesos de proyectos de hidrocarburos e in-
fraestructura. En el caso del proyecto Camisea, 
por ejemplo, a pesar de cumplirse formalmente 
con los lineamientos para la participación ciuda-
dana en actividades de hidrocarburos (RM Nº 571-
2008-MEM), la empresa entregó al Ministerio de 
Energía y Minas (MINEM) vídeos editados de los 
talleres participativos sin que nadie advirtiera esa 
situación; de esa manera, no queda clara la obliga-
toriedad de supervisar que el registro del proceso 
de participación ciudadana se desarrolle adecua-
damente39 (Gamboa, 2014). Asimismo, el MINEM 
no registró que, en la audiencia pública realizada, 

39 Los vídeos duraban un poco más de una hora. No se pudo 
identificar a funcionarios de la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Energéticos del MINEM que observaran o hicieran 
seguimiento del proceso de participación ciudadana en el 
lugar; tampoco se registra la participación de un intérprete 
que domine el idioma de la localidad o de representantes de la 
Defensoría del Pueblo o del MC (entidad rectora de los pueblos 
indígenas y de los PIACI).

se presentaron comuneros pertenecientes a pue-
blos indígenas en contacto inicial (habitantes de 
asentamientos ubicados al interior de la Reserva 
Territorial Nahua Kugapakori Nanti y otros), lo 
cual los hubiera obligado a realizar un procedi-
miento ad hoc en coordinación con el VMI del MC 
(Gamboa, 2014). 

Por último, en el caso de la Carretera Interoceáni-
ca sur (tramos 2, 3 y 4), si bien no tuvo un EsIA 
terminado antes de su ejecución, se pudo identi-
ficar que la población tuvo poca información y un 
nivel mínimo de participación durante la prepara-
ción de los estudios de factibilidad. Las reuniones 
se realizaron con convocatorias de última hora, 
sin información previa escrita, monopolizadas 
por visitantes, sin posibilidad de hacer preguntas 
de fondo por falta de comprensión del tema, etc. 
(Dourojeanni, 2006, p. 74). Asimismo, la informa-
ción existente estaba dispersa y confusa, “inclu-
yendo muchas informaciones oficiales segmen-
tadas y otras erradas que son proporcionadas por 
entidades públicas que tienen información par-
cial” (Dourojeanni, 2006, p. 52). 

Como se observa, la calidad de la participación en 
los casos analizados fue, en general, deficiente, 
pues los mecanismos participativos no siempre 
fueron los apropiados y las audiencias o procesos 
terminaron convirtiéndose más en un proceso de 
divulgación de información sobre los proyectos 
que en un proceso para que el público pudiera ha-
cer comentarios y expresar sus opiniones. Ade-
más, también se identificaron fallas en el uso de 
información pertinente y apropiada culturalmen-
te40. Por ejemplo, en el caso de la represa Belo 
Monte, el gobierno brasileño sostuvo reuniones 
con algunas comunidades indígenas sin propor-
cionar intérpretes ni asesoría para los diferentes 
pueblos indígenas presentes —varios de los cua-
les no hablan portugués— lo que impidió su parti-
cipación adecuada. Es más, estas se desarrollaron 
en un extenso lenguaje técnico (Ortúzar Greene et 
al., 2018; AIDA, 2018).

40 A pesar de que el BN (2018a, p. 7) y otras instituciones 
financieras internacionales mencionan que los procesos 
participativos deben basarse en la divulgación de información 
en un formato culturalmente adecuado —es decir, en el idioma 
local pertinente y que resulte comprensible para las partes 
interesadas—, esta situación no se cumple según el análisis de 
los casos emblemáticos.
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Las deficiencias en los procesos participativos 
han generado que algunos actores involucrados 
realicen acciones complementarias al proceso de 
participación ciudadana en la EIA. En Colombia, 
por ejemplo, las partes afectadas frecuentemente 
utilizan la judicialización de este tipo de proyec-
tos, principalmente a través de acciones de tutela 
y acciones populares, como una forma de garan-
tizar su derecho a la participación. En ese caso, la 
judicialización funciona como un método alterna-
tivo de protección de los derechos humanos que 
fueron desconocidos (Calle y Ryan, 2016). Ello no 
implica, sin embargo, que las respuestas necesa-
riamente sean favorables. De hecho, los procesos 
judiciales colombianos requieren mucho tiempo, 
pueden estar afectados por intereses políticos y 
económicos y no existen tribunales especializa-
dos en temática ambiental (Calle y Ryan, 2016).

Como resultado, es importante considerar que el 
requisito de la participación per se no es sinónimo 
de que el proceso asegure que las preocupaciones 
e intereses de las comunidades afectadas que-
den adecuadamente consideradas en el diseño 
de los proyectos. Por ello, la participación no solo 
requiere compartir información, sino también la 
oportunidad de que las partes interesadas puedan 
impactar en la formulación e implementación del 
proyecto (Ray et al., 2018). 

3.1.3. Consulta y consentimiento 
libre, previo e informado de pueblos 
indígenas: descripción, avances en 
la normativa de países de la cuenca 
amazónica y cuellos de botella
Un elemento fundamental en los procesos de EIA 
es la necesidad de asegurar que la participación 
se adecue a la población potencialmente afecta-
da y al contexto en el que se realiza. En ese marco 
y considerando la diversidad cultural en la región 
amazónica, los países analizados (Perú, Bolivia, 
Brasil, Colombia y Ecuador) reconocen, en todos 
los casos, el derecho a la consulta libre, previa e 
informada referida a las propuestas de leyes o 
medidas administrativas que afecten de manera 
directa a pueblos indígenas u originarios. 

Durante las décadas de 1990 y 2000, en estos 
países (en Brasil, en 1988) se desarrollaron nue-
vas Constituciones y se ratificaron instrumentos 
internacionales relevantes, tales como el Conve-
nio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), lo que impulsó a que se desarrollaran 
leyes para implementar los compromisos asumi-
dos. En concreto, los gobiernos de Ecuador y Perú 
han promulgado leyes nacionales que incorporan 
dicho convenio a la legislación interna. La Ley de 
Consulta Previa peruana es la más exigente en el 
aspecto normativo y se requiere un proceso de 
siete pasos/etapas donde las organizaciones indí-
genas ocupan un papel central41. 

El Convenio 169 OIT establece que los gobiernos 
deben consultar a los pueblos indígenas u origi-
narios mediante procesos apropiados y a través 
de sus instituciones representativas cuando se 
prevean medidas susceptibles de afectarlos di-
rectamente. A su vez, la Declaración de las Nacio-
nes Unidas sobre los Derechos de los Pueblos In-
dígenas - Declaración UN señala que los Estados 
deben celebrar consultas y cooperar de buena fe 
con los pueblos indígenas de manera previa a la 
adopción de medidas que los afecten, con el ob-
jetivo de lograr su consentimiento libre, previo e 
informado (CLPI).

En esa línea, diversos fallos, tanto de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
como de las cortes nacionales, han consolidado 
la comprensión del consentimiento previo, libre 
e informado de los pueblos indígenas. La senten-
cia del caso del pueblo Saramaka vs. Surinam, así 
como la del pueblo indígena Kichwa de Sarayaku 
contra el Ecuador, sentaron las bases para que di-
cho organismo propusiera los siguientes elemen-
tos a considerarse en los procesos de consultas 
(CEPAL, 2018; Kopas y Puentes Riaño, 2009):

 � Las consultas deben realizarse de buena fe, 
siguiendo procedimientos culturalmente 
adecuados y deben tener como fin llegar a un 
acuerdo. 

 � Las consultas deben realizarse de conformi-
dad con las propias tradiciones del pueblo in-
teresado, en las primeras etapas del plan de 

41 Artículo 8, Ley Nº 29785, Ley del Derecho a la Consulta Previa 
a los Pueblos Indígenas u Originarios del Perú. 
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desarrollo o inversión y no únicamente cuan-
do surja la necesidad de obtener la aproba-
ción de la comunidad.

 � El Estado debe asegurarse de que los actores 
tengan conocimiento de los posibles riesgos, 
incluidos los riesgos ambientales y de salu-
bridad, con el fin de que acepten el plan de 
inversión propuesto con conocimiento y de 
forma voluntaria.

A pesar de estos avances en materia normativa, 
en muchas ocasiones se manifiesta una resisten-
cia de los actores involucrados para la aplicación 
efectiva del derecho a la consulta y al CLPI, por lo 
que el ejercicio de este derecho es una de las prin-
cipales demandas de los pueblos indígenas, en la 
mayoría de los países de la cuenca amazónica. 

Al respecto, un informe de Ana Leyva (2018) pu-
blicado por Oxfam presenta un balance sobre la 
consulta previa en el Perú en los sectores minero 
e hidrocarburífero, y refleja cómo “los resultados 
de las experiencias de la consulta previa en el Perú 
todavía vienen produciendo insatisfacción en los 
pueblos indígenas y la baja de sus expectativas 
sobre la posibilidad de que garanticen la defensa 
de sus derechos” (p. 65). 

Así, menciona cómo la Ley de Consulta Previa 
(artículo 9) señala que deben consultarse las “pro-
puestas de medidas legislativas o administrativas 
que tienen una relación directa con los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas u originarios”. 
Al respecto, el Reglamento de la Ley de Consul-
ta Previa indica que una medida afecta “directa-
mente” a los pueblos indígenas “cuando contiene 
aspectos que pueden producir cambios en la si-
tuación jurídica o en el ejercicio de los derechos 
colectivos de tales pueblos” (artículo 3, literal b).

Como resultado, el informe destaca que la in-
terpretación sobre cómo entender la afectación 
directa en la que se basó la normatividad en el 
sector minero “fue que lo directo es que el acto 
administrativo produzca efectos jurídicos que no 
necesitan la emisión de otros actos administra-
tivos para concretarse” (Leyva, 2018, p. 32). Esta 
interpretación ha llevado a que la aprobación de 
los EsIA no sea consultada.

La aprobación de un EIA establece un con-
junto de obligaciones y compromisos para el 
titular de un proyecto, conjunto que puede 
alterar significativamente la situación jurí-
dica o el ejercicio de derechos de una comu-
nidad indígena. En este, puede establecerse, 
por ejemplo, un reasentamiento. Sin embar-
go, si bien con el EIA quedan constituidas es-
tas obligaciones y compromisos, no son de 
ejecución inmediata, porque para que la ac-
tividad se inicie, debe haberse obtenido otros 
títulos habilitantes y la autorización de inicio 
de operaciones, la cual tiene el objetivo de 
verificar únicamente que se cuenta con todos 
los permisos necesarios. Paradójicamente, 
en la normatividad no se considera consulta-
ble el EIA, pero sí la autorización de inicio de 
operaciones (Leyva, 2018, p. 32 y 33).

Esto se repite para el sector de hidrocarburos don-
de no se consulta la aprobación de los EsIA, a pe-
sar de que establecen condiciones a la realización 
de la operación con el fin de aminorar su impacto 
(Leyva, 2018). Por el contrario, solo se consulta el 
decreto supremo que aprueba el contrato de ex-
ploración y explotación del lote. 

En el marco de lo expuesto, debe encender alar-
mas que en ninguno de los casos emblemáticos 
analizados se cumpliera con las normas interna-
cionales del derecho a la CLPI de los pueblos in-
dígenas u originarios. Así, en el caso de los me-
gaproyectos de hidroeléctricas se produjeron 
violaciones a este derecho, tanto en Belo Monte 
y Río Madeira, en el Brasil, como en la represa de 
Inambari, en el Perú. 

Precisamente, en la hidroeléctrica de Belo Monte 
financiada por el BNDES42, a pesar de que el área 
donde se construyó el proyecto afecta directa-
mente a los pueblos indígenas de Arara de Vuelta 
Grande y Paquiçamba, no se cumplieron las nor-
mas internacionales (DAR, 2014b). El gobierno 
brasileño sostuvo reuniones con algunas comu-
nidades indígenas sin proporcionar intérpretes y 

42 Cabe mencionar que el BNDES, vinculado a los casos de estudio 
—especialmente al proyecto Belo Monte—, no tiene una política 
ni guía para la puesta en práctica de la legislación referida a la 
consulta libre, previa e informada de los pueblos indígenas y 
otras poblaciones tradicionales, de conformidad con el artículo 
231 de la Constitución Federal de Brasil y del Convenio 169 OIT.
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en un extenso lenguaje técnico (AIDA, 2018). La 
FUNAI presentó raudamente el proyecto en dos 
tierras indígenas, asegurando que dichas reu-
niones no correspondían con la consulta oficial, 
que se llevaría a cabo en otro momento (Rojas, 
2020). Sin embargo, posteriormente los afecta-
dos y afectadas se enteraron de que el Estado uti-
lizó esas reuniones para “cumplir” el requisito del 
CLPI43. 

Como resultado de esas deficiencias en el proceso 
de Belo Monte, se han producido numerosos recla-
mos de las organizaciones indígenas que han sido 
reconocidos en diferentes instancias judiciales y 
organismos internacionales. En un fallo de agosto 
de 2008, el Tribunal Regional Federal reconoció 
que la autorización del proyecto Belo Monte por 
el Congreso Nacional era ilegal, ya que se otorgó 
sin que las poblaciones afectadas fueran consul-
tadas (Movimento Xingu Vivo para Sempre, 2011). 
Asimismo, la CIDH actuó en la misma línea al con-
ceder las medidas cautelares y solicitar la suspen-
sión del proyecto en el año 201144. Es más, resolvió 
que los pueblos indígenas debían ser consultados. 
Como respuesta, el gobierno brasileño suspendió 
los pagos de Brasil ante la Organización de Esta-
dos Americanos (OEA), provocando una crisis di-
plomática internacional (Fearnside, 2014b)45. 

Por su parte, las represas del río Madeira pre-
sentan una situación similar. Al igual que en Belo 
Monte, también se produjo una violación de la 
Constitución brasileña y del Convenio 169 OIT. 
En este caso, si bien los pueblos indígenas fueron 
consultados sobre el proyecto, no se respetaron 
las garantías normativas, puesto que no dieron su 
CLPI para la construcción de las presas. Además, 
el EsIA indica información sobre la localización/
ubicación de los pueblos indígenas aislados que 
viven en el área afectada: los Katawixi y los Ka-
ripuninha (Kopas y Puentes Riaño, 2009). Tam-

43 Petición CIDH por caso Belo Monte, p. 15, supra nota 91. 

44 Petición CIDH por caso Belo Monte, pp. 32-36, supra nota 91; 
Medida Cautelar MC-382-10 de 1 de abril de 2011.

45 A la fecha, diferentes procesos legales contra Belo Monte siguen 
pendientes de las decisiones en los tribunales brasileños. 
La acción civil pública (proceso Nº 14.404), que cuestiona la 
legalidad del decreto por el cual el Congreso autorizó la planta 
sin consultar a las comunidades afectadas, está pendiente 
de una decisión ante la Corte Suprema Federal desde 2012, a 
pesar de que, en la práctica, ya se ha construido la represa y 
está en funcionamiento (Fearnside, 2017a). 

poco considera a las comunidades indígenas en la 
región que se verían afectadas por el proyecto, in-
cluyendo a los pueblos indígenas de la vecina Bo-
livia que presentan una alta probabilidad de que el 
proyecto también les produzca impactos (Kopas y 
Puentes Riaño, 2009). 

Como resultado, la cuestión del Complejo del Ma-
deira se presentó ante el Tribunal Latinoamerica-
no del Agua, que reconoció que el EsIA del pro-
yecto no considera los impactos en los pueblos 
indígenas, recalcando la existencia de un “po-
tencial conflicto transfronterizo” a causa de las 
represas (Kopas y Puentes Riaño, 2009). Como 
resultado, resolvió censurar al gobierno de Brasil 
y recomendar que cancele las licencias con el fin 
de desarrollar estudios nuevos.

En el Perú, si bien la presión social logró detener la 
construcción de la central hidroeléctrica de Inam-
bari, durante el proceso de EIA no se desarrolló 
la CLPI con los pueblos indígenas afectados. La 
empresa encargada del EsIA fue multada por no 
cumplir los requisitos de aplicación de la consul-
ta previa (Neyra, 2018). En ese sentido, diferentes 
organizaciones de la sociedad civil señalaron la 
necesidad de llevar a cabo la consulta previa se-
gún los procedimientos previstos en la legislación 
nacional de la Ley de Consulta Previa y su Regla-
mento, dado que el área cercana a la comunidad 
indígena de San Lorenzo iba a ser fuertemente 
impactada por el embalse (DAR, 2014b). 

Por otro lado, en el caso del proyecto Camisea, 
fueron significativas las declaraciones del minis-
tro de Energía y Minas, quien afirmó que en el 
procedimiento de ampliación del Lote 88 no era 
necesario realizar el procedimiento de consulta 
previa pues no había pueblos indígenas contacta-
dos “y donde no los hay, no hay que hacer con-
sulta previa” (Gamboa, 2013, p. 17). Asimismo, du-
rante la audiencia pública para la ampliación del 
Lote 88, cuando los pobladores preguntaron la 
razón por la cual no se realizaba la consulta pre-
via, representantes del mismo sector afirmaron 
que “para el EIA no se da el proceso de consulta 
previa y que la Ley de Consulta no es retroactiva 
(Gamboa, 2013, p. 22). 

Por último, en el caso del proyecto Coca Codo 
Sinclair, no hubo ningún proceso formal de CLPI, 
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puesto que las comunidades vecinas no son in-
dígenas. Así, si bien la Sección II del EIA-d men-
ciona que el proceso de participación ciudadana 
debe realizarse de forma previa a la aprobación 
del EsIA, en ninguna parte se indica la necesidad 
de realizar un proceso de consulta previa, libre e 
informada, como tal. 

El análisis visibiliza lo que ya fue diagnosticado 
en el informe publicado en 2013 por James Ana-
ya, anterior relator especial de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU), sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas: las consultas en torno 
a proyectos extractivos casi siempre presentan 
desequilibrios de poder entre los actores públi-
cos o privados y los pueblos indígenas (Naciones 
Unidas, 2013). Anaya indica que dichos desequi-
librios pueden deberse a distintos factores, tales 
como las diferencias de capacidad técnica y finan-
ciera, acceso a la información e influencia política 
(Naciones Unidas, 2013)46. 

A ello debe sumarse la ausencia de políticas y me-
didas concretas para promover el acceso de las 
mujeres a la participación y toma de decisiones en 
procesos de consulta previa (Onamiap y Oxfam, 
2019, p. 7). Como revelan diversos informes, aún 
la realidad y la voz de la mujer indígena es invisi-
bilizada en muchos de estos procesos (DAR, 2019, 
p. 74, 104; Onamiap y Oxfam, 2019, p. 7). Al res-
pecto, un informe de la CIDH señala que ello es el 
resultado de la aguda situación de discriminación 
y marginalización estructural e institucional que 
viven muchas mujeres indígenas, lo que las lle-
va a enfrentar múltiples barreras para ejercer sus 
derechos en distintas esferas de vida, entre ellas 
la de la participación política (CIDH, 2017, pp. 18, 
39)47 . 

46 Cabe mencionar que Anaya considera que las consultas con 
los pueblos indígenas deben tener lugar antes de que el Estado 
autorice, o una empresa realice o se comprometa a realizar, 
cualquier actividad relacionada con el proyecto dentro de un 
territorio indígena o en zonas utilizadas por los indígenas, 
y remarca que la consulta y el consentimiento podrían ser 
necesarios en las distintas etapas de un proyecto extractivo, 
incluyendo la exploración hasta la producción y clausura 
(ídem). 

47 Cabe mencionar que no se encontró vasta información sobre 
el tema de participación de las mujeres en los procesos 
de consulta previa referidos a los casos emblemáticos 
seleccionados, lo que da cuenta de la necesidad de incluir esta 
temática en estudios de diversa índole.

Así, con el fin de lograr acuerdos justos en torno 
a los recursos naturales en sus territorios, Anaya 
recomienda, por ejemplo, establecer mecanismos 
de financiamiento que permitan a los pueblos in-
dígenas acceder a asistencia técnica y asesora-
miento independientes; promover la participación 
de mediadores independientes en las consultas y 
procesos de negociación, o diseñar procedimien-
tos estandarizados para la difusión de informa-
ción sobre los riesgos y los beneficios potenciales 
de los proyectos (Naciones Unidas, 2013). Por su 
lado, la CIDH recomienda a los Estados establecer 
las condiciones institucionales necesarias para fa-
cilitar la participación de las mujeres. Entre ellas, 
fomentar la capacidad en el diseño de agendas 
propias de mujeres indígenas y sus organizacio-
nes representativas, así como fortalecer los espa-
cios de diálogo entre lideresas comunitarias y los 
gobiernos (CIDH, 2017, p. 48).

3.1.4. Criminalización y amenaza 
de las personas y comunidades 
afectadas 
Una preocupación creciente relativa a los proce-
sos de licenciamiento ambiental de los grandes 
proyectos extractivos y de infraestructura son las 
situaciones de hostigamiento, criminalización o 
violencia hacia las personas y comunidades que 
defienden sus derechos, lo que incluye la inicia-
ción de procesos judiciales, el uso de la fuerza en 
protestas pacíficas, así como las amenazas y ata-
ques que pueden desembocar en asesinatos a sus 
miembros o líderes y lideresas. 

Un informe de Global Witness (2020) indica que 
América Latina es la región del mundo que pre-
senta los mayores riesgos para las personas de-
fensoras de los derechos relacionados con el te-
rritorio, el medio ambiente y el acceso a la tierra, 
y que dos tercios de los homicidios a defensores 
ambientales en el mundo han ocurrido en esta re-
gión. En concreto, en el año 2019, solo en la zona 
de la Amazonía se registraron 33 muertes. Ade-
más, los grupos indígenas están particularmente 
en riesgo, representando la mitad de los asesina-
tos documentados, a pesar de que representan 
solo el 4,4 % de la población. 
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Un estudio con base en el análisis de 220 conflic-
tos vinculados con proyectos de infraestructu-
ra de represas señala que, el uso de la represión, 
criminalización, ataques violentos hacia activis-
tas y asesinatos eran comunes en aquellos casos 
donde las hidroeléctricas presentan controversias 
(Del Bene et al., 2018). 

Varios de estos hechos han sido ya examinados 
por diferentes organismos del Derecho interna-
cional para casos de grandes proyectos de infraes-
tructura, y se consideran contrarios a los derechos 
humanos, incluyendo los derechos a la vida48, la 
integridad personal49, la reunión50, la libre asocia-
ción51, la libertad de expresión52, y la protección 
jurídica y debido proceso53. Asimismo, las difi-
cultades para abordar problemas de gobernanza 
son notables en muchos casos: falta la consulta y 
la consideración de los impactos negativos sobre 
la población y el ambiente, las empresas no cum-
plen con sus ofrecimientos (facturas de energía 
más baratas, más empleos, mejor infraestructura 
como escuelas y hospitales), entre otros (Fearnsi-
de, 2017a; Rojas, 2020). 

Un caso paradigmático que refleja este tipo de si-
tuaciones es el de la hidroeléctrica de Belo Monte 
en el río Xingu. Allí, líderes de la comunidad, de-
fensores de los derechos humanos y otros involu-
crados fueron amenazados. Además, se compro-
bó el espionaje contra el Movimiento Xingu Vivo 
a cargo de la empresa constructora Norte Energía 
con el propósito de compartir la información con 
la Agencia de Inteligencia del Brasil (AIDA, 2018). 

En 2013, diferentes sectores de la población ocu-
paron el área de la represa como medida de pro-
testa a la construcción. En respuesta, el Estado 
militarizó el área con el argumento de garantizar 
la seguridad de la zona de construcción, controlar 
los movimientos sociales y evitar más demoras en 
la construcción de la presa (AIDA, 2018). Uharte 
Pozas (2016) documenta las denuncias de acti-
vistas sobre intentos de criminalización de la em-

48 Convención Americana, art. 4; PIDCP, art. 6.

49 Convención Americana, art. 5; PIDCP, art. 7.

50 Convención Americana, art. 15; PIDCP, art. 21.

51 Convención Americana, art. 16; PIDCP, art. 22.

52 Convención Americana, art. 13; PIDCP, art. 19.

53 Convención Americana, arts. 8, 25; PIDCP, arts. 9, 14.

presa constructora con el apoyo de la Policía y del 
Poder Judicial. Es más, el autor argumenta que la 
empresa financió de manera directa a la Policía. 
Esto fue comprobado por el propio cuerpo policial 
de Altamira, quien reconoció que Norte Energía 
entregó vehículos, motocicletas y hasta un heli-
cóptero con el logo de la empresa, evidenciando 
visualmente a quién estaba subordinado el cuer-
po del Estado (Uharte Pozas, 2016). 

En mayo del año 2015, dos granjeros fueron atro-
pellados durante una protesta contra la cons-
trucción de la represa, y en 2016, el secretario de 
Medio Ambiente de Altamira, responsable de la 
inspección ambiental y la pesca, fue asesinado 
(AIDA, 2018). Ello se sumó al sonado asesinato, en 
el año 2001, del líder del Movimiento para el Desa-
rrollo de la Transamazonía y Xingú, Ademir Albeu 
Federicci, más conocido como “Dema”, conside-
rado en la actualidad como un mártir en la lucha 
contra Belo Monte (Fearnside, 2017a).

Como resultado, se plantearon más de sesenta 
demandas, las cuales cuestionaron las irregulari-
dades en torno al funcionamiento de la central hi-
droeléctrica de Belo Monte en los tribunales bra-
sileños. El Ministerio Público Federal de Pará ha 
presentado veintisiete acciones civiles públicas, y 
también hay demandas del defensor público del 
Estado de Pará, el defensor público de la Unión y 
las organizaciones de la sociedad civil (Ritter et 
al., 2017). 

3.1.5. Transparencia, rendición de 
cuentas y casos emblemáticos
El acceso a la información pública es esencial para 
garantizar la participación efectiva de las partes 
interesadas en los procesos de EIA de proyectos 
de infraestructura y extractivos, puesto que la au-
sencia de información adecuada y oportuna im-
posibilita que estas tomen decisiones, así como 
que propongan comentarios, alternativas y accio-
nes para prevenir, mitigar y monitorear los avan-
ces del proyecto. 

En ese sentido, el ejercicio efectivo del derecho 
de acceso a la información es fundamental para 
la buena gobernanza de los recursos naturales y 
puede ayudar a prevenir conflictos. Al respecto, 
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la CEPAL (2016, p. 139) afirma que el acceso a la 
información en etapas tempranas de la toma de 
decisiones vinculadas con los recursos naturales 
permite la transparencia sobre la distribución de 
los costos y los beneficios de las decisiones entre 
los inversionistas, el gobierno y las comunidades 
locales, generando confianza y evitando potencia-
les conflictos socioambientales. 

Este derecho ha sido reafirmado por organismos 
internacionales. Así, la CIDH decretó en el año 
2006 el acceso a la información como un derecho 
humano fundamental protegido por los tratados y 
que debe ser respetado por los Estados. Este or-
ganismo se ha pronunciado al respecto en varias 
ocasiones, remarcando, a través del artículo 13 de 
la Convención Americana, por ejemplo, la nece-
sidad de que la población ejerza el control demo-
crático de las gestiones estatales, de forma tal que 
puedan cuestionar, indagar y considerar si se es-
tán cumpliendo las funciones públicas54. Esto se 
suma a diferentes fallos de tribunales nacionales, 
donde se reconoce el derecho de acceso a la in-
formación como derecho fundamental de carácter 
universal. 

Asimismo, como ya fue mencionado, el Acuer-
do de Escazú es el primer tratado en materia de 
derechos humanos ambientales para la región 
de América Latina y el Caribe que desarrolla el 
Principio 10 de la Declaración de Río, mejorando, 
entre otros aspectos, el acceso a la información, 
participación y justicia en temas ambientales. El 
Acuerdo de Escazú incorpora la obligación de los 
Estados de elaborar un informe nacional sobre el 
estado del medio ambiente (artículo 6.7) y sobre 
la sostenibilidad tanto de empresas públicas y pri-
vadas a efectos de visibilizar su desempeño social 
y ambiental (artículo 6.13). 

En los cinco países de la cuenca amazónica ana-
lizados, las leyes generales del ambiente hacen 
referencia a la información ambiental. A pesar de 
que solo Brasil y Perú incorporan una definición 
explícita de lo que se entiende por esta (CEPAL, 
2016), todos ellos cuentan con disposiciones de 
transparencia activa, poniendo así a disposición 
del público información sobre asuntos ambien-

54 Corte IDH, caso Claude Reyes y otros c. Chile, Sentencia de 
fondo, 19 de septiembre de 2006, Serie C Nº 151, párr. 86.

tales. En algunos países esto se ha materializado 
en la implementación de sistemas de información 
ambiental, como por ejemplo, el Sistema Nacional 
de Información Ambiental del Perú (SINIA), el Sis-
tema Información Ambiental de Colombia (SIAC) 
o el Sistema Único de Información Ambiental de 
Ecuador (SUIA). 

El cuadro 4 presenta una sistematización de la 
normativa más relevante en la temática. Cabe 
mencionar, asimismo, que gran parte de los paí-
ses de la región han incorporado dentro de su 
legislación la obligación de que alguna autoridad 
presente información sobre el estado del ambien-
te con una periodicidad determinada. En el caso 
de Colombia, la obligación de producir informes 
anuales sobre el estado del medio ambiente se 
encuentra incorporada en la Constitución. 
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Cuadro 4. Normativa sobre transparencia en el marco del licenciamiento ambiental 

País/Ley/Año Sujeto obligado
Elementos de transparencia activa 

(información oficiosa) y pasiva
Excepciones y plazos 

máximos de excepción

Órgano garante, 
naturaleza y recurso de 

revisión

Bolivia

Ley Nº 341 
(2013)

Decreto Su-
premo Nº 
28168 (2005)

Todas las entidades públicas 
de los cuatro Órganos del 
Estado, Ministerio Público, 
Defensoría del Pueblo, Con-
traloría General del Estado, 
Procuraduría General del 
Estado, Fuerzas Armadas y 
Policía Boliviana. También las 
empresas e instituciones pú-
blicas descentralizadas, des-
concentradas, autárquicas, 
empresas mixtas y empresas 
privadas que presten servi-
cios básicos o que adminis-
tren recursos fiscales o re-
cursos naturales. Finalmente, 
en las entidades territoriales 
autónomas departamenta-
les, regionales, municipales 
indígenas originarias cam-
pesinas. En este último caso, 
esta norma se aplicará de 
acuerdo con sus normas y 
procedimientos propios. 

La transparencia forma parte de los 
principios de cumplimiento obligato-
rio y esencial. Es el manejo honesto 
y adecuado de los recursos públicos, 
así como la facilitación de información 
pública desde los órganos del Estado 
y las entidades privadas que admi-
nistran recursos fiscales o recursos 
naturales, de forma veraz, oportuna, 
comprensible y confiable.

El acceso a la información solo 
podrá ser negado de manera 
excepcional y motivada, úni-
camente respecto de aquella 
información que con anterio-
ridad a la petición y de con-
formidad a leyes vigentes se 
encuentre clasificada como 
secreta, reservada o confiden-
cial. Esta calificación no será, 
en ningún caso, discrecional de 
la autoridad pública.

Levantado el secreto, la re-
serva o la confidencialidad 
por autoridad competente, de 
conformidad a leyes vigentes, 
la información solicitada será 
proporcionada de manera 
oportuna y preferente.

En caso de negativa inde-
bida, falta de respuesta 
o restricción ilegal al de-
recho a la información, el 
peticionario podrá acudir 
en queja ante la autoridad 
superior competente o 
el Defensor del Pueblo, o 
hacer uso de los recursos 
constitucionales, judiciales 
y administrativos vigentes 
en el ordenamiento jurídi-
co.

La autoridad superior com-
petente, resolverá la queja 
en el plazo de cinco días 
hábiles a partir de su pre-
sentación. Si la considera 
fundada, dentro del plazo 
máximo de quince días 
hábiles proporcionará la 
información solicitada.

Brasil

Ley Nº 12.527 
(2011)

Órganos públicos de la ad-
ministración directa de los 
poderes Ejecutivo y Legisla-
tivo (incluidas las cortes de 
cuentas), el Poder Judicial y 
el Ministerio Público Federal, 
entidades, fundaciones, em-
presas públicas y demás so-
ciedades controladas total o 
parcialmente por el gobierno 
central, los estados, distritos 
o municipios, entidades pri-
vadas sin fines de lucro que 
reciben recursos públicos. 

Activa: competencias, estructura or-
gánica, registros de financiamiento y 
gastos, contratos y licitaciones, accio-
nes, proyectos y obras de la entidad, y 
preguntas frecuentes, entre otros.

Pasiva: cualquier interesado podrá 
presentar un pedido de acceso a la 
información a los entes obligados sin 
necesidad de acreditar motivo en caso 
de informaciones de interés público. 

Excepciones: información que 
afecte la defensa, la integridad, 
la soberanía o la seguridad na-
cional, información que ponga 
en riesgo negociaciones inter-
nacionales o la vida o la salud 
pública, información que des-
estabilice al sector financiero, 
información que trate sobre 
planes estratégicos de las 
fuerzas armadas o ponga en 
riesgo investigaciones científi-
cas o tecnológicas, entre otros. 

Plazos: según la clasificación, 
ultrasecreta: veinticinco años; 
secreta: quince años, y reser-
vada: cinco años. 

Órgano garante y naturale-
za: Ouvidoría de la Contra-
loría General de la Unión. 
Dependencia de la Presi-
dencia de la República. 

Recurso. Primera instancia: 
ante el organismo jerárqui-
camente superior (el plazo 
para hacerlo es de diez 
días desde el silencio ad-
ministrativo o la negativa). 
Segunda instancia: ante la 
Contraloría General de la 
Unión. Tercera instancia: 
ante la Comisión Mixta de 
Reevaluación de Informa-
ciones (CMRI). 
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País/Ley/Año Sujeto obligado
Elementos de transparencia activa 

(información oficiosa) y pasiva
Excepciones y plazos 

máximos de excepción

Órgano garante, 
naturaleza y recurso de 

revisión

Colombia

Ley Nº 1712 
(2014)

Decreto Nº 
1494 (2015)

Toda entidad pública de 
todas las ramas del poder 
público, en todos los niveles 
de la estructura estatal, cen-
tral o descentralizada en los 
órdenes nacional, departa-
mental, municipal y distrital, 
los órganos de control, las 
personas naturales y jurídi-
cas, públicas o privadas que 
desempeñen una función pú-
blica, las empresas púbicas 
creadas por ley, las empresas 
del Estado y las sociedades 
en que este tenga partici-
pación, los partidos políticos 
y grupos ciudadanos signi-
ficativos, las entidades que 
administren instituciones pa-
rafiscales, fondos o recursos 
públicos. 

Activa: estructura orgánica y servicios, 
procedimientos y funcionamiento del 
sujeto obligado, incluidos mecanismos 
para participación pública y decisio-
nes y políticas adoptadas que afec-
ten al público con sus fundamentos, 
esquema de publicación en el que se 
establezcan las clases de información 
que el sujeto publicará de manera 
proactiva. 

Pasiva: toda persona tiene derecho a 
solicitar y recibir información de cual-
quier sujeto obligado, sin necesidad de 
expresar causa o motivación para la 
solicitud. 

Excepciones: información que 
dañe derechos de personas 
naturales o jurídicas (derecho 
a la intimidad, a la vida, a la 
salud o la seguridad, secre-
tos comerciales, industriales 
y profesionales), información 
que dañe los intereses públicos 
(defensa y seguridad nacional, 
seguridad pública, relaciones 
internacionales, prevención, 
investigación y persecución 
de delitos, debido proceso, 
derechos de la infancia, la 
adolescencia, estabilidad ma-
croeconómica y financiera del 
país, salud pública). 

Plazo: la información excep-
tuada por daño a los intereses 
públicos no deberá́ extenderse 
por un período mayor a quince 
años. 

Recurso: cuando se invo-
que la reserva de seguri-
dad y defensa nacional o 
relaciones internacionales, 
el solicitante podrá́ acudir 
al recurso de reposición 
dentro de los tres días si-
guientes a la notificación. 
Negado este recurso, podrá́ 
apelar al Tribunal Adminis-
trativo o al juez adminis-
trativo.

Perú

Ley Nº 27806 
(2002)

Según la Ley del Procedi-
miento Administrativo Gene-
ral Nº 27.444: los poderes Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial; 
los gobiernos regionales y 
locales, los organismos a los 
que la Constitución Política 
del Perú y las leyes confieren 
autonomía, las demás enti-
dades y organismos, proyec-
tos y programas del Estado 
cuyas actividades se consi-
deran sujetas a las normas 
comunes de derecho público; 
las personas jurídicas bajo el 
régimen privado que prestan 
servicios públicos o ejercen 
función administrativa. 

Activa: datos generales como orga-
nigrama, marco normativo y comu-
nicados, información presupuestal, 
adquisiciones de bienes, proveedores, 
contrataciones y montos comprome-
tidos, actividades oficiales, así como 
otra información que se estime nece-
saria. Además, los privados sujetos a 
este régimen deben informar sobre la 
naturaleza de sus servicios, las tarifas 
y las funciones administrativas que 
ejercen. 

Pasiva: toda persona tiene derecho 
a solicitar y recibir información de 
cualquier entidad de la Administración 
Pública. En ningún caso se exige ex-
presión de causa para el ejercicio de 
este derecho. 

Excepciones: es información 
secreta la bélica, militar y de 
defensa nacional interna o ex-
terna. Es información reserva-
da la que puede poner en ries-
go la vida de una persona, las 
operaciones policiales, aquella 
cuya publicación interfiera con 
investigaciones y la que pueda 
perjudicar a las relaciones in-
ternacionales. 

No podrá invocarse reserva 
sobre informaciones relacio-
nadas con la violación de dere-
chos humanos o aquellos acor-
dados en el Primer Convenio de 
Ginebra de 1949. 

Plazo: cinco años prorrogables 
(plazo de prórroga no espe-
cificado) para la información 
secreta. 

Órgano garante y naturale-
za: Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a 
la Información Pública que 
forma parte del Ministerio 
de Justicia y Derechos Hu-
manos de Perú (MINJUSDH) 
a través de la Dirección 
Nacional de Transparencia 
y Acceso a la Información 
Pública (creada median-
te Decreto Legislativo Nº 
1353). 

Recurso: frente a la dene-
gación o falta de respues-
ta, si no existe un superior 
jerárquico a la institución, 
puede darse por agotada la 
vía administrativa. 
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País/Ley/Año Sujeto obligado
Elementos de transparencia activa 

(información oficiosa) y pasiva
Excepciones y plazos 

máximos de excepción

Órgano garante, 
naturaleza y recurso de 

revisión

Una vez agotada la vía ad-
ministrativa puede iniciar-
se un proceso contencioso 
administrativo. El Decreto 
Legislativo Nº 1353 (que 
entrará en vigor al día si-
guiente de la publicación 
del decreto supremo que 
apruebe su reglamento y 
la modificación del Regla-
mento de Organización y 
Funciones del MINJUSDH) 
establece la creación de un 
Tribunal de Transparencia 
y Acceso a la Información 
Pública como última ins-
tancia administrativa en 
materia de transparencia 
y derecho al acceso a la 
información pública en el 
país.

Ecuador

Ley Orgánica 
de Trans-
parencia y 
Acceso a la 
In fo rmac ión 
Pública (LO-
TAIP)

Ley 24. Regis-
tro Oficial Su-
plemento 337 
de 18-may.-
2004

a) Los organismos y entida-
des que conforman el sector 
público en los términos del 
artículo 118 de la Constitución 
Política de la República; b) los 
entes señalados en el artí-
culo 1 de la presente Ley; c) 
las personas jurídicas cuyas 
acciones o participaciones 
pertenezcan en todo o en 
parte al Estado, exclusiva-
mente sobre el destino y ma-
nejo de recursos del Estado; 
d) el derecho de acceso a la 
información de los diputa-
dos de la República se rige 
conforme a lo dispuesto en 
la Constitución Política de la 
República, en la Ley Orgánica 
de la Función Legislativa y su 
Reglamento Interno; 

Activa: a) estructura orgánica funcio-
nal, base legal que la rige, regulaciones 
y procedimientos internos aplicables a 
la entidad; las metas y objetivos de las 
unidades administrativas de conformi-
dad con sus programas operativos; b) 
el directorio completo de la institución, 
así como su distributivo de personal; 
c) la remuneración mensual por pues-
to y todo ingreso adicional, incluso el 
sistema de compensación, según lo 
establezcan las disposiciones corres-
pondientes; d) los servicios que ofrece 
y las formas de acceder a ellos, hora-
rios de atención y demás indicaciones 
necesarias, para que la ciudadanía 
pueda ejercer sus derechos y cumplir 
sus obligaciones; e) texto íntegro de 
todos los contratos colectivos vigentes 
en la institución, así como sus anexos 
y reformas;

Excepciones: no procede el 
derecho a acceder a la infor-
mación pública, exclusivamen-
te en los siguientes casos: a) 
los documentos calificados 
de manera motivada como 
reservados por el Consejo de 
Seguridad Nacional, por razo-
nes de defensa nacional, de 
conformidad con el artículo 81, 
inciso tercero, de la Constitu-
ción Política de la República y 
que son: 1) los planes y órdenes 
de defensa nacional, militar, 
movilización, de operaciones 
especiales y de bases e insta-
laciones militares ante posibles 
amenazas contra el Estado; 2) 
información en el ámbito de la 
inteligencia, específicamente 
los planes, operaciones e infor-
mes de inteligencia y contra in-
teligencia militar, siempre que 
existiera conmoción nacional; 

Órgano garante: Defensoría 
del Pueblo. El Tribunal Su-
premo Electoral, en el tér-
mino de sesenta días con-
tados a partir de la fecha 
de recepción de los infor-
mes de gasto electoral pre-
sentados por los directores 
de las diferentes campañas 
electorales, agrupaciones 
políticas o candidatos, de-
berá publicar en su sitio 
web los montos recibidos 
y gastados en cada cam-
paña.De la resolución al 
acceso de información que 
adopte el juez de lo civil o 
el tribunal de instancia, se 
podrá apelar ante el Tri-
bunal Constitucional, para 
que confirme o revoque la 
resolución apelada. 
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País/Ley/Año Sujeto obligado
Elementos de transparencia activa 

(información oficiosa) y pasiva
Excepciones y plazos 

máximos de excepción

Órgano garante, 
naturaleza y recurso de 

revisión

e) las corporaciones, funda-
ciones y organismos no gu-
bernamentales (ONG) aunque 
tengan el carácter de priva-
dos y sean encargados de la 
provisión o administración de 
bienes o servicios públicos, 
que mantengan convenios, 
contratos o cualquier forma 
contractual con instituciones 
públicas u organismos inter-
nacionales, siempre y cuan-
do la finalidad de su función 
sea pública; f) las personas 
jurídicas de derecho priva-
do, que sean delegatarias o 
concesionarias o cualquier 
otra forma contractual de 
servicios públicos del Estado, 
en los términos del respecti-
vo contrato; g) las personas 
jurídicas de derecho privado, 
que realicen gestiones pú-
blicas o se financien parcial 
o totalmente con recursos 
públicos y únicamente en 
lo relacionada con dichas 
gestiones o con las accio-
nes o actividades a las que 
se destinen tales recursos, y 
h) las personas jurídicas de 
derecho privado que posean 
información pública en los 
términos de esta ley.

f) se publicarán los formularios o for-
matos de solicitudes que se requie-
ran para los trámites inherentes a su 
campo de acción; g) información total 
sobre el presupuesto anual que admi-
nistra la institución, especificando in-
gresos, gastos, financiamiento y resul-
tados operativos de conformidad con 
los clasificadores presupuestales, así 
como liquidación del presupuesto, es-
pecificando destinatarios de la entrega 
de recursos públicos; h) los resultados 
de las auditorías internas y guberna-
mentales al ejercicio presupuestal; 
i) información completa y detallada 
sobre los procesos precontractuales, 
contractuales, de adjudicación y liqui-
dación, de las contrataciones de obras, 
adquisición de bienes, prestación de 
servicios, arrendamientos mercanti-
les, etc., celebrados por la institución 
con personas naturales o jurídicas, 
incluidos concesiones, permisos o 
autorizaciones; j) un listado de las em-
presas y personas que han incumplido 
contratos con dicha institución; k) pla-
nes y programas de la institución en 
ejecución; l) el detalle de los contratos 
de crédito externos o internos; se se-
ñalará la fuente de los fondos con los 
que se pagarán esos créditos. Cuando 
se trate de préstamos o contratos de 
financiamiento, se hará constar, como 
lo prevé la Ley Orgánica de Administra-
ción Financiera y Control, Ley Orgánica 
de la Contraloría General del Estado y 
la Ley Orgánica de Responsabilidad y 
Transparencia Fiscal, las operaciones y 
contratos de crédito, los montos, plazo, 
costos financieros o tipos de interés; 

3) la información sobre la 
ubicación del material bélico 
cuando ésta no entrañe peligro 
para la población, y 4) los fon-
dos de uso reservado exclusi-
vamente destinados para fines 
de la defensa nacional, y b) Las 
informaciones expresamente 
establecidas como reservadas 
en leyes vigentes.

Plazos: El titular de la entidad 
o representante legal, será 
el responsable y garantizará 
la atención suficiente y ne-
cesaria a la publicidad de la 
información pública, así como 
su libertad de acceso. Su res-
ponsabilidad será recibir y 
contestar las solicitudes de 
acceso a la información, en el 
plazo perentorio de diez días, 
mismo que puede prorrogarse 
por cinco días más, por causas 
debidamente justificadas e in-
formadas al peticionario.

El recurso de apelación, se 
interpondrá dentro de los 
tres días hábiles siguientes, 
será concedido con efecto 
devolutivo, salvo en el caso 
de recursos de apelación 
deducidos por acceso a la 
información reservada o 
confidencial. Negado el re-
curso por el juez o Tribunal 
Constitucional, cesarán las 
medidas cautelares.
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País/Ley/Año Sujeto obligado
Elementos de transparencia activa 

(información oficiosa) y pasiva
Excepciones y plazos 

máximos de excepción

Órgano garante, 
naturaleza y recurso de 

revisión

m) mecanismos de rendición de cuen-
tas a la ciudadanía, tales como metas 
e informes de gestión e indicadores de 
desempeño; n) los viáticos, informes 
de trabajo y justificativos de movili-
zación nacional o internacional de las 
autoridades, dignatarios y funcionarios 
públicos; o) el nombre, dirección de la 
oficina, apartado postal y dirección 
electrónica del responsable de atender 
la información pública de que trata 
esta Ley; p) la Función Judicial y el 
Tribunal Constitucional, adicionalmen-
te, publicarán el texto íntegro de las 
sentencias ejecutoriadas, producidas 
en todas sus jurisdicciones; q) los or-
ganismos de control del Estado, adi-
cionalmente, publicarán el texto ínte-
gro de las resoluciones ejecutoriadas, 
así como sus informes, producidos en 
todas sus jurisdicciones; r) el Banco 
Central, adicionalmente, publicará los 
indicadores e información relevante 
de su competencia de modo asequible 
y de fácil comprensión para la pobla-
ción en general; s) los organismos sec-
cionales, informarán oportunamente a 
la ciudadanía de las resoluciones que 
adoptaren, mediante la publicación de 
las actas de las respectivas sesiones 
de estos cuerpos

Pasiva: toda persona a quien se hubie-
re denegado en forma tácita o expresa, 
información de cualquier índole a la 
que se refiere esta Ley, ya sea por la 
negativa de la información, ya sea por 
la información incompleta, alterada y 
hasta falsa que le hubieren proporcio-
nado, incluso si la denegatoria se sus-
tenta en el carácter reservado o con-
fidencial de la información solicitada

Fuente: CEPAL, 2016: p. 52; CEPAL, 2018; Ley de Bolivia Nº 341 y Decreto Supremo de Bolivia Nº 28168.

Por otro lado, el cumplimiento del derecho a la 
información en el proceso de EIA requiere pro-
cedimientos efectivos y abiertos para acceder a 
información sobre licencias y concesiones, los 
estudios realizados, así como otra información re-
levante (Kopas y Puentes Riaño, 2009). Sin em-
bargo, y a pesar de la normativa nacional e inter-
nacional expuesta, uno de los mayores reclamos 
aún de los pueblos indígenas en territorios donde 

se extraen recursos naturales es, precisamente, el 
limitado acceso a información completa, adecua-
da y de calidad. Esto se agrava, además, porque, 
en ocasiones, el Estado cede la responsabilidad de 
informar sobre los proyectos y sus impactos a las 
empresas, lo que genera desconfianza en las co-
munidades (Aranibar et al., 2011). 

Particularmente, los casos de estudio reflejan 
también limitaciones en la transparencia y acceso 
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a la información. Así, en varios de ellos, la informa-
ción que legalmente debía ser pública, en la prác-
tica no era accesible a la población. En el proyecto 
de la hidroeléctrica de Inambari, el acceso al EsIA 
realizado por EGASUR fue restringido a la pobla-
ción, considerándose de carácter confidencial en 
el MINEM (Serra, 2020)55. En dicho contexto, para 
lograr su acceso se tuvo que realizar un hábeas 
data interpuesto por el Instituto de Defensa Legal 
del Ambiente y el Desarrollo Sostenible (IDLADS) 
y apoyado por DAR (DAR, 2013, p. 75). 

En el caso de Inambari, no solo se negó al acce-
so al documento, sino que también se manifes-
taron deficiencias en la fluidez de la información 
presentada por la empresa sobre la operación del 
proyecto y los potenciales impactos socioambien-
tales positivos y negativos. Ello dejó a la población 
en una situación de desigualdad en información y, 
por lo tanto, de negociación asimétrica que poten-
ció reclamos y conflictos (DAR, 2013, p. 85). 

Con respecto a la ampliación del Lote 88 del pro-
yecto Camisea, cuando la sociedad civil solicitó al 
MC información sobre las opiniones emitidas por 
el sector, esta fue denegada. De igual modo, cuan-
do se solicitó al SERNANP información sobre las 
opiniones técnicas emitidas, esta solicitud tam-
bién fue denegada aduciendo que el EIA se en-
contraba observado por el MINEM, al encontrarse 
dentro de los supuestos de información confiden-
cial (Gamboa, 2014). 

Por su parte, en el proyecto hidroeléctrico Co-
ca-Codo Sinclair, los resultados de las auditorías 
ambientales de las obras asociadas eran de acce-
so restringido, lo que también va en contra de los 
requisitos de transparencia. La información que 
era pública estaba desactualizada hasta el punto 
de ser, por ejemplo, poco informativa con relación 
a los balances hidrológicos de la cuenca (Ray et 
al., 2018). 

En las represas del río Madeira, tanto las procu-
radurías federales del Estado de Rondonia y gru-
pos de ambientalistas como las organizaciones en 

55 Ello supuso una contradicción con el propio proceso de EIA 
que declara en el estudio que se seguirán los Lineamientos 
de Participación Ciudadana y del Reglamento de Consulta y 
Participación Ciudadana (Resolución Ministerial Nº 535-2004 
MEM/DM). 

defensa de los derechos de los pueblos indígenas 
y de las personas desplazadas por las represas 
denunciaron la falta de transparencia del gobier-
no brasileño durante el proceso de licenciamiento 
ambiental. Por ejemplo, los estudios de sedimen-
tación realizados fueron negados a la sociedad ci-
vil (Kopas y Puentes Riaño, 2009). 

Por último, con relación al megaproyecto de Belo 
Monte, es relevante mencionar el papel que cum-
plió el BNDES, principal financista en esta materia. 
El banco brasileño carece, en la práctica, de meca-
nismos efectivos de transparencia y rendición de 
cuentas. En concreto, muchos de sus cuestiona-
mientos se centran en su falta de capacidad para 
asegurar el cumplimiento de estándares socioam-
bientales56, la falta de transparencia en la toma de 
decisiones, el uso excesivo del “secreto bancario” 
y, consecuentemente, la confidencialidad de la in-
formación (Ortúzar Greene et al., 2018). 

A pesar de que el financiamiento del BNDES para 
la construcción de la hidroeléctrica supuso la ma-
yor inversión en la historia del banco, con un mon-
to de 25 400 millones de reales (US$ 10 1600 mi-
llones), se negaba el acceso a información sobre 
los montos ya desembolsados, lo que supone el 
incumplimiento de la Ley de Acceso a la Informa-
ción en Brasil. Fruto de esta situación, en el año 
2015, la Comisión de Integración Nacional, Desa-
rrollo Regional y Amazonía de la Cámara de Dipu-
tados autorizó una auditoría sobre los contratos 
entre BNDES y Norte Energía S.A. para estudiar 
la existencia de irregularidades en la modificación 
de las fechas de entrega contractuales de la planta 
y en la exención de multas (AIDA, 2018). 

Al respecto, Rojas (2020) señala que la sociedad 
civil tardó dos años en lograr el acceso a la rela-
toría sobre la auditoría socioambiental indepen-
diente que, de manera excepcional y fruto de la 
presión social, aceptó el banco. 

56 En 2015, el Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos 
Humanos de la ONU, en una visita a Brasil, señaló la existencia 
de afectaciones a los derechos humanos derivadas del 
proyecto Belo Monte. En esa línea, el GT remarcó que el BNDES 
no contaba con los lineamientos necesarios para asegurar el 
cumplimiento efectivo de estos de acuerdo con los Principios 
Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos (Ortúzar 
Greene et al., 2018, p. 48).
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La falta de transparencia reflejada en el BNDES 
también se observa en el caso de otras entidades 
financieras. Así, por ejemplo, el China Exim Bank, 
principal financista del proyecto de Coca Codo 
Sinclair, no cuenta con una política de acceso a la 
información y no expone documentación referen-
te a proyectos financiados, por lo que el acceso, 
por ejemplo, a los EsIA o los contratos de crédi-
to, queda supeditado a lo establecido en el marco 
normativo de cada país, o incluso, en la práctica, a 
la voluntad o facilidades que muestren las autori-
dades responsables o empresas que documentan 
esa información (DAR, 2014a). 

Un caso particular es el de la carretera Rurrena-
baque-Riberalta en Bolivia, ejecutada por una 
empresa china y con el préstamo del China Exim 
Bank. Ante los requerimientos de información por 
los retrasos existentes en el cumplimiento de la 
obra, la Autoridad Boliviana de Carreteras señaló 
que se había contratado bajo la modalidad contra-
to llave en mano57, por lo que no existía la figura 
de supervisión (Carretera Rurrenabaque-Riberal-
ta quedó sin control de ABC, 2019). También se ha 
señalado que no se conocen las medidas de mi-
tigación establecidas para el proyecto, porque la 
licencia ambiental le asigna la categoría II, lo que 
sumado al contrato “llave en mano” no permite 
que el EIA se encuentre disponible de manera pú-
blica (Telma, 2019). En diciembre de 2019 se había 
realizado un 20 % de avance físico y un 56 % en el 
avance financiero (Amurrio, 2019).

3.2. Revisión de los 
requerimientos técnicos de 
la EIA
Si bien es cierto que los elementos de gobernanza 
de los recursos naturales tienen una implicancia 
sobre el proceso de EIA, también es relevante re-
visar la calidad de los EsIA, particularmente en su 
capacidad de identificar y analizar los impactos, 

57 Mediante este contrato se busca reducir costos y plazos, pues 
en un solo proceso se realiza la licitación del diseño de la obra 
y su construcción. Este tipo de contratos es riesgoso si no se 
tiene un mecanismo de supervisión fuerte, pues el contratista 
puede alegar que el diseño que recibió contiene “errores”, 
solicitar modificaciones de obras, renegociar el contrato y ser 
más costoso de lo esperado (Ducci et al., 2013).

así como proponer medidas adecuadas de manejo 
ambiental y social. 

Durante la revisión de la literatura y análisis de los 
casos emblemáticos, se han identificado deficien-
cias técnicas importantes en dichos estudios58. 
Entre otras deficiencias, se observa que los EsIA 
tienen problemas de fondo en cuanto a vacíos en 
las líneas de base; al rigor de los análisis de im-
pactos ambientales y sociales de los proyectos59; 
al abordaje de impactos indirectos, sinérgicos y 
acumulativos; deficiencias en los planes de mane-
jo ambiental (incluyendo, pero no solamente, en lo 
relacionado a la mitigación ambiental), y en los 
análisis de la valorización económica ambiental. 

Como ya se mencionó, estas deficiencias han 
contribuido a una creciente falta de credibilidad 
de la población hacia los procesos de EIA. A su 
vez, la mayoría de veces, los proponentes de los 
proyectos perciben el cumplimiento de los reque-
rimientos técnicos de la EIA como una traba para 
la obtención de la licencia ambiental, afectando la 
efectividad de los EsIA como instrumento de ges-
tión ambiental. 

3.2.1. Vacíos de información y 
deficiencias en las líneas de 
base de los estudios de impacto 
ambiental
El objetivo de la línea de base es contener informa-
ción actual del ambiente donde se desarrollará un 
proyecto de inversión, incluyendo el componente 
biofísico y el socioeconómico (Chadwick; Glasson; 
Therivel, 2012, p. 100). La adecuada identificación 
y selección de información para elaborar el estu-
dio de línea de base en la etapa inicial del proceso 
de EIA es fundamental, pues a partir de ese sus-

58 La existencia de esta situación, por ejemplo, fue reportada en 
el Perú a través del Organismo de Evaluación y Fiscalización 
ambiental (OEFA), al informar que, durante el desarrollo de su 
función de fiscalización, había detectado la existencia de líneas 
bases incompletas y obligaciones ambientales poco claras o 
imprecisas (Defensoría del Pueblo de Perú, 2017, p. 28).

59 Cabe señalar que, para la evaluación de los impactos, se 
puede recurrir a métodos formales como la comparación 
con la normatividad ambiental y sus estándares, el análisis 
costo-beneficio monetario u otros mecanismos de evaluación 
multicriterio que recojan los diferentes puntos de vista, 
objetivos y valores de la sociedad sobre el cambio que se 
generará en el ambiente (Chadwick et al., 2012, pp. 126-136).
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tento se realizará la proyección de posibles impac-
tos del proyecto y el establecimiento de medidas 
de manejo y gestión adecuadas, así como la selec-
ción de alternativas (Momtaz y Kabir, 2013, 2013, 
p. 175; Schmidt et al., 2008, p. 7). La línea de base 
comprende: (i) información obtenida de fuentes 
primarias, de estudios de campo, muestreos y 
mediciones de agua, suelos y aire representativos 
de las variaciones estacionales; (ii) información 
secundaria tal como estudios publicados o fuen-
tes oficiales de información, y (iii) entrevistas con 
expertos. 

Una de las principales problemáticas que se ob-
serva al respecto es que, a menudo, en los EsIA 
las áreas de influencia directa se limitan a la huella 
del proyecto, es decir, al área del emplazamiento 
del proyecto y, en algunos casos, a áreas inmedia-
tamente circundantes definidas arbitrariamente 
(Mercedes, 2020). Este problema conlleva, a su 
vez, a que el alcance geográfico del análisis de 
impactos ambientales y sociales contenido en los 
EsIA casi siempre se restrinja al área de influencia 
directa definida en el estudio, es decir, a un área 
reducida que no necesariamente corresponde a 
la realidad, excluyendo poblaciones locales, áreas 
protegidas, zonas de importancia cultural (áreas 
sagradas de los pueblos indígenas, etc.) o de alta 
diversidad biológica. De forma similar, en la gran 
mayoría de casos, las áreas de influencia indirec-
ta no son definidas adecuadamente, excluyendo 
muchas veces a poblaciones y zonas de impor-
tancia ambiental60. 

Esto se observó en el caso del proyecto Camisea, 
en el Perú. Al revisar el EsIA de PLUSPETROL, se 
encontró que la información existente sobre pue-
blos indígenas que viven en aislamiento volunta-
rio y los impactos sociales que podría generar el 
proyecto en ellos no fue suficiente, en parte por 
las metodologías pobres de adquisición de datos 
para la elaboración de la línea de base. A su vez, 
esa falta de información habría generado que no 
se identifiquen medidas de mitigación adecuadas 
(Caffrey, 2002, pp. 19-20). De igual manera, en el 

60 Sobre el particular, se observa que en los países de la región 
amazónica no existen guías oficiales para definir las áreas de 
influencia directa e indirecta de los proyectos. En consecuencia, 
la definición de dichas áreas queda a criterio de la empresa 
consultora contratada por la empresa.

mismo EIA, la línea de base de referencias biológi-
cas no brinda información suficiente para evaluar 
la degradación ambiental (Caffrey, 2002, p. 34).

En el caso de las centrales hidroeléctricas, y au-
nado a lo anterior, otro aspecto que tiende a estar 
subestimado en las líneas de base de los EsIA es 
el número de personas afectadas. En la represa de 
Belo Monte, el Área de Influencia Directa (DIA)61 
subestima a la población afectada, ya que consi-
dera que el número promedio de habitantes por 
kilómetro cuadrado es de 3,14. Magalhães (2009) 
indica que este promedio es un error metodoló-
gico, que debería ser aproximadamente el doble: 
de 5,5 a 7 personas por kilómetro cuadrado. Ade-
más, el DIA debería abarcar un mayor perímetro, 
porque la población habita en varios lugares que 
no se consideraron en estimaciones iniciales: las 
tierras indígenas Juruna do Paquiçamba y Arara 
da Volta Grande no están dentro del DIA, aunque 
los estudios sobre los efectos de la reducción del 
flujo del río muestran que la población de estas 
zonas no podrá sostener sus medios de vida62 (Ri-
tter et al., 2017). Por lo tanto, el número de per-
sonas desplazadas por la presa de Belo Monte es 
mucho mayor que aquellas que fueron reconoci-
das. Fearnside (2019) afirma que esto se debe a 
la práctica de definir a la población afectada utili-
zando criterios que minimizan el número de per-
sonas identificadas como afectadas, limitándolas 
a aquellas cuyas tierras están directamente inun-
dadas por la represa.

Asimismo, el alcance espacial de las líneas de 
base debe considerar las condiciones ambienta-
les y sociales de manera representativa. Su defi-
nición debe basarse en un análisis riguroso e in-
dependiente, en información actualizada no solo 
del lugar, sino de las condiciones ambientales y 
sociales. De no ser así, es muy difícil realizar una 
evaluación adecuada de la información relevante 
y la identificación de los impactos ambientales 
potenciales del proyecto. Una línea de base ade-
cuada permitirá un seguimiento o monitoreo de 
los impactos del proyecto en el futuro (Momtaz, 

61 Área de Influencia Directa (DIA) según el EsIA para los entornos 
físicos y bióticos corresponde aproximadamente al 5 % de 
la cuenca del río Xingu, que asciende a más de 26 000 km2 
(Ritter et al., 2017).

62 De las diez áreas indígenas directamente afectadas por el 
proyecto, solo dos están dentro del DIA.
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Salim y Kabir, Zobaidul, 2013, p. 62). En ese sen-
tido, se observa frecuentemente la falta de repre-
sentatividad de los datos de calidad de agua, aire, 
suelos, biota y otros aspectos que muchas veces 
se basan en muestras escasas y no representati-
vas de los cambios estacionales u otras condicio-
nes importantes que deben ser tomadas en cuen-
ta. Un ejemplo de ello es el caso de la línea de base 
del EsIA de la represa Belo Monte, que no conside-
ró las variaciones estacionales. Se tomaron mues-
tras del suelo para medir la cantidad de metano 
(CH4) en temporada de lluvias y en tierras en-
charcadas, en lugar de reflejar las condiciones de 
permeabilidad de los suelos en temporada seca en 
la zona del proyecto. Con esos datos se estableció 

un nivel de emisión de CH4 mucho más alto que 
el real y del promedio estimado  de inundación de 
toda el área de construcción de la represa. Por lo 
general estas inconsistencias tienden a favorecer 
la operación de los proyectos (Fearnside, 2014b). 

Por lo general, además, los EsIA fallan en ofrecer 
una adecuada descripción de la composición de 
especies y una caracterización del ambiente fí-
sico, como es el caso de la calidad del agua, aire 
y suelos. En Perú, en el caso del proyecto de la 
Carretera Interoceánica Sur - tramo 3, se identifi-
caron como principales vacíos en la línea de base 
elementos relativos a ello, como se muestra en el 
cuadro 5. 

Cuadro 5. principales vacíos en la línea de base del proyecto Carretera interoceánica Sur tramo 3

Aspectos claves de una línea base 
(según el BID) Principales vacíos identificados en la línea base Nivel de adecuación en el 

EsIA

Línea de base en una zona de estudio re-
levante según el contexto ecológico que 
abarca la zona donde los impactos direc-
tos e indirectos pueden ocurrir.

Línea de base no cubre toda la zona de impacto indirecto. Aspecto considerado, pero de 
manera no adecuada.

Identificación de los grupos taxonómicos, 
de ecosistemas, funcionalidades ecológi-
cas adecuadas y áreas protegidas.

Carece de identificación de las funcionalidades ecológicas. No se 
consultó a expertos ni se revisó literatura mínima, solo se consultó 
a la población local.

Aspecto considerado, pero de 
manera no adecuada.

Cartografía de los tipos y condición de ve-
getación/ecosistemas.

La cartografía sobre la condición de los ecosistemas no fue ela-
borada.

Aspecto considerado, pero de 
manera no adecuada.

Identificación y jerarquización de los com-
ponentes prioritarios.

No hay una síntesis de la biodiversidad prioritaria para la conserva-
ción. Los siguientes criterios no fueron usados para parte o todos 
los grupos taxonómicos y ecosistemas:

 y Nivel de amenaza.
 y Rareza (con una distribución limitada).
 y Importancia para las comunidades locales.
 y Migratorias/gregarias.

Aspecto considerado, pero de 
manera no adecuada.

Identificación del hábitat o ecosistema de 
preferencia de cada especie prioritaria.

No se identificó el hábitat en que se encuentran las especies prio-
ritarias. Aspecto no considerado.

Descripción de las amenazas existentes 
sobre los componentes prioritarios de bio-
diversidad.

Las amenazas existentes no fueron descritas. Aspecto no considerado.

Datos cuantificados. Se carece de datos que permitan cuantificar la biodiversidad prio-
ritaria que fuera afectada significativamente por el proyecto.

Aspecto considerado, pero de 
manera no adecuada.

Fuente: Escalas, Escobedo y Robin, 2017, p. 14. Elaboración propia.
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Asimismo, en el caso de Ecuador y la gran represa 
de Coca Codo Sin Clair, los TdR para los EIAD no ve-
rificaron la tendencia y permanencia de datos so-
bre precipitaciones, lo cual podría llevar a cálculos 
que afecten el funcionamiento de las represas y las 
líneas de transmisión. Tampoco se calculó correc-
tamente el caudal ecológico (régimen natural del 
río, oscilación estacional), aspecto que fue previsto 
definir con los EIAD (López, 2008). El diario The 
New York Times63 alertaba en el año 2018 que, tan 
solo dos años después de su inauguración, apare-
cieron 7648 grietas y fisuras en la represa, puesto 
que la “reserva está obstruida por sedimentos, are-
na y ramas de árboles, y la única ocasión en la que 
los ingenieros trataron de regular las instalaciones 
para que corriera a toda su potencia, estas se sacu-
dieron con violencia y ocasionaron un cortocircuito 
en la red eléctrica nacional”.

Otro aspecto omitido en las líneas de base, prácti-
camente en todos los casos, trata sobre la ausencia 
de registros y análisis temporales de base vincula-
dos con el cambio climático. Los EIA serían herra-
mientas adecuadas para evaluar los impactos de 
los proyectos de inversión sobre el cambio climáti-
co, y a su vez, para evaluar cómo el cambio climáti-
co impacta en los proyectos de inversión (MINAM, 
2018, p. 10). Bastaría con considerar en el desarro-
llo de información relevante en la línea de base y la 
identificación de impactos y una descripción de los 
aspectos ambientales que quizá se vean afectados 
por el proyecto, incluyendo factores climáticos, tal 
como lo establece el anexo IV de la Directiva de la 
Unión Europea sobre los EsIA64. Proyectos tales 
como hidroeléctricas, hidrovías, proyectos mineros 
y otras actividades extractivas pueden verse afec-
tados por eventos climáticos extremos (sequías, 
inundaciones, lluvias abundantes, etc.).

63 Ver artículo en el siguiente link: https://www.nytimes.com/
es/2018/12/24/espanol/ecuador-china-prestamos-represa.
html#:~:text=El %20gobierno %20ecuatoriano %20apostó 
%20por %20China %20para %20una %20represa %20que 
%20ahora %20se %20resquebraja-Por %20Nicholas %20
Casey&text=REVENTADOR %2C %20Ecuador %20— %20La 
%20presa %20se,la %20represa %20es %20un %20peligro.

64 Cabe señalar, sin embargo, que informes de 2010 y 2003 
muestran que, incluso en los países de la Unión Europea 
y Canadá, este componente no ha sido bien identificado y 
evaluado. Las razones para ello es que incluyen el plazo corto 
del proyecto, comparado con el cambio climático, dificultades 
e incertidumbre, fragmentación de los EsIA y la dificultad de 
interrelacionar los factores identificados en los EsIA (Chadwick 
et al., 2012).

Así, por ejemplo, el EsIA de la represa de Inambari 
carece de información detallada que permita con-
tar con una base para predecir la interacción entre 
las influencias del reservorio en el clima con los pa-
trones normales de circulación y uso de los suelos, 
a pesar de la factibilidad y accesibilidad de progra-
mas de modelación, estudios referenciales, méto-
dos de predicción y análisis climatológico (Castro et 
al., 2013, p. 63). En ese sentido, se identifica la falta 
de análisis rigurosos de los efectos causados por el 
incremento de sólidos suspendidos, transporte de 
sedimentos y turbidez del agua. Esta deficiencia en 
los análisis puede resultar en situaciones catastró-
ficas. En concreto, podría causar que la excavación 
a cierta profundidad alcance el nivel de acuíferos. 
La remoción de áridos en las márgenes de los ríos 
podría requerir que el agua subterránea —cargada 
de sedimentos, sólidos disueltos, material en sus-
pensión, etc.— sea bombeada y expulsada en el 
ambiente, alterando la calidad del agua del cauce 
de los ríos. En el caso de las represas de Inambari, 
el análisis de impactos de las plantas de áridos en 
la calidad del agua, flora y fauna acuática y ecosis-
tema fue incompleta, dejando de lado la responsa-
bilidad del proyecto en cuanto a las fuentes gene-
radoras de contaminación del agua de gran parte 
de las actividades directas del proyecto65 (Castro et 
al., 2013, p. 65). 

La posibilidad de que la existencia de deficiencias 
en los análisis pueda resultar en situaciones ca-
tastróficas no es un hecho aislado. En el caso de 
las represas del Madeira, en Brasil, la crecida del 
río en el año 2014 sacó a la luz de forma dramá-
tica un aumento en el riesgo de una gran catás-
trofe por la rotura de una presa durante una inun-
dación. En concreto, en la hidroeléctrica de San 
Antonio, si el volumen de inundación hubiera sido 
un 18 % mayor, la presa podría haberse roto (Fear-
nside, 2018a). En relación con los sedimentos, en 
el caso del río Madeira (que transporta 430 Mt de 
sedimentos por año), se subestimaron las tasas 
de sedimentación. Como resultado, en menos de 
cinco años desde la finalización de la construcción 
de las dos represas, tuvo que contratarse a dra-
gadores para eliminar el sedimento acumulado 
en los depósitos, lo que se materializó en “inespe-

65 Según el análisis presentado en la página 81 del capítulo VI del 
EsIA. 
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rados” costos según los constructores de presas 
(Espinoza et al., 2013).

Es posible que las deficiencias existentes en las 
líneas de base podrían explicarse por la falta de 
información científica en nuestros países y el 
poco presupuesto estatal asignado para realizar 
investigaciones, especialmente en la Amazonía. 
Sin embargo, es responsabilidad del proponente 
recabar información representativa y adecuada 
de base del ambiente físico, biológico y social. De 
lo contrario no es posible realizar un análisis apro-
piado de los posibles impactos de un proyecto, ni 
un monitoreo y seguimiento de los efectos de un 
proyecto en el ambiente y en las poblaciones lo-
cales a futuro. 

3.2.2. Las secciones de los 
EsIA dedicadas a la predicción 
y evaluación de impactos 
ambientales y sociales son 
superficiales, carentes de 
independencia y rigor técnico en el 
análisis
La sección de análisis de impactos se conside-
ra el centro de todo EsIA. En esta se toma como 
referencia la información de la línea de base, la 
descripción del proyecto, y se realiza mediante 
métodos cuantitativos y cualitativos de análisis 
(matrices de interacción, de causa-efecto, diagra-
mas de redes, listas de control, etc.)66. Existen téc-
nicas de modelamiento de dispersión de contami-

66 Para elegir el método que identificará los impactos, se 
puede recurrir a los siguientes criterios: cumplimiento de 
regulaciones; cobertura total de impactos (social, económico y 
ambiental); distinción entre impactos reversibles, irreversibles, 
positivos y negativos; identificación de impactos acumulativos 
indirectos y secundarios; distinción entre impactos 
significativos e insignificantes; permite comparar propuestas 
de desarrollo alternativas; considera impactos dentro de las 
limitaciones de capacidad de carga de un área; incorpora 
información cuantitativa y cualitativa; fácil y económica de 
usar; imparcial y con resultados consistentes; útil para resumir 
y presentar impactos en el EsIA (Chadwick et al., 2012, p. 101). 
Sin embargo, no todos los métodos cumplirán con todos los 
criterios mencionados. Algunos de ellos serán más usados 
por su sencillez y bajo costo, por ejemplo las matrices y los 
listados, pero estos métodos tienen limitaciones, pues pueden 
ser usados subjetivamente, y además, con ellos no es posible 
identificar impactos indirectos (Chadwick et al., 2012, pp. 104-
105).

nantes en el medio físico (por ejemplo, aire, agua) 
y otros a aplicarse al ambiente biótico que pueden 
ser muy útiles para anticipar posibles impactos de 
los proyectos. El propósito de dichos métodos y 
técnicas es asegurar que se hayan incluido en el 
EsIA todos los factores socioambientales perti-
nentes y los efectos que el proyecto puede causar 
en el ambiente y la sociedad. La valoración de es-
tos efectos debe considerar alternativas existen-
tes y sustentar la elección de alternativa que se 
realice.

Para establecer si un impacto es significativo, de-
bería contarse con información completa y razo-
nable sobre su magnitud y características (Abaza, 
2004, p. 54)67. Ashe y Sadler desarrollan algunas 
características a tomar en cuenta para establecer 
si un impacto es significativo (Abaza, 2004, p. 54):

 � Si es extenso en el espacio o el tiempo.

 � Si es intensivo en relación con la capacidad de 
asimilación.

 � Si sobrepasa o está en los límites de los es-
tándares de calidad o límites máximos permi-
sibles.

 � Si incumple con las políticas ambientales, 
planes de uso del suelo, estrategia de soste-
nibilidad.

 � Si probablemente amenace la salud o seguri-
dad públicas.

 � Si probablemente establece limitaciones a la 
agricultura, recojo de madera o uso de recur-
sos naturales por la población que la usa para 
su subsistencia.

 � Si probablemente agota o daña los recursos 
que se explotan comercialmente.

 � Si probablemente afecta ANP, ambiental-
mente sensible, especies raras o en peligro.

 � Si probablemente altera el estilo de vida de 
muchas personas o de minorías vulnerables.

Una de las problemáticas existentes al respecto 
es que, si bien se reconoce que tanto la informa-

67 Cuando existe gran incertidumbre por los potenciales 
impactos, se puede recurrir a una metodología basada en la 
negociación de posiciones, pues puede ayudar a establecer si 
el impacto es significativo o no. En este último caso el enfoque 
es desarrollado usualmente por expertos técnicos, pero puede 
ser ampliado a otros actores, afectados o partes interesadas 
(Abaza, 2004, p. 54).
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ción cuantitativa como la cualitativa son valiosas 
y que es importante la participación de un equipo 
interdisciplinario en la evaluación de impactos, 
generalmente el equipo encargado se encuentra 
dominado por consultores con antecedentes en 
ciencias físicas en desmedro de profesionales en 
ciencias sociales (Chadwick et al., 2012, p. 100; 
Momtaz y Zobaidul, 2013, p. 76). Esta falencia 
persiste desde la etapa de recojo de información 
socioambiental para la elaboración de la línea de 
base. 

Además, en la práctica se observa que los EsIA 
son más descriptivos que analíticos y poco se hace 
para identificar los impactos, sugerir alternativas, 
y medidas de prevención, control y mitigación de 
impactos (Ritter et al., 2017, p. 166). Los EsIA de 
los países de la región comparten estas deficien-
cias (Mercedes, 2020). En ninguno de los casos de 
la región amazónica se han establecido requisitos 
mínimos que garanticen la calidad de los métodos 
y procedimientos de análisis de impactos en los 
EsIA, ni criterios para que los evaluadores deter-
minen la rigurosidad en la identificación y predic-
ción de impactos realizados. 

Así, por ejemplo, la selección de los métodos pue-
de estar sugerido de manera muy general en los 
TdR de los los EsIA, pero queda a criterio de las 
empresas consultoras que elaboran los estudios. 
Es más, cuando se recurre a un método, los EsIA 
deberían mencionar las razones de su uso o men-
cionar sus limitaciones, pero en la práctica muy 
pocos lo hacen (Momtaz et al., 2013, p. 65). Por 
esta razón, la calidad de los análisis en los EsIA es 
muy variable. 

Aún más: en muchos casos los juicios de valor so-
bre los impactos socioambientales aparecen sin 
sustento. Se observa que los EsIA de proyectos de 
hidrocarburos, vías de transporte o hidroeléctri-
cas en la Amazonía tienen como problema común 
que los valores de las tablas o matrices de valo-
ración de impactos no tienen sustento y en casi 
todos los casos se les asignan cifras de manera 
arbitraria. Esto es fundamental, porque es a partir 
de dichos análisis que se definen las medidas de 
prevención, control y mitigación social y ambien-
tal (Mercedes, 2020). Como se ha mencionado, 
estos valores son determinados por las consulto-

ras contratadas por las empresas interesadas en 
obtener las licencias, por lo tanto, no son indepen-
dientes (Mercedes, 2020). 

Asimismo, se observa que, por lo general, los 
equipos de revisores de los EsIA en las distintas 
instituciones del Estado se guían por lo requerido 
en sus TdR, los cuales, son muy generales. Ello da 
como resultado una verificación de la existencia 
de la información solicitada en los estudios, mas 
no una revisión de la calidad de esa información. 
A diferencia de los capítulos de línea de base de 
los EsIA (que suelen ser los más descriptivos y 
extensos de los estudios), a menudo las secciones 
dedicadas al análisis e identificación de impactos 
son las más breves (Mercedes, 2020). 

Por otro lado, como se ha mencionado, una de las 
deficiencias del análisis de impactos de proyec-
tos hidroeléctricos está relacionada no solo con la 
ausencia de un análisis particular sobre cómo im-
pactará el cambio climático durante el funciona-
miento de las represas, sino también sobre cuáles 
serán los efectos que estas tendrán en el cambio 
climático (Moran et al., 2018). Por ejemplo, Fearn-
side (2019) revela que la represa de Belo Monte es 
inviable con el clima actual y el calentamiento glo-
bal, situación que se agudizará a futuro a conse-
cuencia de la disminución de los caudales del río 
que limitarán la producción de electricidad entre 
el 20 % y el 50 % hasta 2040. Sobre ese aspecto, 
Fearnside (2019) alerta de que el flujo de agua en 
el río Xingu podría disminuir aproximadamente 
un 35 % hasta el año 210068.

El caso de la represa de Inambari en el Perú es si-
milar: el ESIA no consideró el impacto global del 
acuerdo energético entre el Perú y Brasil, y en ge-
neral, no contiene una discusión sobre el impacto 
de la central en el cambio climático y los pueblos 
afectados o involucrados en el proyecto (Castro et 
al., 2013).

Al respecto, uno de los elementos que presenta 
mayores deficiencias en el análisis de impactos 
de los EsIA de las hidroeléctricas analizadas es la 
estimación de emisiones de metano y otros gases 
relacionados con el cambio climático. El EsIA de la 

68 Bajo el escenario RCP8.5 del Panel Intergubernamental de 
Cambio Climático (IPCC) que se aproxima mejor al negocio 
como siempre (Fearnside, 2019).
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central hidroeléctrica de Inambari no identificó la 
cantidad total de las emisiones de gases de efecto 
invernadero (GEI) consecuencia de su construc-
ción y puesta en marcha. A pesar de que existe 
una mención a la emisión de GEI, no se señala la 
cantidad de emisiones que generarán las diversas 
fuentes, tanto en la etapa de construcción, por la 
deforestación y degradación del bosque, así como 
por las que emanan del embalse (Castro et al., 
2013, p. 12).

En el caso de la central hidroeléctrica de Belo 
Monte, se estimó que el área a ser inundada por 
la construcción podría emitir 48 mg CH4/m2/
día antes de la formación del embalse, basado en 
dos conjuntos de mediciones de emisión de la su-
perficie del río y el suelo en puntos de muestreo 
cerca al borde del río (Fearnside, 2014b). Fearn-
side (2014b) recalca que la mayoría de estas me-
diciones fueron hechas en áreas encharcadas, 
recientemente expuestas por la caída estacional 
del nivel de agua. Como resultado, se registró una 
alta emisión de CH4, lo que influyó en el promedio 
estimado para toda la superficie de la tierra a ser 
inundada.

Otro ejemplo de deficiencias en el proceso de eva-
luación de impactos es el caso de la ampliación del 
Proyecto Camisea, en el Lote 88. El resultado del 
análisis determinó que los impactos de la pros-
pección sísmica no eran significativos y, por lo 
tanto, no sería incompatible con los objetivos del 
Plan de Protección de la RTKNN, que compren-
den la garantía de “su derecho al territorio como 
garante de sus derechos a la vida y a la salud, 
salvaguardando su existencia e integridad, en el 
marco del respeto de su decisión de no mantener 
contacto con el resto de la sociedad nacional o sus 
maneras particulares de hacerlo”69. En este caso, 
la evaluación de los impactos fue altamente cues-
tionada, debido a la propuesta del desbroce para 
la apertura de líneas sísmicas 2D, zonas de sísmi-
ca 3D, campamentos volantes, zonas de descarga, 
helipuertos, etc.

69 Resolución Ministerial Nº 341-2015-MC que aprueba el 
“Plan de Protección para los Pueblos Indígenas en Situación 
de Aislamiento y en Situación de Contacto Inicial (PIACI) 
de la Reserva Territorial Kugapakori Nahua Nanti y otros - 
2016-2020”. Recuperado de la página web del MC: https://
www.cultura.gob.pe/sites/default/files/paginternas/
tablaarchivos/2013/06/rmndeg341-2015-mc.pdf 

Por último, otro caso de este tipo lo constituye la 
construcción de la variante de la carretera Pas-
to-Mocoa en Colombia. En efecto, los TdR iniciales 
y la licencia otorgada consideraron el diseño solo 
para una vía rural y no una vía nacional. Sobre la 
marcha se hicieron ajustes mediante pequeñas 
obras complementarias que generaban mayor 
movimiento y mayor afectación al área protegida 
Reserva Forestal Protectora de la Cuenca Alta del 
Río Mocoa, que era atravesada por esta construc-
ción. Para evitar mayor impacto, un comité téc-
nico de expertos, exigido por el BID, recomendó 
detener las obras y ajustar los diseños del tramo 
que cruzaba la Reserva Forestal. La construcción 
de los extremos de la carretera terminó en 2017; 
sin embargo, hasta el momento los nuevos dise-
ños del tramo central no han sido aprobados por 
la ANLA, pero han generado preocupación entre 
ambientalistas y comunidades indígenas, pues al 
parecer se construirían dentro de la Reserva Fo-
restal 14 km de vías industriales (Lizcano, 2020). 
Estas son unas especies de trochas que surgen 
durante la misma construcción y que, a la larga, 
generarían más impactos que la propia carrete-
ra principal (como deforestación, migración y la 
posible explotación de cobre), a pesar de que el 
director de la ANLA afirme que las vías industria-
les serán restauradas a su estado inicial (Lizcano, 
2020)70.

3.2.3. Los EsIA no abordan 
adecuadamente los impactos 
acumulativos e indirectos
¿De qué tratan los impactos ambientales 
acumulativos e indirectos?

Los impactos acumulativos son aquellos que re-
sultan de la interacción entre los impactos am-
bientales de un mismo proyecto, y entre estos 
con los impactos ambientales de proyectos ante-
riores o proyectos que se estén implementando 
de manera simultánea (Watkins, 2015, p. 42). Si 
bien cada impacto considerado de manera aislada 

70 Para mayor información sobre los posibles impactos 
ambientales y sociales de la construcción de la variante de 
la carretera Pasto-Mocoa, revisar: https://es.mongabay.
c o m /2 0 2 0/0 6 /a m e n a z a s - a m b i e n ta l e s - a m a z o n i a -
colombiana-deforestacion-carretera-mineria/
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puede ser menor, cuando se presentan de manera 
conjunta pueden ser significativos al cabo de un 
periodo, hasta extenderse más allá de la zona de 
influencia directa e indirecta del proyecto en cues-
tión (Watkins, 2015, p. 23; Banco Mundial, 2017, p. 
18). Además, este tipo de impactos puede ser re-
sultado de aquellas actividades que no han sido 
planificadas por el proyecto, pero cuya aparición 
puede ser predecible en el tiempo o en un deter-
minado espacio geográfico más lejano de lo pre-
visto inicialmente (Banco Mundial, 2017, p. 18). 

Estos impactos se encuentran categorizados por 
la Canadian Environmental Assessment Research 
Council (CEACR) de la siguiente manera (Chad-
wick, 2012, p. 319):

 � Perturbaciones acumuladas en el tiempo: son 
aquellas que se dan una perturbación tras 
otra, sin esperar a que terminen los efectos de 
la inmediata anterior.

 � Perturbaciones cercanas en el espacio: son 
aquellas perturbaciones que tienen orígenes 
tan cercanos espacialmente que sus efectos 
se superponen.

 � Sinergismos: son aquellos casos en donde di-
ferentes tipos de perturbaciones interactúan 
simbióticamente en un mismo espacio geo-
gráfico para producir reacciones cualitativa y 
cuantitativamente diferentes de las comuni-
dades ecológicas receptoras.

 � Efectos indirectos: son aquellos producidos 
mucho después o a una distancia lejana de la 
perturbación inicial, o aquellos que se reali-
zan por un camino complejo.

 � Aquellos impactos que pueden generar el au-
mento de la pérdida de un recurso hasta que 
suceda un cambio significativo en dicho re-
curso o se agote todo.

Por otro lado, los impactos indirectos son aque-
llos que no son causados directamente por el pro-
yecto, sino pueden producirse fuera del mismo o 
como resultado de interacciones más complejas. 
Algunas veces se denominan “impactos secunda-
rios” o “impactos terciaros”, y pueden tener lugar 
en un tiempo y espacio mayor que los impactos 
directos (Unión Europea, 1999; Banco Mundial, 
2017). En ese sentido, los proyectos extractivos o 
de infraestructura tienen la posibilidad de generar 

diversos tipos de impactos y pueden ser acumu-
lativos o indirectos. Para identificarlos es impor-
tante prestar atención a la definición de los límites 
espaciales y temporales del proyecto, así como a 
la identificación de otros proyectos existentes en 
los alrededores.

Los EIA de los proyectos no suelen 
contemplar los impactos ambientales 
acumulativos e indirectos: revisión general 
de algunos casos de la región

En la práctica, uno de los problemas identificados 
en torno a ambos tipos de impactos (acumulati-
vos e indirectos) es que generalmente no son con-
siderados en los EsIA de los proyectos extractivos 
o de infraestructura, más aún cuando se trata de 
megaproyectos con más de un componente. Así, 
por ejemplo, en el caso peruano, con el proyec-
to Camisea (tercera fase71), se observa que tanto 
en el EsIA el componente de transporte como el 
componente de producción no reconocieron im-
pactos indirectos, ni tampoco se reconocieron los 
impactos de ambos componentes en su conjun-
to72 (Caffrey, 2002, pp. 44-45).

Otro ejemplo de que ni los impactos acumulativos 
e indirectos suelen ser considerados en los EsIA 
es el caso de la construcción de la Carretera Inte-
roceánica Sur en el Perú (tramos 2, 3 y 4). Dicho 
proyecto se inició sin poseer un EsIA integral ter-
minado, sino que más bien se fueron elaborando 
EsIA parciales de los tres tramos, con el objetivo 
de acumularlos para poder obtener el EsIA final. 
Incluso, en dichos EsIA solo se contemplaron los 
impactos ambientales de las secciones de la obra 
y sus impactos directos, sin prever las condiciones 
que podrían haber contribuido a integrar el análi-
sis final o el tratamiento de nuevos problemas o 
sinergias negativas (Dourojeanni, 2006, p. 35).

71 El proyecto Camisea es un proyecto de explotación de gas que 
se ubica en Perú (región de Cusco) y se viene desarrollando 
desde el año 2004. La tercera fase de este proyecto se inició 
en el año 2000 y abarcó el proceso de licitación pública 
internacional, la firma del contrato de licencia de explotación 
de los yacimientos de Camisea (Lote 88) y la adjudicación del 
componente de producción (upstream) (Dávila et al., 2012).

72 Ambos componentes en su conjunto contemplaron llevar a 
cabo siguientes acciones: la construcción de plataformas de 
producción y vías de acceso, los nuevos asentamientos de 
migrantes, la apertura de senderos sísmicos y la accesibilidad a 
la RTKNN.
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Con relación al tramo 3 del proyecto, el EsIA solo 
consideró como impactos indirectos los siguien-
tes: la pérdida de los ecosistemas boscosos por 
deforestación, el incremento en la apertura de ca-
minos transversales a la carretera, la afectación 
de los recursos naturales, el “efecto barrera” para 
la fauna silvestre y doméstica, y los cambios en la 
cobertura vegetal y uso del suelo. Sin embargo, 
no se incluyó la degradación de los ecosistemas 
como impacto indirecto, ya que no se realizó una 
evaluación de la calidad de los ecosistemas des-
pués de la construcción de la carretera (Escalas et 
al., 2017, pp. 10, 36). 

En el ámbito de los proyectos hidroeléctricos ana-
lizados en el presente estudio el panorama no es 
muy diferente. En Brasil, los EsIA del megapro-
yecto de Belo Monte carece de un análisis de los 
efectos sinérgicos y también de los impactos am-
bientales indirectos, derivados de la migración de 
la población hacia el área del megaproyecto, el au-
mento de la deforestación y los cambios en el ciclo 
de inundación73 (Ritter et al., 2017). Por su lado, 
en el caso de la central hidroeléctrica de Inamba-
ri, el EsIA, a pesar de mencionar que la defores-
tación causada por el proyecto se limitaría al área 
de campamentos y al embalse durante el periodo 
de construcción, “no calcula los impactos indirec-
tos y acumulativos sobre el bosque a partir de la 
migración hacia la zona del proyecto, no evalúa el 
impacto de la central hidroeléctrica sobre el cam-
bio climático, los pueblos afectados y el propio 
proyecto” (Castro et al., 2013, p. 13)74. 

Siguiendo en el ámbito de las hidroeléctricas, en 
el caso de las represas del río Madeira no se con-
sideraron los impactos sobre la fauna del río, en 
especial en los bagres gigantes, que habían repre-
sentado tradicionalmente un importante recur-
so económico y de seguridad alimentaria para la 

73 La posible reducción del volumen de agua también cambiará la 
composición de la flora fluvial, que, a su vez, es probable que 
tenga un impacto significativo en varias especies animales y 
otros organismos que interactúen con ella.

74 Para este caso, el reglamento de la Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental y en los TdR del Subsector 
Electricidad para Proyectos de Centrales Hidroeléctricas (EIA-
sd), se prevé un examen de impactos acumulativos y sinérgicos, 
pero ese nivel de análisis no se viene dando actualmente 
(Barthem et al., 2016, pp. 47-48). Asimismo, el EsIA tampoco 
contempla el impacto global del acuerdo energético Perú-
Brasil (Castro et al., 2013, p. 73). 

población (Fearnside, 2019). De hecho, cuando se 
diseñaron las represas, los expertos del gobierno 
brasileño cuestionaron la viabilidad de los pro-
yectos debido a la falta de información sobre el 
impacto en el bagre y en otras especies migrato-
rias comercialmente valiosas (Doria et al., 2018). 
Como resultado de lo anterior, las empresas cons-
tructoras propusieron la instalación de un canal 
que intentara reproducir el flujo de los antiguos 
rápidos.

Sin embargo, estas escaleras de peces no fun-
cionan y no mitigan los impactos de las represas 
de Santo Antônio y Jirau en las rutas migratorias 
(Doria et al., 2018). Fearnside (2014a) alerta que 
los pasos de peces alrededor de estas presas no 
han mantenido esta migración de peces que as-
ciende por el río ni previenen la mortalidad de los 
peces recién nacidos que descienden por él. Por 
su parte, Hauser (2018) identifica una grave dis-
minución en las capturas de bagre dorado (Bra-
chyplatystoma rousseauxii) y otras especies co-
merciales, claves tanto aguas arriba como aguas 
abajo de las dos represas, lo que da cuenta del 
riesgo de extinción de distintas especies. 

Por otro lado, un aspecto que no se considera 
en los EsIA y que escapa al proceso de licencia-
miento actual de los proyectos de hidroeléctricas 
analizados son los impactos sinérgicos y acumu-
lativos producidos por la interconexión con otras 
represas existentes o planificadas en el mismo 
río (Fearnside, 2019). Así, en el Perú, el EsIA de 
la represa de Inambari no consideró los impac-
tos sinérgicos de varios proyectos de centrales 
hidroeléctricas planificados en la cuenca del río75 
(Castro et al., 2013). Asimismo, los planes para 
muchos ríos de la Amazonía brasileña76 incluyen 
la construcción de cadenas de represas, lo que 
afectaría a gran parte de la población tradicional 
de la Amazonía, especialmente a los pueblos in-
dígenas y los habitantes ribereños que viven a lo 
largo de los ríos y dependen de sus recursos para 

75 En la parte alta de la cuenca del Inambari se han proyectado las 
centrales hidroeléctricas INA 30, INA 40, INA 65, INA 68 e INA 
90 (Castro et al., 2013, p. 13).

76 Principalmente abarca todos los ríos al este del río Madeira.
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su sustento77. Esto genera un impacto social muy 
fuerte hacia las poblaciones (Fearnside, 2014b). 

En el ámbito de las políticas y regulaciones na-
cionales en los países objeto del presente estudio, 
tampoco solemos encontrar un reconocimiento 
de impactos ambientales acumulativos e indirec-
tos. Por ejemplo, no suele reconocerse la dinámica 
del sistema transfronterizo, por lo que se descui-
dan consideraciones importantes tales como los 
derechos, valores sociales y culturales y el acceso 
a los recursos (Moran et al., 2018). De este modo, 
los costos y beneficios del agua, la energía, los 
alimentos y los medios de vida se tratan de ma-
nera desigual y no se identifica una planificación 
que considere los impactos de las represas de una 
manera que asegure y atienda la conectividad de 
los ecosistemas (Moran et al., 2018). 

Si nos ubicamos en el contexto brasileño, las re-
presas del río Madeira, por ejemplo, están diseña-
das como parte de la hidrovía de este río y podrían 
hacer posible la implantación de más de 4000 km 
de vías navegables en Bolivia (Fearnside, 2014b). 
Si bien la discusión de los beneficios es interna-
cional en su ámbito de su aplicación78, el debate 
sobre los impactos negativos se limita a Brasil, 
tanto en el estudio de viabilidad como en el EsIA y 
el RIMA (Fearnside, 2014b). 

Por último, una de las consecuencias internacio-
nales de no incorporar este tipo de impactos en 
los EsIA de los proyectos es que este tipo de casos 
ha llegado a instancias supranacionales, como la 
Corte IDH. Así, la Corte ha sostenido que los EsIA 
deben abarcar el impacto acumulado que han ge-
nerado proyectos existentes y los que vayan a ge-
nerar otros proyectos propuestos. De esta manera 
—señala la Corte— deben considerarse los impac-
tos del proyecto principal y de los proyectos aso-
ciados, así como los impactos de proyectos que se 
encuentren operando (Corte IDH, 2017, p. 67-68). 

77 Puesto que implicaría la reducción de recursos, el 
empeoramiento de su calidad o, incluso, la expulsión de la 
población hacia otras zonas. 

78 La integración de América del Sur y transporte de soya de 
Bolivia.

3.2.4. Los planes de manejo 
ambiental, incluyendo las medidas 
de mitigación ambiental y social, 
pueden ser deficientes
Los impactos identificados y valorados en los 
EsIA muchas veces pueden ser evitados, redu-
cidos, remediados o compensados si se adopta 
una serie de precauciones o medidas de gestión o 
manejo socioambiental. Estas medidas se formu-
lan a partir de los juicios de valor de la sección de 
identificación y valoración de impactos y de otras 
secciones previas del EsIA, como el análisis de 
alternativas, que incluye incluso la no realización 
del proyecto79. 

Las medidas de manejo ambiental y social deben 
ser planeadas de manera integral y coherente 
para asegurar que sean efectivas, que no se con-
flictúen entre sí y que no signifique solo cambiar 
el problema de un lado a otro. Además, deberían 
prestar igual atención tanto a las medidas físicas 
o materiales como a las medidas operacionales, 
al control de manejo, y a vigilar los impactos de 
construcción y los impactos residuales después 
de la mitigación (Chadwick et al., 2012). 

En el marco de ello es que se formula el plan de 
manejo o gestión ambiental y social. Este con-
siste, a su vez, en un conjunto de planes o estra-
tegias específicos, tales como planes de manejo 
de aguas, de suelos, de emisiones atmosféricas, 
de erosión de suelos, de residuos (sólidos, líqui-
dos, domésticos, peligrosos), de contingencias, de 
mitigación, de manejo social, de monitoreo y se-
guimiento, y el de cierre y abandono. Asimismo, 
el citado plan debe tener un presupuesto, señalar 
responsabilidades de las medidas de gestión del 
proyecto, así como presentar medios de reporte 
de monitoreo y mecanismos para que la población 
pueda acceder a información que le permita ha-
cer seguimiento al cumplimiento de las medidas 
establecidas a cargo del proponente del proyecto. 

79 En ocasiones la EIA revelará una cantidad de impactos 
adversos que en la práctica solo se evitarán si se opta por 
abandonar el proyecto. Asimismo, cabe resaltar que el análisis 
de alternativas permite optar por modificar el diseño del 
proyecto, sus actividades, ubicación, y así evitar esos impactos 
(Chadwick et al., 2012).



PROYECTO AMAZONÍA INDÍGENA - DERECHOS Y RECURSOS (AIRR)
LECCIONES APRENDIDAS DE PROCESOS EMBLEMÁTICOS DE CERTIFICACIÓN AMBIENTAL (ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL 
Y EVALUACIONES AMBIENTALES ESTRATÉGICAS) EN COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ, BRASIL Y BOLIVIA

68

En la práctica, el diseño de los planes de manejo 
ambiental y social debe priorizar las medidas pri-
vilegiando la prevención de los impactos en lugar 
de remediarlos o mitigarlos posteriormente. Esta 
jerarquización de acciones va en el siguiente or-
den: evitar, reducir (o minimizar), restaurar y com-
pensar. Así, para anticipar y evitar impactos sobre 
la biodiversidad y servicios ecosistémicos, cuan-
do no se pueda evitar, se reducirá; cuando un im-
pacto ocurra se rehabilitará o restaurará, y cuando 
impactos residuales permanezcan, se mitigarán o 
compensarán (CSBI, 2015, p. 8)80. 

Con relación a los casos de estudio, se puede 
mencionar que, en el EsIA de la central hidroeléc-
trica de Belo Monte, no se proponen medidas de 
mitigación, y que se caracteriza por ser más des-
criptivo que predictivo (Ritter et al., 2017). Asi-
mismo, en el caso de la Central Hidroeléctrica 
de Inambari, el Plan de Inversiones del proyecto 
presenta debilidades para salvaguardar los eco-
sistemas. Castro et al. (2013) señalan que el pre-
supuesto total delPrograma de Medidas Preven-
tivas, Correctivas o de Mitigación asciende a US$ 
300 000 (sección11.5.2.1) y que el monto asignado 

80 Cabe señalar que los mismos principios de jerarquización 
descritos para definir las medidas de manejo ambiental 
pueden aplicarse para los planes de manejo social, tal como 
se desarrolla en la nota de orientación para los prestatarios del 
BN al realizar la Evaluación y Gestión de Riesgos e Impactos 
Ambientales y Sociales (Banco Mundial, 2018). 

para el control de contaminación ambiental equi-
vale a US$ 10 000 anuales (US$ 50 000 en cinco 
años), lo que consideran insuficiente teniendo en 
cuenta las dimensiones y la vida del proyecto, cal-
culado en treinta años (Castro et al., 2013, p. 12).

Asimismo, Castro et al. (2013) revelan que, en di-
cho caso, el presupuesto únicamente incluye la 
restauración de 30 ha de canteras a US$ 2000 
cada una, mientas que el EsIA señala la necesidad 
de 708 ha para la extracción de material granu-
lado. Es más, Castro et al. alertan que “el Plan de 
Manejo de Cuencas no indica los costos para el es-
tablecimiento de zonas de protección intangibles 
en las partes altas de las cuencas y la reforesta-
ción, y el Plan de Monitoreo Ambiental no consi-
dera el monitoreo de aguas debajo de la represa 
en el río Inambari, ni el monitoreo de las emisiones 
de metano y otros gases de efecto invernadero” 
(Castro et al., 2013, p. 12).

En el caso de la Carretera Interoceánica Sur tramo 
3, algunos vacíos existentes en el EsIA se presen-
tan en el cuadro 5. 

Imagen 1. Secuencia de jerarquización de medidas en un Plan de Manejo Ambiental y Social

*No

Preventivo 

¿Se pueden gestionar los impactos potenciales de manera adecuada mediante medidas correctivas?

Evitación

• Selección de sitio
• Diseño
• Planificación

• Controles físicos
• Controles operacionales
• Controles de combate

• Compensación de 
restauración

• Compensaciones de 
pérdidas evitadas

• Restablecimiento de tipos 
de hábitat

• Restablecimiento de los 
valores de biodiversidad

• Restablecimiento de 
servicios ecosistémicos

Minimización Restauración Compensaciones 

Remediativo 

*Si

Fuente: Cross Sector Biodiversity Initiative, 2015, p. 11.
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Cabe mencionar que el EsIA no contempló al-
ternativas de trazo de la carretera. La aplicación 
de criterios de priorización o jerarquización de 
las medidas de gestión o manejo ambiental 
hubiera logrado realizar el cambio de ruta del 
proyecto y así evitar la afectación de ecosiste-
mas importantes y el control de la deforestación 
(Rubio, 2017). 

3.2.5. Los estudios de impacto 
ambiental no evalúan adecuadamente 
los impactos sociales
Un impacto social es una afectación que se puede 
manifestar en un individuo, una familia u hogar, 
un grupo social, un lugar de trabajo y de manera 
general en una sociedad (Vanclay, 2015, p. 1). Tan-
to su identificación como su evaluación son difíci-
les de realizar, más aún cuando se está en el marco 
de la evaluación de un proyecto de infraestructura 
o energía de gran inversión. El impacto puede ser 
positivo o negativo y, según los principios inter-
nacionales de la EIA, es definido como “los pro-
cesos de análisis, monitoreo y gestión de las con-
secuencias sociales voluntarias e involuntarias de 

intervenciones planeadas (políticas, programas, 
planes, proyectos) y todo proceso de cambio so-
cial invocado por dichas intervenciones” (Vanclay, 
2015, p. 1). 

Los impactos socioeconómicos son una zona 
gris en la evaluación del impacto de un proyec-
to, pues se construyen tanto sobre percepciones 
como sobre hechos. No existen estándares ab-
solutos o definidos para realizar la evaluación de 
los impactos sociales de un proyecto, pues toda 
evaluación implicará una interpretación subjeti-
va que puede racionalizarse, pero que siempre 
involucrará valores (Glasson et al., 2012). Por 
ejemplo, es posible que la reducción del desem-
pleo local sea considerada positiva, mientras que 
el aumento de la delincuencia local se considere 
negativo (Glasson et al., 2012)81. A pesar de ello, 
en ocasiones es posible la identificación previa 
de un impacto social (como la identificación de 
un escenario de auge y caída del empleo, o la 
fuga de los beneficios proyectados de una loca-
lidad a otra), permitiendo la discusión informada 

81 Debido a ello, es importante que esas valoraciones se 
encuentren en un equilibrio constante entre lo analítico 
y lo intuitivo (Glasson et al., 2012), para evitar vacíos y 
subjetividades.

Cuadro 6. Principales vacíos en la implementación de los Planes de Manejo del EsIA del Proyecto Carretera Interoceánica Sur tramo 3

Aspectos clave que definen el Plan de 
Manejo Ambiental y Social

Principales vacíos de la implementación de los 
Planes de Manejo Evaluación de las medidas propuestas

Evaluación de impactos directos - - Aspecto considerado de manera adecuada,

Evaluación de impactos indirectos Carece de evaluación de los impactos indirectos. Aspecto no considerado.

Identificación de medidas de prevención No hay estudio de alternativas de ruta para evitar 
zonas de mayor importancia para la biodiversidad.

Aspecto considerado, pero de manera no 
adecuada.

Identificación de medidas de minimización No hay medidas para los impactos indirectos. Aspecto considerado, pero de manera no 
adecuada.

Identificación de medidas de restauración La revegetación no tiene como objetivo la restaura-
ción ecológica del hábitat.

Aspecto considerado, pero de manera no 
adecuada.

Análisis cuantitativo de los impactos resi-
duales

Falta una cuantificación de los impactos residuales 
para la biodiversidad prioritaria. Aspecto no considerado.

Diseño de medidas de compensación Falta el diseño de medidas de compensación. Aspecto no considerado.

Implementación de las etapas del plan de 
manejo de manera secuencial

Faltan medidas de compensación
No se demostró la factibilidad de alcanzar la Pérdida 
neto Cero antes de construir el proyecto.

Aspecto considerado, pero de manera no 
adecuada.

Fuente: Escalas et al., 2017, p. 15.
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previa sobre el tema con un balance entre lo ana-
lítico e intuitivo (Glasson et al., 2012). 

Una de las problemáticas identificadas es que, en 
la práctica, la inclusión de los impactos socioe-
conómicos en los EsIA aún es variable y débil y, 
cuando se incluyen, la tendencia es centrarse en 
las características de la población (Abaza et al., 
2004, p. 137). Asimismo, aún existen impactos 
socioculturales poco mencionados que existen 
casi en la marginalidad, como la alienación, la po-
larización social, el crimen y la salud (Glasson et 
al., 2012, p. 323). 

El análisis de impactos sociales de muchos EsIA 
se limita a subrayar la creación de fuentes de em-
pleo local a pesar de que comúnmente sean tra-
bajos poco remunerados o temporales. Algunos 
podrán considerar positiva la disminución del 
desempleo local, pero también deben considerar-
se potenciales efectos negativos, como el aumen-
to del alcoholismo, la desnutrición, la delincuencia 
local o el aumento de migración hacia zonas en las 
que se construirán nuevas carreteras u proyectos 
de infraestructura. 

Asimismo, en cuanto al tema de salud y bienestar 
público, este usualmente no se encuentra desa-
rrollado en los EsIA, a pesar de ser una preocu-
pación central de las poblaciones locales. Al res-
pecto, es necesario recalcar que la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) define a la salud como 
“un estado de completo bienestar físico, mental y 
social, y no solamente la ausencia de afecciones o 
enfermedades” (OMS, 1946). La inclusión de este 
tema puede traer al EsIA valores como la conside-
ración de impactos diferenciados de los proyectos 
sobre varios subgrupos de población (Glasson, 
2012).

Cabe mencionar que casi todas las normas jurí-
dicas de los países estudiados precisan que los 
EsIA incluyen los impactos ambientales y los 
impactos sociales. Sin embargo, ninguno ha de-
sarrollado guías para la identificación de los im-
pactos sociales y tampoco metodologías para la 
evaluación de dichos impactos o la posible afec-
tación a los derechos colectivos de los pueblos 

indígenas82. Es más, varios de ellos aún no han 
establecido normativa o lineamientos específi-
cos para la diferenciación de afectaciones entre 
mujeres y hombres, o si lo han hecho, estos no 
son vinculantes para garantizar su cumplimiento 
(DAR, 2019, p. 103, 152).

Debe considerarse, además, que falta un marco 
legal que obligue a los proponentes de proyectos 
a analizar los posibles impactos de los proyectos 
en la salud humana. Esto se debe en parte a que 
las autoridades que definen los TdR de los EsIA no 
manejan asuntos de salud. Asimismo, como se ha 
mencionado antes, los profesionales encargados 
del EsIA son ingenieros o ecólogos, y las autori-
dades de salud no opinan ni comentan los EsIA 
(Mercedes, 2020). 

En el contexto de todo lo anterior, existen inelu-
dibles evidencias del impacto social que pueden 
ocasionar los proyectos de infraestructura o ener-
gía en la región. Así, por ejemplo, hay evidencias 
del aumento de desnutrición, alcoholismo, así 
como de una mayor incidencia de enfermedades 
de transmisión sexual e infecciones tales como el 
dengue y la malaria en zonas de proyectos de in-
fraestructura, represas y actividades extractivas 
(Mercedes, 2020). 

Esto no es ajeno a los casos de estudio analiza-
dos. En el caso de la Central Hidroeléctrica de Belo 
Monte, se registró el aumento de la tala ilegal, que 
genera mayor inseguridad sobre las tierras indí-
genas y tribales (AIDA, 2018). También aparecie-
ron delitos como la trata de personas y violencia 
contra mujeres, niños y niñas. Como relata un 
reporte de la organización AIDA, mujeres mayo-
res, jóvenes y transexuales fueron sujetas a un 
régimen de explotación sexual dentro del área del 
proyecto. Asimismo, el número de casos de abuso 
sexual aumentó en un 66 % entre los años 2010 y 
2014 (AIDA, 2018).

82 En el caso peruano, se ha identificado que la sexta disposición 
complementaria, transitoria y final del Reglamento de la Ley de 
Consulta Previa, menciona que los instrumentos del Sistema 
Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental incluirán 
información sobre la posible afectación de los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas que pudiera ser generada 
por el desarrollo del proyecto de inversión. Sin embargo, como 
se ha mencionado, no existen guías ni criterios para evaluar 
dichas afectaciones.
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En el caso de la Hidroeléctrica Coca Codo Sinclair, 
se generaron puestos de trabajo para la población 
local o esta empezó a incursionar en la prestación 
de servicios que satisficieran las necesidades de la 
empresa. Esto conllevó al abandono de la actividad 
agrícola de pequeña escala y familiar, lo que a largo 
plazo generó dificultades para suplir sus necesi-
dades alimenticias en cantidad y calidad. Además 
de la agricultura, también se dejó de lado la caza, lo 
que alteró la dieta familiar de los pobladores (Viola, 
2018). Asimismo, aumentaron la inseguridad, el al-
coholismo y la prostitución (Viola, 2018).

Existen estudios que muestran una mayor exposi-
ción al mercurio en embalses de represas (Merce-
des, 2020). Esto se debe al proceso de metilación 
del mercurio y su bioacumulación en peces que sir-
ven de alimento de las poblaciones locales. En ese 
marco, por ejemplo, en el caso de las centrales hi-
droeléctricas del río Madeira, resulta preocupante la 
contaminación por mercurio, pues las obras remue-
ven los depósitos de mercurio en los lechos de los 
ríos, lo que genera la contaminación de la biodiver-
sidad existente —sobre todo la ictiofauna del río—. 
Se calcula que las represas de Santo Antonio y Jirao 
afectarían a cerca de 16 000 familias que viven de la 
pesca artesanal (Vargas Collazos et al., 2010). 

En el caso del Proyecto Camisea, los impactos so-
ciales y de afectación a derechos humanos fueron 
evidentes y alertados por la Defensoría del Pueblo 
del Perú. En ese sentido, se alertó sobre la afec-
tación al derecho a la salud del pueblo indígena 
Nanti, ubicado en la Reserva Territorial Kugapakori 
Nahua83 (Defensoría del Pueblo, 2006). Asimismo, 
también en el caso del Proyecto Camisea, ocurrie-
ron incumplimientos de compromisos sociales 
suscritos por la empresa con la población local en 
temas vinculados con el empleo, uso de tierras de 
las comunidades, afectaciones a tierras de cultivo, 
falta de pago por servidumbres e indemnizaciones, 
falta de respeto a la identidad y tradiciones de las 
comunidades nativas (DAR, 2008b). 

83 Ver el informe Análisis de la situación de salud: pueblo en 
situación de vulnerabilidad: el caso de los nanti de la Reserva 
Territorial Kugapakori Nahua. Río Camisea, Cusco, elaborado 
por la Oficina General de Epidemiología del Ministerio de 
Salud y el Plan sistémico integrado de vigilancia, fiscalización 
y monitoreo ambiental y social del Estado en el proyecto 
Camisea (PSI-Camisea), elaborado por el Consejo Nacional del 
Ambiente en el marco del GTCI. 

Por otro lado, uno de los principales impactos so-
ciales que se identifican en los grandes proyectos 
de hidroeléctricas está relacionado con el despla-
zamiento de la población, ya sea porque son rea-
sentadas permanentemente debido al llenado de 
los embalses o porque sus medios de vida se ven 
interrumpidos con la construcción y operación de 
la presa. Así, un informe de la Comisión Mundial de 
Presas documentó que entre 40 y 80 millones de 
personas fueron desplazadas en el siglo pasado a 
causa de las represas y ha resultado difícil reasen-
tarlas adecuadamente. Además, las condiciones de 
vida y la seguridad alimentaria de sus comunida-
des a menudo están en peligro (WCD, 2010). 

De acuerdo con AIDA (2018), la Central Hidroeléc-
trica Belo Monte provocó el desplazamiento for-
zado de más de 40 000 personas. Su plan de re-
asentamiento fue acelerado, y al año 2016, 9923 
familias fueron reasentadas, de las cuales al me-
nos 654 eran indígenas. En ese mismo año, la 
Defensoría Pública del Sindicato representó sete-
cientos casos referidos a solicitudes de reasenta-
miento o indemnización de personas que debían 
abandonar sus hogares y que no tenían derecho 
a recibir ningún beneficio reconocido por la em-
presa. De hecho, los edificios a los que fueron 
trasladadas y reasentadas estaban ubicados en 
las afueras de la ciudad, sin un sistema de trans-
porte público, servicios básicos de saneamiento y 
viviendas hechas con materiales de mala calidad. 
Más aún, el impacto en los pueblos indígenas fue 
mayor, pues dejaron de tener acceso al río Xingu 
y perdieron sus tierras y su estilo de vida tradicio-
nal, poniendo en riesgo incluso su propia existen-
cia como pueblos. 

Las centrales hidroeléctricas del río Madeira, 
además de afectar a pueblos indígenas en Brasil, 
también generarían impactos sociales negativos 
en pueblos indígenas de Bolivia. Dichas afectacio-
nes no fueron consideradas en la elaboración del 
EsIA y generó que el gobierno boliviano manifes-
tara su preocupación al gobierno brasileño por los 
impactos socioambientales, que incluían la inun-
dación de su territorio y el desplazamiento de su 
población (Vargas Collazos et al., 2010). 

De manera similar, y desde la mirada del EIA, en el 
caso de la Hidroeléctrica de Inambari (Perú) se ha 
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considerado como un elemento transversal la de-
bilidad del EsIA, así como la falta de un análisis de 
los impactos sociales, culturales y antropológicos 
(Castro et al., 2013). Asimismo, el EsIA no realiza 
un análisis detallado de cómo será el proceso de 
reasentamiento y el espacio de destino para las 
poblaciones reubicadas. Según el EsIA, el plan de 
reasentamiento consiste solo en comunicar a los 
afectados la fecha de traslado a las nuevas zonas 
de reasentamiento y el inicio del traslado sin in-
cluir el procedimiento de consulta, negociaciones, 
compensaciones, cronogramas, etc. (Castro et al., 
2013, p. 84). Es más, se indica que la población 
será reubicada en Mazuko y en la CN San Lorenzo, 
sin contar con un estudio de uso y disponibilidad 
de tierras en estas zonas y, por lo tanto, sin infor-
mación suficiente para tomar decisiones informa-
das. Además, en Mazuko no hay más espacio y los 
servicios básicos están colapsados, mientras que 
en la CN San Lorenzo no se dispone de ningún tipo 
de servicio básico, por lo que sería poco atractiva 
para las poblaciones (Castro et al., 2013, p. 84). 

Frente al desplazamiento por proyectos hidroeléc-
tricos, Moran et al. (2018) alerta de la inexistencia 
de mecanismos efectivos para compensar a esta 
población por sus pérdidas. Por ejemplo, las po-
blaciones desplazadas suelen recibir un precio 
infravalorado por sus tierras que no consideran 
el valor social, cultural y religioso de aquellas, así 
como la pérdida de redes u otro tipo de riqueza 
social, dando lugar a grandes consecuencias eco-
nómicas, culturales, sociales y de salud (Moran et 
al., 2018). Es más, la población que no es directa-
mente desplazada, pero que se ve afectada, como 
las comunidades río abajo, en general no reciben 
compensación alguna, a pesar de los grandes im-
pactos que sufren. Este problema se agudiza con-
siderando que, en muchas ocasiones, estas pobla-
ciones son pueblos indígenas con altos niveles de 
pobreza y vulnerabilidad (Moran et al., 2018). 

Los impactos mencionados en los párrafos an-
teriores usualmente son subestimados o están 
ausentes en los EsIA. Asimismo, como se ha vi-
sibilizado, estos afectan algunos grupos de indi-
viduos específicos, como los pueblos indígenas 
o individuos desplazados a nuevas tierras, quie-
nes se encuentran más expuestos a sufrir daños 
en su salud por la malnutrición y condiciones de 

vida insalubres (Abaza et al., 2004, p. 141). De 
igual manera, como se expone en los párrafos 
anteriores, las mujeres muchas veces son impac-
tadas por estas industrias de una manera distinta 
y más profunda. Un reciente informe sobre gé-
nero e industrias extractivas da cuenta de cómo 
la operación de megaproyectos puede vulnerar 
gravemente sus derechos, afectando de esta ma-
nera su autonomía física, económica y en la toma 
de decisiones (DAR, 2019). Por último, esta situa-
ción también se torna más crítica en el caso de los 
Pueblos Indígenas en Aislamiento y Contacto Ini-
cial (PIACI), quienes no tienen defensas para en-
fermedades infecciosas que pueden transmitirse 
por la presencia de trabajadores en las zonas de 
ejecución de los proyectos (Mercedes, 2020). 

En dicho marco, cabe recordar que los países de 
la cuenca amazónica han suscrito el Convenio 169 
OIT sobre derechos de pueblos indígenas84. En 
este se resalta la importancia de la realización de 
estudios que evalúen la incidencia social, espiri-
tual y cultural y sobre el medio ambiente de los 
proyectos de inversión, en cooperación con los 
pueblos interesados, y que los resultados de estos 
sean considerados como criterios fundamentales 
para la ejecución de los proyectos85. 

En el mismo sentido, la Corte IDH, en la sentencia 
del caso del pueblo Saramaka vs. Surinam, indi-
ca que los estudios de impacto social y ambien-
tal no son la única forma de evaluar un impacto 
de un plan de inversión o desarrollo en tierras de 
pueblos indígenas sino que, con miras a evaluar 
adecuadamente el efecto que una restricción al 
derecho de propiedad puede tener sobre otros de-

84 El artículo 7.3 del Convenio 169 OIT señala que:
 “3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya 

lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos 
interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual 
y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de 
desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como 
criterios fundamentales para la ejecución de las actividades 
mencionadas”.

85 Asimismo, el Convenio 169 OIT establece en su artículo 16 
como excepción a la regla del derecho de los pueblos indígenas 
a no ser desplazados, la obtención del consentimiento de los 
pueblos indígenas; sin embargo, el propio convenio también 
señala en su artículo 35 que la aplicación de sus disposiciones 
no deberá menoscabar derechos garantizados en virtud de 
leyes nacionales. De esta forma, si alguna norma de los países 
amazónicos estudiados establece normas más protectoras que 
las previstas en el Convenio 169 OIT, esas normas nacionales 
deben ser aplicadas. 
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rechos, se hace necesario que, como mínimo, los 
estudios de impacto social y ambiental contengan 
un estudio de impacto de derechos humanos86. 

Por último, este organismo recomienda que, para 
lograr el objetivo de los estudios de impacto social 
y ambiental (EISA), estos deben realizarse confor-
me a estándares internacionales y buenas prácti-
cas desarrolladas al respecto, como por ejemplo, 
los lineamientos establecidos en la Directriz Akwé 
Kon87: directrices voluntarias para realizar evalua-
ciones de las repercusiones culturales, ambienta-
les y sociales de proyectos de desarrollo que ha-
yan de realizarse en lugares sagrados o en tierras 
o aguas ocupadas o utilizadas tradicionalmente 
por las comunidades indígenas y locales, o que 
puedan afectar a esos lugares88. 

3.2.6. Los métodos de valorización 
económica de la pérdida de 
biodiversidad son obsoletos o no se 
aplican debidamente
¿De qué trata la valorización económica de 
la pérdida de la biodiversidad?

En los procesos de elaboración de EIA, resul-
ta de gran importancia la valoración económica 
ambiental. Esta es una herramienta que permite 
asignar valores cuantitativos a los bienes y servi-
cios proporcionados por los recursos naturales89, 
independientemente de si existen o no precios de 
mercado que ayuden a hacerlo (Convención Ram-
sar, 1997). Esta asignación de valores se da a par-

86 Corte IDH. Caso del pueblo Saramaka vs. Surinam. Sentencia 
de 12 de agosto de 2008 (interpretación de la sentencia de 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas). 
Parágrafo 30. La sentencia del caso Saramaka vs. Surinam 
sobre Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas fue emitida el 28 de noviembre de 2007. Ver también 
el dictamen de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas sobre el caso Ángela Poma Poma.

87 Párrafo 41 de la sentencia interpretativa Saramaka vs. Surinam. 

88 La Directriz Akwé Kon se puede revisar en: https://www.cbd.
int/doc/publications/akwe-brochure-es.pdf. Existen otras 
metodologías específicas para los estudios de impactos en 
derechos humanos.

89 Algunos de estos bienes y servicios que pueden ser 
económicamente relevantes son los ecosistemas naturales, la 
regulación hídrica y del clima, la provisión de suelos fértiles, 
la producción de plantas medicinales, la protección contra 
desastres naturales y la recreación paisajística, entre otros.

tir de métodos y técnicas de la teoría económica 
(MINAM, 2015).

Asimismo, la valoración económica ambiental 
considera los costos y beneficios vinculados con 
las alteraciones en los ecosistemas que causan 
variaciones al bienestar social, al medirlos en uni-
dades monetarias. Dichas alteraciones sociales y 
ambientales pueden incorporarse como indicado-
res que sirvan para mejorar la toma de decisiones 
con relación a la evaluación social y la viabilidad 
ambiental de los proyectos o políticas públicas 
(MINAMbiente, 2018, p. 21). Así, la valoración 
económica ambiental se traduce en una herra-
mienta útil en diversas dimensiones de la gestión 
ambiental, especialmente en el marco de los pro-
cesos de EIA. Sin embargo, a veces los servicios 
ecosistémicos no son tan fáciles de valorar.

Así, el caso más problemático es la conservación de 
la biodiversidad, a pesar de su potencial para pro-
porcionar ingresos de subsistencia a través de la 
tierra, los peces, la vida silvestre, las frutas y las fi-
bras, entre otros, aportando enormemente a la eco-
nomía mundial (Killeen, 2007). Al respecto, Killen 
(2007) destaca algunas limitantes para valorizar 
económicamente la conservación de la biodiversi-
dad, partiendo de la premisa de que el valor real de 
la biodiversidad es intangible, lo que podría ocasio-
nar una asignación de valores económicos sobre la 
base de supuestos erróneos (Killeen, 2020). Por un 
lado, señala que las personas usuarias son incapa-
ces de pagar los bienes y servicios porque no tie-
nen recursos económicos o estos son parte de los 
“bienes comunes públicos”, en los que el uso tra-
dicional dificulta el cobro de tarifas. Por otro lado, 
el autor remarca la dificultad de asignar un valor a 
un beneficio no descubierto, es decir, cuando hay 
desconocimiento sobre quién es el propietario del 
recurso, su valor, o qué actor podría estar interesa-
do en adquirirlo (Killeen, 2007). 

Por ello, el autor sostiene que debe partirse de 
considerar que el valor económico es subjetivo y 
que puede variar entre individuos y sociedades 
en función de condiciones particulares. En sí, la 
aplicación de metodologías depende de valores 
obtenidos a partir de los diferentes métodos que 
pueden ser interpretados de diversas formas, 
dependiendo del enfoque teórico (MINAMbiente, 
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2018, p. 22). Así, la incertidumbre siempre está 
presente y ello debe ser considerado al momento 
de establecer los alcances de los resultados obte-
nidos; especialmente, cuando la información se 
utiliza para la toma de decisiones a gran escala 
(MINAMbiente, 2018, p. 22). 

La valorización económica de la pérdida 
de la biodiversidad en los países objeto de 
estudio: métodos obsoletos o no aplicados 
debidamente

Los países de la cuenca amazónica objeto del pre-
sente estudio integran en su normativa cuestiones 
relativas a la valoración económica. En el caso de 
Colombia, el artículo 1 de la Ley Nº 99 de 1993 fo-
menta como un principio general de su política am-
biental la incorporación de los costos ambientales y 
el uso de instrumentos económicos para la preven-
ción, corrección y restauración del deterioro am-
biental, así como para la conservación de los recur-
sos naturales renovables. En concreto, mediante 
la Resolución Nº 1478 de 2003, se consolidó en el 
país las metodologías para desarrollar la valoración 
económica, a través de la creación del documento 
Guía metodológica para la valoración de bienes, 
servicios ambientales y recursos naturales. 

Por su parte, en el Perú, la Política Nacional del 
Ambiente (PNA)90 establece la implementación 
de instrumentos de evaluación, valoración y fi-
nanciamiento para la conservación de los recur-
sos naturales, diversidad biológica y servicios 
ambientales en el país, así́ como para fomentar 
la aplicación de metodologías de valoración de 
los recursos naturales, la diversidad biológica y 
sus servicios ambientales. En concreto, la Ley del 
SEIA precisa la necesidad de la valoración econó-
mica del impacto ambiental como contenido de 
los EsIA91. Es más, su reglamento, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 019-2009-MINAM, dispone 
en su artículo 25 que los criterios y metodologías 
que apruebe el MINAM serán tomados en cuenta 
para la aprobación de los EsIA del SEIA, y en su 
artículo 26 requiere la valorización económica del 
impacto ambiental de proyectos de inversión. 

90 Aprobada por el Decreto Supremo Nº 012-2009-MINAM.

91 Ley Nº 27446, en su artículo 10, numeral 10.1 literal f).

Finalmente, en Ecuador, la emisión del Acuerdo 
Ministerial Nº 07692 del año 2012 estableció una 
aproximación metodológica para valorar econó-
micamente los bienes y servicios ambientales que 
se perderían a causa del desbroce de la vegetación 
nativa existente en el área de implantación de un 
proyecto. Ese mismo año, el Ministerio del Am-
biente, Agua y Transición Ecológica de Ecuador 
(MAE) y el Ministerio de Recursos no Renovables 
de Ecuador (MRNNR) emitieron el Acuerdo Inter-
ministerial Nº 001, que comprende los lineamien-
tos para la aplicación de la compensación econó-
mica por afectaciones socioambientales dentro del 
marco de la política pública de reparación integral. 
Finalmente, el Acuerdo Ministerial Nº 006 del año 
2014 establece la necesidad de incluir, como parte 
de la ejecución del EsIA, la valoración económica de 
los bienes y servicios ambientales presentes en el 
área de implantación del proyecto a desarrollarse, 
para lo cual establece el uso del esquema metodo-
lógico planteado en el Acuerdo Ministerial Nº 134.

Sin embargo, a pesar de que existe un marco nor-
mativo relacionado con la valoración económica 
ambiental, en ocasiones los métodos establecidos 
por los entes gubernamentales responsables son 
obsoletos, por lo que resultan en costos muy bajos 
para la valoración de lo ambiental, o han sido mal 
aplicados (Serra, 2020). 

El caso de Inambari (Perú): un proyecto 
rentable para la empresa, pero muy 
costoso para el ambiente y la sociedad 

En el caso del proyecto de la hidroeléctrica de 
Inambari, un estudio sobre el análisis costo be-
neficio financiero y la valoración económica am-
biental del EsIA concluye que la represa tiene cos-
tos ambientales y sociales muy altos y que resulta 
muy rentable para la compañía promotora, pero 
muy perjudicial para la sociedad peruana. El mis-
mo documento también remarca que el EsIA no 
considera dichos costos ambientales y sociales de 
manera rigurosa.

En ese sentido, por ejemplo, el análisis de valora-
ción económica no considera la evacuación de unas 

92 Publicado en el registro oficial Nº 766 de 14 de agosto del 2012 
y el posterior Acuerdo Ministerial Nº 134 del 25 de septiembre 
de 2012, modificatorio al Acuerdo Ministerial Nº 076.
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4000 personas a causa de la inundación de 378 
km2, la deforestación de unas 96 000 hectáreas en 
un período de dieciséis años —sobre todo a causa de 
la migración de la población hacia la zona—, la emi-
sión de una cantidad considerable de GEI, la pérdida 
de la biodiversidad, así como la severa alteración de 
los sistemas acuáticos (Serra et al., 2012, p. 10).

Por otro lado, de acuerdo con los cálculos de Serra 
(2012) la empresa generaría un VAN positivo que 
oscilaría entre US$ 527 y US$ 1245 millones, en 
función de las tarifas eléctricas que se aplicasen y 
la repartición de la electricidad entre los mercados 
de Perú y Brasil (Serra et al., 2012, p. 6)93. En resu-
men, Serra (2012) remarca que las ganancias de las 
entidades peruanas serían anuladas por los costos 
ambientales, evidenciando que las ganancias de 
las empresas peruanas representarían apenas un 
25 % de las ganancias de las empresas brasileñas. 
Además, remarca que, de aplicarse la tarifa espera-
da por la empresa promotora del proyecto, la pér-
dida neta de los consumidores peruanos sería al-
rededor de US$ 200 millones por el aumento en el 
precio de energía eléctrica (Serra, et al., 2012, p. 5).

El caso del proyecto de la hidroeléctrica de Inam-
bari se refleja en muchos otros casos de proyec-
tos de infraestructura y extractivos. En un análi-
sis global de 245 grandes represas construidas 
entre 1934 y 2007 se encontró que los costos de 
las grandes represas eran un 96 % más altos que 
los costos pronosticados y que una de cada diez 
grandes represas cuesta hasta tres veces más de 
lo estimado originalmente (Moran et al., 2018). En 
ese sentido, un análisis riguroso de costo/benefi-
cio de implementar el proyecto referido concluyó 
que había un 72 % de posibilidades de que los cos-
tos de Belo Monte fueran mayores que los benefi-
cios, algo que ha demostrado ser correcto (Moran 
et al., 2018).

El caso de corrupción de Lava Jato demuestra 
que muchos de estos proyectos no son rentables 
económicamente. Una estrategia para asegurar la 
toma de decisiones adecuada es contar con la in-

93 En ese sentido, si se consideran esos costos, se obtendría un 
VAN económico positivo únicamente si se tuviera en cuenta el 
precio propuesto por los inversionistas de US$ 70/MWh, lo que 
representa un monto muy superior a los vigentes en los mercados 
de Perú y Brasil en el momento y, además, debería incluir a la par 
los ingresos por el afianzamiento del Madeira, aspecto sobre el 
cual no se contaba con certidumbre (Serra et al., 2012, p. 9).

formación necesaria sobre la viabilidad económi-
ca de los proyectos; en ese sentido, Killen (2020) 
remarca que “en las decisiones al final siempre 
prima lo económico, por encima de lo ambiental 
y lo social”. Así, hablar en términos económicos es 
un arma para asegurar que el posible desarrollo 
de un proyecto de infraestructura o extractivo es 
beneficioso para la sociedad (Killen, 2020; Serra, 
2020). 

Como síntesis, el análisis evidencia la importancia 
de calcular costos realistas que se puedan utilizar 
sistemáticamente, para lo cual resulta necesario 
que, antes que el gobierno ofrezca concesiones, se 
calcule la rentabilidad económica y los impactos 
ambientales y sociales. 

Cuadro 7. Costo para la sociedad peruana por el Proyecto 
Hidroeléctrico del Inambari

VAN Millones 
US$ %

Tasa 
actualización 

(%)

Bosque destruido 103 10 1

Biodiversidad 190 18 1

Emisiones CO2 equivalente 442 42 11

VAN costos ambientales 735 71

VAN inversión social 
faltante 61 6 11

Pérdida agricultura 181 17 11

Pérdida oro 66 6

VAN agricultura y oro 
perdidos 246 24

VAN total externalidades 1042 100

Fuente: Serra, 2012.
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La investigación presenta, a través de una mira-
da general, un análisis de un conjunto de casos de 
procesos de certificación ambiental emblemáti-
cos (EIA/EAE) en la cuenca amazónica, particu-
larmente en los países de Brasil, Colombia, Ecua-
dor, Bolivia y Perú. Ello para recoger un conjunto 
de lecciones aprendidas que puedan informar en 
la toma de decisiones en futuros procesos y coad-
yuvar a su mejora. 

A pesar de sus fallas y limitaciones, la EIA es una 
herramienta útil y necesaria no sólo para dimen-
sionar los potenciales impactos socioambientales 
que pueden generar los proyectos, sino también 
para asegurar el diseño de medidas adecuadas de 
prevención, mitigación o compensación. 

Sin embargo, ante la creciente ola de megapro-
yectos en la Amazonía, la EIA resulta insuficiente 
para abarcar el análisis de los múltiples impactos 
acumulativos, sinérgicos a corto, mediano y lar-
go plazo, causados por la presencia de numero-
sos proyectos de infraestructura y extractivos en 
la región. Ello se debe a que, durante la EIA, cada 
proyecto es evaluado y aprobado de forma indivi-
dual, sin que exista una visión de conjunto que in-
tegre los efectos de las intervenciones de distinto 
tipo en un mismo ecosistema o región. 

Así, resulta necesario adoptar y reforzar mecanis-
mos que permitan la evaluación de los impactos 
ambientales y sociales de dichos proyectos en es-
calas de tiempo y espacio geográficos mayores, 
así como incorporar información de estos impac-
tos en el planeamiento en los ámbitos nacional 
o regional a largo plazo. En ese sentido, es im-
prescindible fortalecer la EAE como instrumento 
de gestión ambiental que permita la integración 
temprana de las consideraciones ambientales, so-

ciales, económicas y políticas en las estrategias de 
desarrollo. 

Cabe destacar que cada país es diferente en tér-
minos de las limitaciones y oportunidades exis-
tentes para mejorar los procesos de licenciamien-
to o certificación ambiental en el marco de estos 
megaproyectos. Sin embargo, a partir de los casos 
estudiados se resalta la necesidad de establecer 
guías y criterios obligatorios para reforzar la cali-
dad y evaluar el contenido de los EsIA. Asimismo, 
se requiere mejorar también los TdR de los EsIA, 
para capacitar al personal de las autoridades que 
los revisan e integrar especialistas en asuntos so-
ciales.

Igualmente, es necesario contar con procesos 
claros y transparentes en la toma de decisiones 
sobre inversiones en la Amazonía, mitigando la 
influencia de presiones e intereses políticos y 
económicos, así como actores que desarrollen los 
EsIA de forma independiente. Además, resulta 
indispensable el desarrollo de procesos de par-
ticipación ciudadana y consulta previa efectivos, 
adecuados, transparentes, realizados desde los 
enfoques de derechos, género e interculturalidad 
y basados en estudios técnicos rigurosos que per-
mitan conocer los principales impactos positivos 
y negativos de los proyectos para el país, la región, 
y especialmente, para la población local. 

A continuación, se presentan algunas lecciones 
aprendidas y recomendaciones con el fin de con-
tribuir a la reflexión y permitir contar con infor-
mación de interés para la elaboración de propues-
tas de mejora de políticas públicas y el desarrollo 
de estrategias de acción por las organizaciones 
representativas de pueblos indígenas. 

4. Conclusiones, lecciones aprendidas 
y recomendaciones
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#1 Sobre la eficacia del 
gobierno
Lecciones aprendidas

 � Los procesos de EIA actualmente no suelen 
influir en la toma de decisiones sobre si se 
realizará o no algún proyecto de infraestruc-
tura o extractiva, a pesar de ser un requisito 
legal que debería determinar la viabilidad 
ambiental. Por el contrario, las evaluaciones 
de impacto ambiental tienen un lugar muy 
tardío en el proceso de toma de decisiones. 

 � La presión económica es uno de los prin-
cipales obstáculos para la implementación 
efectiva de la EIA. Se ha identificado que, en 
ocasiones, los gobiernos, como en el caso de 
Brasil, declaran proyectos de carácter “nacio-
nal/estratégico” como medida de promoción 
de las inversiones. Además, las empresas 
proponentes de este tipo de megaproyectos 
a menudo ejercen presión para la aprobación 
de los proyectos y consideran la EIA como 
un mero requisito burocrático. Ello limita los 
procesos de evaluación ambiental y social y, 
asimismo, pone límite a las medidas de par-
ticipación ciudadana y consulta a los pueblos 
indígenas. 

 � La corrupción puede tener influencia en la 
dinámica de financiamiento y ejecución de 
obras en la cuenca amazónica, como lo de-
mostró el escándalo de corrupción en el caso 
Lava Jato.

 � Los estudios de EIA son realizados por em-
presas consultoras contratadas por los pro-
ponentes de los proyectos, es decir, los ac-
tores interesados en obtener las licencias 
ambientales. Debido a ello, los análisis suelen 
favorecer a las empresas contratantes. 

 � Los procesos de toma de decisiones y otorga-
ción de licencias ambientales generalmente 
están influenciados para favorecer proyectos 
con limitados beneficios para las poblaciones 
locales y altos impactos ambientales y socia-
les.

 � En general, existe una disparidad en la dis-
tribución de los costos-beneficios de los pro-

yectos desde el punto de vista económico, el 
ambiental y el social. Los beneficios econó-
micos se exageran y se distribuyen en favor 
de los proponentes de los proyectos. Por su 
lado, los impactos ambientales y sociales se 
minimizan en los estudios, lo que origina que 
sean las poblaciones locales las más afecta-
das negativamente por ellos. Esto genera que 
la población desconfíe de los procesos de EIA 
y busque en los tribunales de justicia la can-
celación de licencias ambientales e indemni-
zaciones por daños. 

 � Los países de la cuenca amazónica presentan 
una normativa bastante sólida con relación a 
los procesos de licenciamiento ambiental; sin 
embargo, esta no suele cumplirse a cabalidad.

Recomendaciones
 � Asegurar que la toma real de decisiones se 

produzca después de que se cuente con in-
formación sobre los costos y beneficios de las 
propuestas para el desarrollo de proyectos de 
infraestructura y extractivos. 

 � Promover que los proyectos de infraestruc-
tura o extractivos sean debatidos democráti-
camente con la población, incluyendo la dis-
cusión sobre sus impactos socioambientales, 
antes de que se tomen las verdaderas deci-
siones sobre si se desarrollará o no el proyec-
to. 

 � Focalizar esfuerzos para minimizar la pre-
sión política sobre autoridades y las agencias 
ambientales responsables de los procesos 
de licenciamiento ambiental. En esa línea, 
se sugiere explorar posibles formas y herra-
mientas que permitan reducir los sesgos que 
subyacen en la toma de decisiones, y que 
generalmente están vinculados con agendas 
específicas de grupos de interés financieros y 
económicos.

 � Combatir las prácticas corruptas que afectan 
al ambiente y a los derechos de las comunida-
des locales a través de acciones coordinadas 
desde la sociedad civil y otros actores como 
los pueblos indígenas.

 � Impulsar mecanismos para asegurar que los 
actores que elaboran los EsIA y social no sean 
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contratados directamente por los proponen-
tes de los proyectos. En esa línea, por ejemplo, 
fomentar que sean desarrollados por empre-
sas que prestan servicios a los ciudadanos o 
por organizaciones independientes, evitando 
así un conflicto de interés con el gobierno, los 
sectores o las empresas proponentes. 

 � Fomentar el cumplimiento de la legislación 
socioambiental, las garantías constituciona-
les y los tratados suscritos internacionalmen-
te. 

#2 Sobre la participación 
de la ciudadanía y pueblos 
indígenas
Lecciones aprendidas

 � Los casos emblemáticos analizados revelan 
deficiencias en los procesos participativos 
relacionados con los procesos de certificación 
ambiental de proyectos de infraestructura y 
extractivos. Generalmente no se realiza un 
proceso de consulta apropiado con las comu-
nidades y poblaciones afectadas, ni tampoco 
se permite una participación pública real y 
efectiva. 

 � Los casos emblemáticos corroboran que la ca-
lidad de los procesos participativos, en general 
suele ser deficiente. Los mecanismos partici-
pativos no fueron siempre los adecuados y las 
audiencias o procesos terminaron convirtién-
dose en un proceso de divulgación de informa-
ción sobre los proyectos, en lugar de un proce-
so para que el público exprese sus opiniones y 
ofrezca sus aportes. Además, en ocasiones, los 
tiempos de convocatoria y del proceso fueron 
insuficientes y las locaciones poco adecuadas. 
También se identificaron fallas en el uso de in-
formación pertinente culturalmente.

 � Existen debilidades en la normativa de los 
países de la cuenca amazónica. Usualmen-
te estas presentan diferentes mecanismos e 
instancias de participación, pero no cuentan 
con protocolos uniformes específicos ni pla-
zos expresamente establecidos para conocer, 

por ejemplo, el expediente del EsIA y formu-
lar observaciones. 

 � Las observaciones emitidas durante el pro-
ceso de participación ciudadana en la EIA no 
son vinculantes y la autoridad tiene la potes-
tad de incorporarlas o no, según se considere 
pertinente.

 � En muchas ocasiones se manifiesta resisten-
cia a la aplicación del derecho a la consulta y 
el CLPI, por lo que este derecho es una de las 
principales demandas de los pueblos indíge-
nas en la mayoría de los países de la cuenca 
amazónica. 

 � Una preocupación creciente en el marco de la 
aprobación y ejecución de grandes proyectos 
de infraestructura y extractivos son las situa-
ciones de amenaza y violencia hacia las per-
sonas y comunidades que defienden sus de-
rechos y territorios, incluyendo la iniciación 
de procesos judiciales, el uso de fuerza en 
protestas pacíficas, así como el hostigamien-
to y ataques a líderes, lideresas y miembros 
de las comunidades. 

 � Aún existen importantes brechas de género 
referentes a la participación política de las 
mujeres en procesos de consulta y toma de 
decisiones sobre la gestión ambiental en sus 
territorios. A pesar de algunas iniciativas, aún 
no se logra consolidar medidas de política pú-
blica para garantizar su participación efectiva 
y en igualdad de condiciones. 

Recomendaciones
 � Asegurar que la participación pública inicie en 

las etapas tempranas del proceso de toma de 
decisiones. Ello supone que la población ten-
ga la posibilidad de participar cuando todas 
las opciones y soluciones aún sean posibles 
y, por lo tanto, de ejercer una real influencia. 

 � Establecer obligaciones legales precisas con 
relación a la participación pública en los pro-
cesos de certificación ambiental. Existe el 
riesgo de que el derecho a la participación 
sea puesto en práctica únicamente con aque-
llas comunidades que cuenten con mayores 
recursos para participar y ser conscientes 
de sus derechos. En ese sentido, considerar 
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medidas afirmativas para aquellos grupos 
sociales que se encuentran en situación de 
desventaja y que pueden estar más excluidos 
de la toma de decisiones relativa al desarrollo 
de proyectos de infraestructura o extractivos.

 � Definir claramente el alcance de la participa-
ción. Las diferentes percepciones existentes 
sobre la participación, según los actores y lo 
dispuesto por los marcos normativos, pueden 
generar falsas expectativas y desconfianza 
en la población respecto de las oportunidades 
efectivas que tienen para incidir en la toma de 
decisiones, generando conflictos. 

 � Fomentar espacios participativos que promue-
van el intercambio de información y el diálogo 
con las comunidades locales del área de inci-
dencia de los proyectos de infraestructura o 
extractivos, así como con la sociedad civil inte-
resada. En ese marco, asegurar que el proceso 
participativo cuente con plazos suficientes que 
garanticen el tiempo adecuado para una par-
ticipación plena y efectiva. Igualmente, garan-
tizar que la información sobre los proyectos e 
impactos esté disponible para la población, así 
como aquella relativa al proceso participativo, 
el derecho a participar y su alcance.

 � Durante el proceso de EIA, facilitar recursos y 
asistencia técnica a poblaciones de incidencia 
directa de los proyectos de infraestructura o 
extractivos con el fin de reducir asimetrías y 
garantizar el ejercicio efectivo de su derecho 
a la participación. En especial, apostar por 
fortalecer las capacidades de poblaciones lo-
cales y pueblos indígenas para defender su 
territorio y recursos naturales, así como para 
conocer sobre las salvaguardas ambientales 
y sociales.

 � Identificar claramente la diferencia entre los 
conceptos de consulta previa, conforme al 
Convenio 169, y consulta pública, talleres in-
formativos o audiencias públicas como parte 
del concepto de participación en un sentido 
más amplio.

 � Fortalecer el rol y la protección de líderes, 
lideresas y defensores y defensoras de la 
tierra, territorio y medio ambiente en zonas 
donde se espera se desarrollen proyectos de 
infraestructura y extractivos, con el fin de 

garantizar que sus derechos e integridad no 
sean vulnerados. 

 � Asegurar que las instituciones financieras 
internacionales cuenten con mecanismos 
claros para evaluar el desarrollo de procesos 
participativos y, en especial, de la consulta 
previa y el CLPI de acuerdo con el Convenio 
169 y las normativas específicas en los paí-
ses, como parte de sus requisitos en el ciclo 
de proyectos. 

 � Aprobar y aplicar normativa vinculada con 
los sectores extractivos y de infraestructura 
que amplíe y garantice la participación efecti-
va de las mujeres en los procesos de toma de 
decisión, de certificación socioambiental y de 
consulta previa.

#3 Sobre la transparencia
Lecciones aprendidas

 � El derecho de acceso a la información en el 
proceso de certificación ambiental requie-
re procedimientos efectivos y abiertos para 
acceder a la información sobre las licencias 
y concesiones, los estudios realizados, así 
como otra información relevante. Los casos 
de estudio reflejan importantes limitaciones 
en el acceso y transparencia de la informa-
ción. Así, en varios casos, la información que 
legalmente debía ser pública no era accesible 
a la población, aunque esta se considera de 
carácter confidencial.

 � Uno de los mayores reclamos de las poblacio-
nes en territorios donde se produce la extrac-
ción de recursos naturales es, precisamente, 
el limitado acceso a información completa, 
adecuada y de calidad. Esto se agrava, ade-
más, porque en ocasiones el Estado cede la 
responsabilidad de informar sobre los pro-
yectos y sus impactos a las empresas, gene-
rando desconfianza en las comunidades y la 
población.

Recomendaciones
 � Asegurar la transparencia activa y garantizar 

el acceso a toda la información relevante en 
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los formatos y canales adecuados, sin la ne-
cesidad de que sea solicitada por la población 
interesada. En especial, se recomienda ase-
gurar la información relativa a los costos y 
beneficios reales de los proyectos, incluyendo 
los costos ambientales, sociales, culturales, 
económicos y políticos. 

 � Generar canales para exigir que se sustenten 
los motivos por los que cierta información no 
es publicada o difundida por los proponentes 
del proyecto o las entidades que lo financian, 
con base en criterios objetivos. 

 � Garantizar que la información se provea des-
de el momento en que un proyecto está en 
evaluación y que se mantenga durante todo 
su ciclo, y no únicamente cuando este culmi-
na. Asimismo, asegurar que la rendición de 
cuentas sea pública y accesible, establecien-
do los responsables de las decisiones toma-
das en cada etapa.

 � Fomentar que la información se brinde en 
formatos y canales pertinentes, amigables y 
comprensibles que permitan el acceso efecti-
vo de las comunidades locales. 

 � Impulsar evaluaciones independientes sobre 
el desempeño de las empresas proponentes 
y del manejo de los fondos de las institucio-
nes financieras internacionales y bancos, y a 
través de un proceso transparente, así como 
difundir la información relativa a los actores 
involucrados.

 � Elaborar y circular informes periódicos sobre 
del cumplimiento y desempeño de las salva-
guardas socioambientales en los proyectos 
de infraestructura y extractivos. 

#4 Sobre el instrumento 
del EIA 
Lecciones aprendidas

 � En general, los EsIA son de carácter descripti-
vo y se limitan a su ámbito espacial y tempo-
ral. En la misma línea, suelen ser incompletos, 
técnicamente deficientes y no comprenden 
todos los aspectos necesarios para una toma 
de decisión debidamente informada. 

 � En cuanto a la caracterización biológica, los 
EsIA a menudo no ofrecen una descripción 
adecuada de la composición de las especies 
y la caracterización del ambiente abiótico, 
como la calidad del suelo y el agua. 

 � Las políticas y regulaciones son a menudo re-
gionales o nacionales y a menudo no recono-
cen la dinámica del sistema transfronterizo, 
por lo que descuidan consideraciones impor-
tantes, como los derechos, los valores socia-
les y culturales, y el acceso a los recursos en 
ese nivel.

 � En la práctica, muchos procesos de evalua-
ción ambiental y sus estudios no consideran 
indicadores de género para evaluar los im-
pactos diferenciados de los proyectos en los 
derechos fundamentales de las mujeres. Ello 
las coloca en una situación de mayor vulne-
rabilidad.

Recomendaciones
 � Desarrollar los EIA con el suficiente tiempo 

para proporcionar una evaluación rigurosa 
que tenga la capacidad de detener un pro-
yecto si se considera que este no cuenta con 
las garantías necesarias para no dañar al am-
biente y a la población.

 � Asegurar que los requisitos formales en los 
EIA sean más específicos y sólidos, mejoran-
do los TdR. Ello debe involucrar, entre otros, 
una mejor definición del área de influencia del 
proyecto, una línea de base científica previa 
de todos los lugares sensibles desde el punto 
de vista ambiental y social, inventarios com-
pletos y detallados en materia de biodiversi-
dad, y la inclusión de impactos sociales con 
particular énfasis en el derecho a la salud, por 
grupos diferenciados. 

 � Considerar e identificar los impactos indi-
rectos, acumulativos y sinérgicos de manera 
previa al inicio del proyecto. La identificación 
temprana de estos impactos permitirá afron-
tarlos —y mitigarlos, de ser el caso—, asegu-
rando información completa y oportuna en la 
toma de decisiones sobre la viabilidad am-
biental y social del proyecto. 
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 � Evaluar si las medidas de mitigación propues-
tas en los EsIA son eficaces. Para ello, se su-
giere el desarrollo de medidas de evaluación 
de sostenibilidad que puedan soportar un es-
crutinio científico público e independiente. 

 � Promover que los resultados de las EIA sean 
revisados por expertos independientes que 
garantice la imparcialidad de sus aportes y 
opiniones. 

 � Hacer un seguimiento estricto en la etapa 
de operación. Para ello, se recomienda im-
plementar un sistema institucionalizado de 
monitoreo ex post y supervisión que evalúe 
el cumplimiento de objetivos e indicadores de 
desempeño del proyecto.

 � Promover una mejor articulación entre ac-
tores para la gestión ambiental a través de 
medidas de monitoreo que involucren a las 
comunidades, los pueblos indígenas y la so-
ciedad civil. Esto implica que estos actores 
estén facultados a presentar también infor-
mes de monitoreo y tengan compromisos a 
largo plazo en el marco del proyecto.

 � Diseñar mecanismos que aseguren la inter-
nalización de las externalidades negativas 
de los proyectos. En ese sentido, se reco-
mienda implementar un sistema de cálculo 
y financiamiento de compensación ecológica 
integral, que garantice que la pérdida neta de 
ecosistemas sea igual a cero. Como resultado, 
se busca que los proyectos de infraestructura 
o extractivos no supongan pérdidas para el 
capital natural del país.

 � Asegurar que las compensaciones a los afec-
tados y afectadas sean suficientes. En esa 
línea, se recomienda diseñar mecanismos 
pertinentes de distribución de beneficios y 
compensaciones. Estos mecanismos deben 
considerar que los hombres y las mujeres se 
ven afectados de manera diferenciada, así 
como garantizar que se considere a la pobla-
ción en mayor situación de vulnerabilidad.

 � Condicionar el desembolso de los préstamos 
por las bancas de desarrollo y las institucio-
nes financieras internacionales al estricto 
cumplimiento de las salvaguardas socioam-
bientales existentes. Asimismo, suspender 
de forma absoluta los préstamos en caso de 

impactos socioambientales y vulneraciones 
de derechos existentes derivados de incum-
plimientos por la empresa.

 � Garantizar la incorporación de la perspectiva 
social y el enfoque de género en todos los pro-
cesos de certificación socioambiental y de con-
sulta previa relativos a proyectos extractivos y 
de infraestructura. En dicho marco, promover 
la inclusión de indicadores de género para la 
identificación de impactos socioambientales, 
así como de acciones afirmativas de empode-
ramiento de género en todo el ciclo del proyecto.

#5 Sobre el EAE
Lecciones aprendidas

 � Las EAE pueden representar un gran instru-
mento de gestión socioambiental. Sin em-
bargo, su efectividad dependerá de las con-
diciones habilitantes, en los ámbitos político 
e institucional, que permitan hacer efectivas 
sus recomendaciones. 

 � En los países de la cuenca amazónica, las EAE 
aún no han logrado contribuir de forma signi-
ficativa a la generación de consensos ni una 
visión de desarrollo común.

 � A pesar de la existencia de experiencias de 
EAE y su inclusión, en algunos casos, en las 
políticas ambientales nacionales, aún son po-
cos los países que han legislado sobre esta 
herramienta de gestión socioambiental. 

 � La magnitud de los cambios que recomiendan 
las EAE debería poder dirigirse y monitorear-
se a través de una institución pública con su-
ficiente poder institucional para hacer cumplir 
sus recomendaciones multisectorialmente.

Recomendaciones
 � Realizar un estudio sobre el nivel de cumpli-

miento de las EAE por país, para identificar 
su influencia institucional, ambiental y social, 
así como su efectividad como instrumento de 
gestión ambiental.

 � Identificar la institución del Estado a cargo de 
dirigir y monitorear el cumplimiento de las re-
comendaciones planteadas por las EAE.
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Caribe (2014). Los pueblos indígenas en Améri-
ca Latina: avances en el último decenio y re-
tos pendientes para la garantía de sus derechos 
(LC/L.3902). Santiago, noviembre.

Comisión Económica para América Latina y el 
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 � Decreto Ejecutivo Nº 3516, Texto Unificado 
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gistro Oficial Nº 11 del 30 de enero de 2007.
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 � Ley Nº 1333, Ley del Medio Ambiente publi-

cada el 27 de marzo de 1992.
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cial, publicada el 21 de febrero de 2013.
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Legislación internacional
 � Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indíge-

nas y tribales en países independientes.

 � Convención Americana.

 � Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos.

 � Corte IDH. Sentencia Saramaka vs. Surinam. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparacio-
nes y Costas. Sentencia de 28 de noviembre 
de 2007.

 � Corte IDH, caso Claude Reyes y otros c. Chi-
le, Sentencia de fondo, 19 de septiembre  
de 2006, Serie C Nº 151, párr. 86.

 � Petición CIDH por caso Belo Monte.

 � Corte IDH. Opinión Consultiva OC-23/17 del 
15 de noviembre de 2017 solicitada por la re-
pública de Colombia. Obligaciones estatales 
en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a 
la vida y a la integridad personal – Interpreta-
ción y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en rela-
ción con los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana sobre derechos Humanos. 98 pp.

 � Corte IDH. Caso del pueblo Saramaka vs. Su-
rinam. Sentencia de 12 de agosto de 2008. 
Interpretación de la sentencia de excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas). 
Parágrafo 40. La sentencia del caso Saramaka 
vs Surinam sobre Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas fue emitida el 
28 de noviembre de 2007.
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Anexo
ANEXO 1:
Lista de personas entrevistadas 

N Persona entrevistada Sector Fecha de entrevista

1 Biviany Rojas Garzon Sociedad civil 24/07/20

2 Ramón Laborde Sociedad civil 27/07/20

3 Patricia Patrón Sociedad civil 28/07/20

4 Luis F. Novoa Academia 29/07/20

5 Foster Brown Academia 29/07/20

6 Vanessa Cueto Sociedad civil 29/07/20

7 Fabián Pérez Sector público 30/07/20

8 Rodrigo Botero Sociedad civil 30/07/20

9 Timothy Killeen Academia 31/07/20

10 Anthony Bebbington Academia 24/08/20

11 Philip M. Fearnside Academia 25/08/20

12 Denise Humphreys Bebbington Academia 28/08/20

13 Vince McElhinny Sociedad civil 31/08/20

14 José Serra Vega Academia 10/09/20

15 Graciela Mercedes Lu Sociedad Civil 20/10/20
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ANEXO 2: 
Mapas de ubicación de lotes o áreas de estudio

Proyecto Camisea

Gráfico 1. Localización geográfica de los yacimientos de Camisea

Fuente: OSINERGMIN, 2006

Gráfico 2. Mapa de localización del Proyecto Camisea

Fuente: OSINERGMIN, 2006
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Gráfico 3. Corredor Vial Interoceánico Sur. Tramos 2, 3 y 4

Fuente: MTC, s/a

Gráfico 4. Carretera Pasto-Mocoa (trazado existente y variantes)

Elaborado por Vladimir Sánchez, Geógrafo
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Gráfico 5. Corredor intermodal Pasto-Puerto Asís-Belém do Pará. Sector Pasto-Mocoa. Transecto El Encano-Santiago

Elaborado por Vladimir Sánchez, geógrafo
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Gráfico 6. Tramo Rurrenabaque-Riberalta, Bolivia

Fuente: DAR, 2014
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Gráfico 7. Ubicación del proyecto de hidroeléctrica del Inambari en el sur del Perú

Fuente: Conservation Strategy, 2012
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Gráfico 8. Ubicación del proyecto de hidroeléctrica de Inambari

Fuente: DAR, 2014
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Gráfico 9. Localización de las represas hidroeléctricas del “Complejo Río Madera” en Brasil y Bolivia (1)

Fuente: ODG, 2010
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Gráfico 10. Localización de las represas hidroeléctricas del “Complejo Río Madera” en Brasil y Bolivia (2)

Fuente: ODG, 2010
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Gráfico 11. Volta Grande do Xingu e UHE Belo Monte

Fuente: Laboratório de Geoprocessamento do Isa/Altamira, Janeiro 2014
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Gráfico 12. La ruta de la línea de 500KV. Hidroeléctrica Coca Codo Sinclair

Fuente: El Comercio, 2019
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Gráfico 13. Daños en la cuenca del río Coca no afectan a la producción de energía de la Hidroeléctrica Coca Codo Sinclair (julio 2020)

Fuente: CELEC, 2020
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